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RESUMEN 

 

Este trabajo de titulación se ha centrado en estudiar el mecanismo de 

contratación pública por emergencia, su aplicación, la normativa que lo 

envuelve en el Ecuador, los vacíos legales en la Ley Orgánica de Contratación 

Pública y su reglamento, posibles casos de corrupción por aplicación de este 

mecanismo de contratación, diferenciación del decreto de excepción y la 

declaración de emergencia, y como aporte la proposición de una reforma a la 

Ley Orgánica de Contratación Pública y su reglamento.  

 
 

ABSTRACT 
 

This graduation work has focused on studying the mechanism for emergency 

procurement, implementation, the rules surrounding it in Ecuador, the loopholes 

in the Public Procurement Act and its regulations, possible corruption by 

implementing this mechanism of recruitment, differentiation of the decree of 

emergency and the declaration of emergency, and as a contribution proposing 

an amendment to the Public Procurement Act and its regulations. 
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“�Señor alcalde, le vendo una partida 

de diez mil faroles al precio de catorce 

mil faroles. Una ganga� Por favor —

respondió el alcalde sin despegar los 

labios—, éste no es momento ni 

lugar� ” Mendoza Eduardo (2010,  p. 

132).  

 

 

INTRODUCCIÓN 

 

La contratación pública a lo largo del tiempo ha tomado mucha importancia. 

Dada la cantidad de contratos ejecutados y las importantes sumas de dinero 

invertidas en estos contratos por los Estados a nivel mundial, se ha creado la 

necesidad de normar esta forma de contratación, establecer parámetros, 

mecanismos de control en las diversas etapas de la relación contractual, crear 

mecanismos para contratar en caso de emergencias nacionales, montos 

mínimos y máximos para contratación pública según el procedimiento de 

contratación escogido. 

 

Este trabajo de titulación se centra en abordar de forma íntegra uno de los 

tantos mecanismos de contratación pública existentes en el Ecuador, el 

mecanismo de contratación pública en situaciones de emergencia. Se analizará 

este procedimiento, lo que enmarca la ley y el reglamento para contratar 

mediante este mecanismo, los diferentes tipos de “sinónimos” que le han dado, 

al punto de confundirlos y hablar de forma errónea de éstos al mezclar las 

palabras. 

 



 

 

Además se citará de forma dogmática nociones de contratación pública, 

definiciones que se enmarcan en situaciones de contratación normales y de 

emergencia, y algunos casos obtenidos de la Contraloría General del Estado, a 

fin de estudiar los posibles errores en las declaraciones de emergencia por 

parte de las máximas autoridades de las entidades contratantes y algunos 

posibles vacíos legales dentro de la actual ley y su reglamento. 

 

  



 

 

 

 

CAPITULO 1 

CONSIDERACIONES PRELIMINARES 

 

1.1- El CONTRATO 
 

El contrato lo define Guillermo Cabanellas (2008, p. 91) como “Luna especie 

particular de convención cuya carácter propio consiste en ser productor de 

obligacionesL”; este autor cita dentro de su definición, líneas más adelante, a 

Savigny, definiendo al contrato como “el concierto de dos o más voluntades 

sobre una declaración de voluntad común, destinada a reglar sus relaciones 

jurídicas” 

 

El jurista ecuatoriano Nicolás Granja (2011, p. 323)  va más allá en el estudio 

de este vocablo, para poder entenderlo, recoges la raíces de éste en dos 

partes de origen latino, la primera “cum”, que es igual a “con”; y la segunda 

“tráhere”, que es equivalente a “ligarse”, es decir “con-ligarse” o 

comprometerse las dos partes intervinientes en un contrato sobre dar, hacer o 

no hacer algo que hayan pactado. 

 

De ahí es entendible que en nuestra legislación, el Código Civil ecuatoriano en 

su artículo 1454 define al contrato como “Lun acto por el cual una parte se 

obliga para con otra a dar, hacer o no hacer alguna cosa. Cada parte puede ser 

una o muchas personas”.  

 

Es decir que el contrato es un acuerdo de voluntades, formado entre dos o más 

personas, que genera derechos y obligaciones para cada uno de ellos, 

reglando sus relaciones jurídicas dentro del mismo. 

 

 



 

 

1.2. EL CONTRATO ADMINISTRATIVO 
 

Como se revisó en anteriores líneas, al contrato lo definen como acuerdo entre 

dos o más personas, sin que se especifique si el término contrato por si solo se 

aplica solo a relaciones entre privados; ó, también entre privados y el Estado. 

Entonces al no existir un uso único de la palabra a algún tipo de contrato, 

evidentemente este término si puede aplicarse a todo tipo de contratos que se 

celebren entre particulares, y entre particulares y el Estado. 

 

Se cree conveniente en esta revisión citar a Nicolás Granja (2011, p.326) un 

jurista que “si en el plano del Derecho General, el contrato es el género, sus 

diferentes especies se encuentran tanto en el Derecho privado como en el 

Derecho público”, es decir el contrato en su definición es uno solo, lo que varía 

son los diferentes tipos de contratos que se pueden generar a raíz de 

situaciones particulares de los contratantes. 

 

Al respecto, el Estatuto del Régimen Jurídico Administrativo de la Función 

Ejecutiva (ERJAFE)  en su artículo 75, contiene una norma sobre el tema y 

define el contrato administrativo en los siguientes términos: “Es todo acto o 

declaración multilateral o de voluntad común; productor de efectos jurídicos, 

entre dos o más personas, de las cuales una está en ejercicio de la función 

administrativa. Su regulación se regirá por las normas jurídicas aplicables.” 

Cabe aclarar que el ERJAFE solo rige a la Función Ejecutiva y los organismos 

dependientes de esta función, pero sirve como contribución para una definición 

de contrato administrativo. 

 

Según bibliografía revisada y conceptos tomados en clase de docentes y 

expertos en la materia de Derecho Administrativo y Derecho Civil de la 

Universidad de las Américas, el concepto de contrato aunque es casi uniforme, 

no es igual a la concepción que se tiene de contrato administrativo, que es 

cuando el Estado interviene  como una de las partes, ya que dado que el 

Estado se rige por leyes propias, tanto en la contratación, como muchas veces 

en la forma de resolver sus conflictos. Los expertos han tratado de darle 



 

 

características y nombres propios tales como “contratos administrativos”, 

“contratos estatales”, “contratos públicos”, etc. (Rojas,  2007, p. 242), (Granja, 

2006, p. 332), (Trujillo, 2011, p. 83). 

 

Esta idea de diferenciar a los contratos donde participa el Estado, nace de la 

necesidad de dar un tinte propio para las diversas contrataciones de obras, 

bienes y servicios que necesita el Estado para su funcionamiento. El Estado, 

como sabemos, es una persona jurídica, incapaz y que requiere por lo tanto de 

personas investidas de cierto poder para que actúen en nombre de éste en 

estas contrataciones, estas personas son los llamados “funcionarios públicos” y 

estos serán los que realicen los diversos tipos de contrataciones con 

particulares en afán de prestar servicios públicos a la ciudadanía de forma 

adecuada bajo un “paraguas” de normas internas del Estado y también de 

normas generales contempladas en el marco jurídico propio de cada país. 

 

Existen varios ejemplos de contratos administrativos en el Derecho, por 

ejemplo los contratos de prestación de servicios profesionales que se celebran 

entre un particular y una entidad pública (sujetos a la Ley Orgánica de Servicio 

Público), los contratos de concesiones mineras entre una empresa privada y el 

Estado Ecuatoriano,  los contratos de exploración y explotación 

hidrocarburífera, entre otros. El presente estudio se centrará en los contratos 

regulados por la Ley Orgánica del Sistema Nacional de Contratación Pública, 

en adelante LOSNCP, que incluye la adquisición o arrendamiento de bienes, 

ejecución de obras y prestación de servicios, incluidos los de consultoría. 

 

En la actualidad, Ecuador cuenta con un ley en materia de contratación pública, 

se encuentra  publicada en el Registro Oficial Suplemento Nº 395, de 04 de 

agosto de 2008, fue expedida por la Asamblea Nacional Constituyente con 

carácter de cumplimiento obligatorio para todas las entidades del sector 

público, y algunos casos especiales que se detallan en el artículo 1 de dicha 

ley.  

 



 

 

1.3. SUJETOS EN LOS CONTRATOS ADMINISTRATIVOS 
 

En los contratos administrativos sometidos a la LOSNCP, obligatoriamente una 

de las partes será alguno de los organismos, entidades o personas jurídicas 

comprendidas en el artículo 225 de la Constitución y en el artículo 1 de la 

LOSNCP; y, otra será un particular. 

 

En la última norma mencionada en el párrafo anterior, se detalla su ámbito de 

aplicación y se precisan las instituciones que tienen la obligación de aplicar los 

mecanismos normados en ella para la adquisición o arrendamiento de bienes, 

la ejecución de obras, la prestación de servicios, incluidos los de consultoría. 

 

 

1.4. CAPACIDAD 
 

De acuerdo al Diccionario Jurídico de Cabanellas (2005, p59), la capacidad es 

definida como “Laptitud o idoneidad que se requiere para ejercer una 

profesión, oficio o empleo; habilidad o potestad para contratar, disponer por 

acto entre vivos o por testamento, suceder y en general realizar una serie de 

actos jurídicos”. 

 

Efraín Pérez, citando a Claro Solar (2008, p. 697) en relación a la definición de 

capacidad señala que esta: “consiste en la aptitud legal de las personas para el 

goce y el ejercicio de los derecho civiles”, teniendo en nuestra legislación como 

máxima la frase de “toda persona es legalmente capaz exceptuando aquellas a 

las que la ley considere o declare incapaces” (Art. 1462 del Código Civil 

ecuatoriano).  

 

La LOSNCP recoge estos conceptos de capacidad en su normativa; y, 

básicamente exceptúa o prohíbe contratar con el Estado a las personas que se 

encuentren contenidas en el artículo 1463 del Código Civil ecuatoriano (sobre 

los incapaces relativos y absolutos) y a quienes se encuentren en los casos 



 

 

establecidos en dicha ley en los artículos Art. 62 sobre inhabilidades generales 

y Art. 63 sobre inhabilidades especiales. 

 

En cuanto a la competencia respecto a la contratación en las instituciones 

públicas, como se dijo en líneas anteriores, debe existir una persona que 

represente a estas entidades estatales, dado que el Estado es una persona 

jurídica y por consiguiente incapaz de contratar por sí solo. 

 

De acuerdo a la LOSNCP, la  máxima autoridad de cualquier institución estatal 

es la que le compete la representación legal de la entidad contratante, y como 

tal, es la encargada de la “selección, calificación, negociación y adjudicación” 

de cualquier tipo de contratación de la entidad que representa, así como la 

celebración del contrato. 

 

Claro está, la máxima autoridad podrá delegar, a uno o varios servidores de la 

institución que representa, para que se encarguen de alguna, o todas las 

etapas del procedimiento en su fase precontractual y contractual, sin que la 

máxima autoridad deje de ser responsable civil, penal y administrativamente 

como representante de la institución, como lo son también los servidores 

delegados. 

 

 

1.5. COMPETENCIA  
 

Efraín Pérez, citando a Sayagués Laso (2008, p. 702) en relación a la definición 

de competencia, manifiesta que es “la aptitud de obrar de los órganos públicos, 

especificándose así los límites dentro de los cuales pueden actuar 

válidamente”. Efraín Pérez, en el mismo texto complementa lo anotado y dice 

que “la competencia delimita el obrar de los órganos en forma legalmente 

válida en determinado territorio y en determinada materia”,  

 

En este mismo tema, la Constitución consagra de forma expresa que toda 

institución pública o persona que represente al Estado podrá actuar sólo dentro 



 

 

de los márgenes que la Constitución y las leyes le otorguen (artículo 226). Este 

es el denominado principio de legalidad. 

 

Es por eso que le LOSNCP faculta a las entidades del Estado, reconocidas en 

la Constitución y comprendidas en los artículos 1 y 2 de la citada ley, para 

poder contratar dentro de ciertos límites y parámetros, ciñendo este espacio y 

lo que pueden contratar dentro de su objeto social de creación ó dentro de las 

necesidades que surjan en su diario andar. 

 

 

1.6. OBJETO 
 

El objeto de este tipo de contratos, como se dijo en líneas anteriores es: 1) la 

adquisición o arrendamiento de bienes, 2) la ejecución de obras y 3) la 

prestación de servicios, incluidos los de consultoría, en el ámbito del territorio 

nacional, esto de acuerdo con lo que se enumera en el artículo 1 de la 

LOSNCP. 

 

Pero se agrega un factor muy importante: que todos estos contratos 

enumerados en el párrafo anterior tienen que estar orientados a satisfacer al 

Interés General o Interés Común del Estado Ecuatoriano, es decir que las 

contrataciones que se realicen sobre bienes, servicios, obras o consultoría 

correspondan a los intereses del Estado Ecuatoriano y sus mandantes, esto de 

acuerdo a los principios enumerados en el artículo 288 de la Constitución del 

Ecuador y el artículo 4 de la LOSNCP, principios que los revisaremos más 

adelante. 

 

 
1.7. CAUSA 
 

En cuanto a la causa de un contrato, se entenderá como el “interés jurídico que 

induce a las partes a contratar” (Pérez, 2008, p. 708), en este caso la causa de 

los contratos en materia contratación pública será la necesidad del Estado de 



 

 

satisfacer una necesidad de la ciudadanía en general y de ser el caso de la 

propia entidad. 

 

Es importante aclarar y no confundir la causa de las obligaciones generadas 

por un contrato con la causa de la contratación per sé. Mazeaud (Pérez, 2008, 

p.709) distingue la causa de la obligación de la causa del contrato así: 

“La causa de la obligación es la razón por la cual el contratante asume 

su obligación; la causa del contrato es la razón, o los motivos que han 

determinado a cada uno de los contratantes a efectuar el contrato”. 

 

 

1.8. FINALIDAD 
 

Este es uno de los elementos más importantes dentro de los contratos 

públicos, ya que la finalidad en estos contratos siempre satisfacer cumplir con 

el interés público, prohibiéndose el destino o fin de este tipo de contratos a 

fines privados o extraños a la colectividad.  

 

La finalidad en los contratos públicos se caracteriza por la subordinación al 

régimen legal vigente, obligando a las entidades contratantes a cumplir con 

ciertos parámetros y limitaciones establecidos en la ley y la Constitución. 

Escola (Pérez, 2008, p. 711) define a la finalidad del contrato como “la 

condición de subordinación al fin propio del servicio de que se trata en cada 

caso, y que el contrato administrativo debe satisfacer”. 

 

 

1.9. DIFERENCIAS ENTRE LOS CONTRATOS DEL DERECHO PRIVADO Y 

DEL DERECHO ADMINISTRATIVO 

 

En todo contrato, por doctrina, y por norma contenida en el artículo 1461 del 

Código Civil Ecuatoriano, debe existir elementos esenciales para su existencia 

y validez, estos elementos son: la capacidad legal de quienes van a intervenir 

en el contrato; el consentimiento que es la manifestación de la voluntad 



 

 

conforme entre la oferta y la aceptación; el objeto que es el dar, hacer o no 

hacer algo y que deberá ser lícito; y la causa que es el motivo de la 

contratación que deberá también ser lícita. 

 

Pero existen, según algunos autores o doctrinarios, diferencias al momento de 

aplicar un contrato administrativo ó un contrato civil, estas diferencias las 

condensamos  así: 

 

• Por el sujeto: En los contratos civiles ambas partes están constituidas por 

ciudadanos particulares o privados; en los contratos administrativos de 

forma obligatoria una de las partes será el Estado, representado a través 

de alguna autoridad o funcionario investido con el poder necesario para 

representar y celebrar contratos a nombre del Estado. 

• Por el objeto: En los contratos civiles se busca el interés de los particulares 

y su beneficio o lucro; en los contratos administrativos se busca propender 

a alcanzar el interés general, aún con la afectación a los intereses de los 

particulares. 

• Por la forma: Tanto en los contratos civiles como en los contratos 

administrativos, lo contenido en estos es ley para las partes; la diferencia 

radica en las formalidades requisitos que manda la ley para realizar un 

contrato civil comparado con un contrato administrativo, siendo el contrato 

administrativo el más regulado, pudiendo ser nulo este si se ha pasado por 

alto alguna de estas formalidades. En el contrato administrativo prevalecen 

en ciertos ámbitos la voluntad de la entidad contratante, al tener estas 

potestades exorbitantes. 

• Por su régimen jurídico: Los contratos civiles se rigen principalmente por el 

Código Civil y otros cuerpos normativos como el Código de Comercio; en el 

caso de los contratos administrativos, a los que se circunscribe el ámbito 

de este trabajo, éstos se rigen principalmente por la LOSNCP y su 

reglamento, y de forma supletoria al Código Civil (Granja, 2008, p.331). 

 

 



 

 

1.10. RÉGIMEN ESPECIAL 
 

Dentro de la LOSNCP y su reglamento se habla de las contrataciones en 

“Régimen Especial”, que tienen una normativa diferente dada la complejidad, 

urgencia, reserva, o la peculiaridad de los bienes o servicios, que pueden ser 

normalizados o no normalizados requeridos. Estos casos están previstos en el 

artículo 2 de la misma Ley, entre los que constan: los que sean calificados 

como necesarios para la seguridad interna y externa del Estado; las 

adquisiciones de fármacos, entre otros. Mecanismo del cual se hablará más 

adelante. 

 

 

1.11. FACULTADES EXORBITANTES EN LA TERMINACIÓN DE LOS 

CONTRATOS 

 

Cuando existe un contrato entre dos o más personas, por efecto se tiene la 

creación de obligaciones entre ellas, con una creación de responsabilidades 

determinadas en el mismo contrato, y de forma suplementaria con la ley, con 

un efecto interpartes.   

 

Dentro de esta creación de obligaciones interpartes, en el derecho privado 

existe usualmente una relación de equidad o igualdad entre los contratantes, 

acordándose los derechos y obligaciones de ambos, y las sanciones para en 

caso de incumplimiento de una de las partes.   

 

Todo esto es totalmente ajeno en la contratación pública, en esta materia el 

Estado tiene un mayor peso dentro de la relación contractual al tener facultades 

de terminación de los contratos de forma unilateral y casi siempre sin 

responsabilidad. Estas causas de terminación unilateral se encuentran 

determinadas en el artículo 94 de la LOSNCP, siendo la causa más extraña o 

particular la contenida en el numeral 7, la cual contiene circunstancias técnicas 

o económicas imprevistas de caso fortuito o fuerza mayor. 



 

 

 

Esto también lo recoge Efraín Pérez (2008, p.753) donde cita al oficio de la 

Procuraduría General del Estado número 15323, de 3 de agosto de 1981, 

referido al caso fortuito, donde la Procuraduría General del Estado recomienda 

que el “caso fortuito” o “fuerza mayor” sea solo imputable al contratante y no al 

Estado, lo que se considera válido ya que es una causal muy subjetiva a la 

hora de terminar un contrato, dejando a la contra parte en una situación de 

inferioridad ante el Estado o entidad contratante.  

 

Cabe aclarar que estos comentarios en el párrafo anterior son de acuerdo a la 

Ley de Contratación Pública de entonces, pero se cree igualmente aplicable a 

la actual LOSNCP en la imputabilidad del caso fortuito y la fuerza mayor. 

Actualmente la entidad contratante puede acogerse al caso fortuito o fuerza 

mayor, de acuerdo a los requisitos contenidos en el artículo 94, numeral 7, de 

la LOSNCP. 

 

Otro punto adicional en esta relación desigual que se ha identificado es la 

negociación y términos del contrato; la negociación de acuerdo al artículo 47 de 

la LOSNCP versará solo sobre el precio; los términos del contrato son 

prácticamente inamovibles en las condiciones, ya que estos son dictados por el 

INCOP en un modelo universal de pliegos y de poca modificación a la hora de 

la adjudicación entre la entidad contratante y el contratista, debido también a 

que estos fueron publicados en la etapa precontractual dentro de los pliegos, lo 

cual técnicamente ya se asemeja a un contrato de adhesión donde la entidad 

contratante solo publica sus términos sin posibilidad de negociación, y no se 

acopla a la esencia de un contrato que es el ser equitativo y consensuado entre 

las partes. 

 

 

1.12. MARCO NORMATIVO 
 

En el año 2008, el pleno de la Asamblea Nacional Constituyente expidió la Ley 

Orgánica del Sistema Nacional de Contratación Pública, en la cual se detallan 



 

 

los mecanismos o procedimientos precontractuales que las entidades 

contratantes deben implementar para la selección de oferentes, para celebrar 

contratos para la adquisición de bienes o servicios, ejecución de obras, 

estudios de consultoría, adquisición o arrendamientos de inmuebles. Estos 

mecanismos son los de subasta inversa electrónica, menor cuantía de bienes y 

servicios, menor cuantía de obras, cotización, licitación, lista corta, concurso 

público, catálogo electrónico y la ínfima cuantía conforman los procedimientos 

dinámicos para bienes normalizados. Cabe mencionar que la ínfima cuantía no 

se encuentra como procedimiento reconocido en la LOSNCP, sino en su 

reglamento, es decir se crea un nuevo procedimiento de contratación pública 

en el reglamento a la LOSNCP en el artículo 60.  

 

Existen además ciertos casos especiales en los que se puede utilizar el 

mecanismo de contratación directa, que están sometidos a régimen especial; ó, 

contrataciones por emergencia en determinados supuestos, mecanismos 

previstos en el artículo 57 de la LOSNCP. 

 

En este trabajo de titulación se estudiará el mecanismo de contratación pública 

por emergencia, que está sometido a una normativa especial, la misma que se 

analizará a continuación. 

 

1.12.1. CONSTITUCIÓN 

 

En nuestra Constitución, el artículo 164 faculta al Presidente de la República 

“decretar el estado de excepción en todo el territorio nacional o en parte de él 

en caso de agresión, conflicto armado internacional o interno, grave conmoción 

interna, calamidad pública o desastre natural”; además se citan los principios 

para dictarlo a saber: necesidad, proporcionalidad, legalidad, temporalidad, 

territorialidad y razonabilidad. Se especifica que el decreto será motivado y 

contendrá los derechos y medidas a aplicar, estas están contenidas en el 

artículo 165 de la Constitución, su duración será de 60 días con renovación de 

30 días adicionales y que tendrá que ser comunicado a la Asamblea Nacional, 



 

 

la Corte Constitucional y organismos internacionales de acuerdo al artículo 166 

de la norma suprema. 

 

Cabe recalcar que un estado de excepción no es similar a una situación de 

emergencia, esto lo trataremos en el siguiente capítulo sobre las diferencias de 

estado de excepción y estado de emergencia.  

 

Otro artículo que resulta vinculante para la contratación pública en el Ecuador 

es el artículo 233 de la Constitución, donde se especifica las responsabilidades 

de los servidores públicos por los actos realizados en ejercicio de sus funciones 

o por sus omisiones, se cita: “serán responsables administrativa, civil y 

penalmente por el manejo y administración de fondos, bienes o recursos 

públicosLestarán sujetos a las sanciones establecidas por delitos de peculado, 

cohecho, concusión y enriquecimiento ilícito. La acción para perseguirlos y las 

penas correspondientes serán imprescriptiblesL”.  

 

Además está el artículo 288, donde se ordenan los principios con los cuales 

tendrá que operar la contratación pública, estos son: “eficiencia, transparencia, 

calidad, responsabilidad ambiental y social”, incluye la obligatoriedad de 

preferencia de los productos y servicios ecuatorianos, con especial énfasis los 

que vengan de la economía popular y solidaria, de las micro, pequeñas y 

medianas unidades productivas. Esto se mantiene y amplía en la LOSNCP, en 

el artículo 4, al establecer principios como: “legalidad, trato justo, igualdad, 

calidad, vigencia tecnológica, oportunidad, concurrencia, transparencia, 

publicidad; y, participación nacional”. 

 

1.12.2. LOSNCP 

 

Aunque en el artículo 225 de la Constitución se encuentran las  instituciones 

que comprenden al sector público, y que además en el artículo 288 se ordena 

la obligatoriedad de ellos de seguir los mecanismos de contratación pública, la 

LOSNCP determina de forma más exacta en su artículo primero el ámbito de 



 

 

aplicación de esta ley, eliminando dudas sobre su aplicación; por ejemplo una 

entidad que tenga patrimonio mixto le aplica esta ley, cito el artículo: 

 

Art. 1. Objeto y Ámbito. Esta Ley establece el Sistema Nacional de 

Contratación Pública y determina los principios y normas para regular los 

procedimientos de contratación para la adquisición o arrendamiento de 

bienes, ejecución de obras y prestación de servicios, incluidos los de 

consultoría, que realicen: 

1. Los Organismos y dependencias de las Funciones del Estado. 

2. Los Organismos Electorales. 

3. Los Organismos de Control y Regulación. 

4. Las entidades que integran el Régimen Seccional Autónomo. 

5. Los Organismos y entidades creados por la Constitución o la Ley para 

el ejercicio de la potestad estatal, para la prestación de servicios 

públicos o para desarrollar actividades económicas asumidas por el 

Estado. 

6. Las personas jurídicas creadas por acto legislativo seccional para la 

prestación de servicios públicos. 

7. Las corporaciones, fundaciones o sociedades civiles en cualquiera de 

los siguientes casos:  

a) estén integradas o se conformen mayoritariamente con 

cualquiera de los organismos y entidades señaladas en los 

números 1 al 6 de este artículo o, en general por instituciones del 

Estado; o,  

b) que posean o administren bienes, fondos, títulos, acciones, 

participaciones, activos, rentas, utilidades, excedentes, 

subvenciones y todos los derechos que pertenecen al Estado y a 

sus instituciones, sea cual fuere la fuente de la que procedan, 

inclusive los provenientes de préstamos, donaciones y entregas 

que, a cualquier otro título se realicen a favor del Estado o de sus 

instituciones; siempre que su capital o los recursos que se le 

asignen, esté integrado en el cincuenta (50%) por ciento o más con 



 

 

participación estatal; y en general toda contratación en que se 

utilice, en cada caso, recursos públicos en más del cincuenta (50%) 

por ciento del costo del respectivo contrato. 

8. Las compañías mercantiles cualquiera hubiere sido o fuere su origen, 

creación o constitución que posean o administren bienes, fondos, títulos, 

acciones, participaciones, activos, rentas, utilidades, excedentes, 

subvenciones y todos los derechos que pertenecen al Estado y a sus 

instituciones, sea cual fuere la fuente de la que procedan, inclusive los 

provenientes de préstamos, donaciones y entregas que, a cualquier otro 

título se realicen a favor del Estado o de sus instituciones; siempre que 

su capital, patrimonio o los recursos que se le asignen, esté integrado en 

el cincuenta (50%) por ciento o más con participación estatal; y en 

general toda contratación en que se utilice, en cada caso, recursos 

públicos en más del cincuenta (50%) por ciento del costo del respectivo 

contrato. Se exceptúan las personas jurídicas a las que se refiere el 

numeral 8 del artículo 2 de esta Ley, que se someterán al régimen 

establecido en esa norma.  

 

En el artículo 6 de la LOSNCP, se encuentran dos definiciones importantes, la 

primera está en el numeral 16, donde define a la  máxima autoridad de una 

entidad como quien ejerce administrativamente la representación legal de la 

Entidad Contratante, aclarando que para efectos de este cuerpo legal se 

entiende que en las municipalidades y consejos provinciales, la máxima 

autoridad será el Alcalde o Prefecto, eliminando dudas sobre la máxima 

autoridad y responsable de la contratación. 

 

La segunda definición se encuentra en el numeral 31, donde se establece qué 

son y en qué consiste las situaciones de emergencia, siendo las generadas por 

las siguientes causas o acontecimientos graves tales como: 

 

1. Accidentes,  

2. Terremotos,  



 

 

3. Inundaciones,  

4. Sequías,  

5. Grave conmoción interna,  

6. Inminente agresión externa,  

7. Guerra internacional,  

8. Catástrofes naturales,  

9. Y otras que provengan de  

i. Fuerza mayor o  

ii. Caso fortuito 

 

En este artículo identificamos dos causales, la quinta y la novena, las cuales en 

reiteradas veces, durante este y otros gobiernos, se las ha usado como 

fundamento legal para  dictar decretos de emergencia y hacerlos extensivos a 

las contrataciones por emergencia. 

 

En la primera causal que nombramos se refiere a la “grave conmoción interna”, 

lastimosamente no encontramos definiciones en la legislación o 

pronunciamientos de la Corte Constitucional, es por eso que nos referiremos a 

los diccionarios, por ejemplo el Diccionario de la Real Academia de la Lengua 

define a conmoción en nuestro contexto como “Tumulto, levantamiento, 

alteración de un Estado, provincia o pueblo.”, definición compartida 

exactamente igual a la del Diccionario Océano Uno Color (1996, p. 386), que 

coincide también de forma plena con el Diccionario Legal Online Lexis. Por lo 

que basado en el contexto y las definiciones podríamos decir que grave 

conmoción interna es una situación de peligrosa perturbación de la sociedad y 

el orden público de una ciudad, provincia o estado. 

 

En la segunda causal que dijimos que puede generar dudas o interpretaciones 

erróneas, está contenida en el numeral noveno y se detecta que se puede 

interpretar de forma subjetiva el caso fortuito o la fuerza mayor, para esto 

definiremos brevemente los dos casos que cita dicho numeral. Por caso fortuito 

el diccionario de la Real Academia nos dice que es un “suceso ajeno a la 



 

 

voluntad del obligado, que excusa el cumplimiento de obligaciones”, a lo que 

comparte en parte el diccionario jurídico de Guillermo Cabanellas (2008, p. 63) 

que define al caso fortuito como “El suceso inopinado (imprevisto, 

insospechado), que no se puede prever ni resistir”.  

 

En cuanto a la fuerza mayor el diccionario de la Real Academia nos dice que es 

“que, por no poderse prever o resistir, exime del cumplimiento de alguna 

obligación; fuerza que procede de la voluntad de un tercero”, a lo que comparte 

en parte el diccionario jurídico de Guillermo Cabanellas (2008, p. 170) que 

define a la fuerza mayor como “todo acontecimiento que no ha podido preverse 

o que, previsto, no ha podido resistirse” 

 

Al respecto tenemos la definición de nuestro Código Civil, el cuál dice 

textualmente en su artículo 30: “Art. 30. Se llama fuerza mayor o caso fortuito, 

el imprevisto a que no es posible resistir, como un naufragio, un terremoto, el 

apresamiento de enemigos, los actos de autoridad ejercidos por un funcionario 

público, etc.”, podemos encontrar que las definiciones de los diccionarios 

amplían un poco más el concepto del caso fortuito y fuerza mayor, donde el 

elemento que predomina es el azar, la casualidad, lo insospechado, que 

aunque pudo haberse visto venir no pudo haber sido resistido de todas formas, 

ejemplo de esto puede ser un tsunami o el fenómeno del niño, sabemos que se 

pueden prevenir por la tecnología que se tiene hoy en día, pero no podemos 

evitar que existan daños materiales y hasta muertes por causa de estos 

sucesos. 

 

También en el mismo artículo 6, numeral 31 de la LOSNCP, en su parte final se 

encuentran los requisitos a cumplirse para que una situación de emergencia se 

dé. Se citan los criterios del mencionado artículo: 

 

1. “Concreta”: es decir real, que existe y que está sucediendo en ese 

momento. 



 

 

2. “Inmediata”: es decir que está sucediendo mientras se declara la 

emergencia. 

3. “Imprevista”: no se pudo prever o anticipar de forma alguna por parte de 

la máxima autoridad de la entidad contratante o su delegado.  

4. “Probada”: se puede demostrar con hechos físicos. 

5. “Objetiva”: libre de subjetividad, con independencia propia dicha 

situación de cualquier interés ajeno al bien común. 

 

El artículo 57 de la mencionada Ley, referente a las situaciones de emergencia, 

solo se limita a decir cómo hay que declarar la emergencia, pero no los pasos 

para ejecutar la misma en materia de contratación pública, cito textualmente: 

 

“Art. 57. Procedimiento. Para atender las situaciones de emergencia 

definidas en el número 31 del artículo 6 de esta Ley, previamente a 

iniciarse el procedimiento, el Ministro de Estado o en general la máxima 

autoridad de la entidad deberá emitir resolución motivada que declare la 

emergencia, para justificar la contratación. Dicha resolución se publicará 

en el Portal Compras Públicas. 

  

La entidad podrá contratar de manera directa, y bajo responsabilidad de 

la máxima autoridad las obras, bienes o servicios, incluidos los de 

consultoría, que se requieran de manera estricta para superar la 

situación de emergencia. Podrá, inclusive, contratar con empresas 

extranjeras sin requerir los requisitos previos de domiciliación ni de 

presentación de garantías; los cuales se cumplirán una vez suscrito el 

respectivo contrato. 

 

En todos los casos, una vez superada la situación de emergencia, la 

máxima autoridad de la entidad contratante publicará en el Portal 

Compras Públicas un informe que detalle las contrataciones realizadas y 

el presupuesto empleado, con indicación de los resultados obtenidos.” 

 



 

 

Tampoco el Reglamento a la LOSNCP aclara el panorama, es así que el 

artículo 71 del reglamento a dicha ley en resumen se remite al mencionado 

artículo 57 de la LOSNCP. El INCOP también emitió una resolución sobre 

“Disposiciones para las contrataciones en situaciones de emergencia”, 

específicamente la Nº. 045-10 publicada el 09 de julio de 2010, donde tampoco 

se esclarece el panorama, aquí solo se especifica el procedimiento para cargar 

al Portal de Compras Públicas las declaratorias en emergencia y cuando estas 

finalizan. 

 

Es decir sin una reglamentación clara en procedimientos y límites, se deja al 

funcionario público en una peligrosa libertad de contratación a discrecionalidad, 

con “afán” de salvar una emergencia dentro de su campo de acción, pudiendo 

este escoger a su criterio y gusto al proveedor que crea más conveniente. Con 

lo cual claramente el funcionario público puede contravenir a los principios de la 

contratación pública contenidos en nuestra Constitución en el artículo 288.  

 

Además está también en concordancia el artículo 233 del mencionado cuerpo 

legal, que es la responsabilidad de los funcionarios públicos sobre los actos 

realizados en ejercicio de sus funciones, responsabilidad que podrá ser de 

orden civil, administrativo e inclusive penal. 

 

1.12.3. LEY ORGÁNICA DE LA CONTRALORÍA GENERAL DEL ESTADO 

 

Hemos creído importante citar a la Ley Orgánica de la Contraloría General del 

Estado, dado que esta entidad es la encargada de velar el buen uso de los 

recursos públicos, y controlar los actos de corrupción a petición o de oficio de 

todas las entidades que comprenden el sector público. Es decir toda entidad o 

empresa donde el Estado Ecuatoriano tenga puesto el dinero de los 

contribuyentes, en el caso de la legislación actual de contratación pública 

encontramos referentes dos artículos que los citamos textualmente:  

 



 

 

“Art. 76. Obligación de remitir información. Las instituciones del Estado y 

sus servidores, así como los personeros representantes de las personas 

jurídicas de derecho privado sometidas al control de la Contraloría 

General del Estado, en los términos previstos en la presente Ley, están 

obligadas a proporcionar a ésta, exclusivamente para fines del examen 

de auditoría, información sobre las operaciones o transacciones cuando 

les sean requeridas por escrito.” 

 

“Art. 80. Obligación de informar de otras instituciones de control. Los 

organismos de control previstos en la Constitución Política de la 

República, dentro del ámbito de sus competencias, de conformidad con 

las leyes correspondientes, a través de sus máximas autoridades, 

informarán a la Contraloría General del Estado, los actos derivados de 

los informes de inspección, supervisión y control, para precautelar los 

intereses del Estado y sus instituciones.” 

 

Se citaron estos dos artículos porque aún existe la obligación legal de las 

instituciones del Estado, sus servidores o quienes las representen de informar 

a la Contraloría General del Estado sobre los actos y contrataciones que se 

realicen en materia de contratación pública, presunción del cometimiento de 

infracciones. La Contraloría General del Estado también puede y debe hacer un 

control de oficio después de las contrataciones, de acuerdo al artículo 15 de la 

LOSNCP, que dice:  

 

“Art. 15. Atribuciones de los Organismos de Control. Corresponde a los 

organismos de control del Estado, dentro del marco de sus atribuciones, 

realizar los controles posteriores a los procedimientos de contratación 

efectuados por las Entidades Contratantes. 

 

Es obligación del Instituto Nacional de Contratación Pública informar a la 

Contraloría General del Estado y a la Procuraduría General del Estado 



 

 

cada vez que conozca el cometimiento de infracciones a lo dispuesto en 

esta Ley.” 

 

Es decir existe obligación legal de remitir información a las entidades de 

control, pero como se verá más adelante, en la práctica estas obligaciones 

legales no se aplican, ya que estas no tienen una sanción expresa en caso de 

incumplirlas, dificultando así la investigación de las entidades de control a los 

actos de contratación pública realizadas en el Sector Público, e inclusive 

limitando el acceso a información pública por parte de la ciudadanía. 

  



 

 

CAPITULO 2 

CONTRATACIÓN PÚBLICA EN SITUACIONES DE EMERGENCIA 

 

En el Ecuador, la contratación pública se la nombra desde el año 1837, pero es 

desde el año de 1964 que propiamente se crea una ley sobre contratación 

pública llamada Ley de Licitaciones, según consta de una monografía realizada 

por el Dr. Efraín Pérez, cabe recalcar el único autor ecuatoriano que 

propiamente ha investigado sobre los orígenes de la contratación pública en el 

Ecuador.  

 

Es por eso que como modo introductorio histórico se cita la historia de la 

contratación pública en el Ecuador hasta los años 90, según texto de Efraín 

Pérez (recuperado el 15 de enero de 2011, p. 14): 

 

“Desde la primera Constitución ecuatoriana, de 1830, se atribuye al 

Congreso la competencia para “decretar los gastos públicos en vista de 

los presupuestos que presente el Gobierno y velar sobre la recta 

inversión de las rentas públicas” (Art. 26, 1°), Por ley de 1837 se autoriza 

el Ejecutivo para celebrar contratos con particulares “para la 

construcción, reparo y mejora de caminos”, que considera el pago al 

contratista con los peajes y pontazgos que produzca el uso de esta 

vía...” (Página 1)”, pero no es sino la “Ley Orgánica de Hacienda de 

1863 que, con varias reformas, estuvo vigente hasta 1927 en el Ecuador, 

que dispone en su penúltimo artículo que el Poder Ejecutivo, antes de la 

celebración de cualquier contrato, debería publicarlo por el periódico 

oficial o en una hoja suelta “y todo contrato que se celebre sin este 

requisito será nulo”. La Ley Orgánica de Hacienda expedida en 1927 

crea la Dirección de Suministros en el Ministerio de Hacienda, para 

encargarse “de adquirir y suministrar a los Departamentos y Oficinas los 

materiales que se necesiten para el uso del gobierno” (Art. 62) y exige al 

Poder Ejecutivo el requisito de licitación para todo contrato que exceda 

de cierta cuantía (Art. 268). En 1958 se dispone “la intervención propia 



 

 

del Contralor para la celebración de contratos que entrañen egresos de 

fondos públicos, y asimismo en materia de licitación”. A la Ley Orgánica 

de Hacienda de 1863, le suceden otras en 1927 y 1928, como se ha 

visto, con algunas semejanzas, anotándose también diferencias 

determinadas. La codificación de esta Ley, de 1960, contempla el 

requerimiento, existente hasta la actualidad, de contar con una partida 

presupuestaria y disponibilidad de fondos, previo a la celebración de un 

contrato que exija egresos de fondos públicos (Arts. 64 y 65). En esta 

Ley se exige la licitación para todo contrato que exceda de doscientos 

mil sucres y la publicación de las bases aprobadas por la Junta de 

Licitaciones en el Registro Oficial o en los periódicos del lugar (Arts. 377-

379). También establece ciertas autorizaciones a cargo del Consejo de 

Estado. Una Ley de Licitaciones se expide en 1964 y otra el año 

siguiente. Después de sucesivas reformas se promulga la Ley de 

Licitaciones y Concurso de Ofertas en 1974 que, después de muchas 

modificaciones se sustituyó por la Ley de Compras Públicas 1990, 

también con varias reformas. En 1989 se había expedido una legislación 

específica para estudios, la Ley de Consultoría. Además de las normas 

propias de los bancos Interamericano de Desarrollo y Mundial que se 

aplican en los contratos financiados por estas instituciones, así como 

normas específicas internas que aplican unas cuantas instituciones 

públicas, existen leyes para contrataciones especiales, como las 

contrataciones petroleras, sujetas a la Ley de Hidrocarburos, Ley de 

Petroecuador y otras normas específicas para la contratación de la 

ampliación del oleoducto transecuatoriano. La Ley de Modernización, 

además de las concesiones de servicios públicos, a que también se 

refiere la Constitución, amplia la posibilidad de contrataciones para 

aplicar sus disposiciones a todas las figuras contempladas en las leyes 

ecuatorianas, entre las que se deben considerar incluidas, en primer 

lugar, las provisiones del Libro Cuarto, del Código Civil, sobre los 

contratos. Además, existen normas específicas para los contratos que 

pueden celebrar diferentes entidades y dependencias del Estado de: 



 

 

aprovechamiento forestal, servicios personales, seguros, endeudamiento 

público, venta de valores y negocios fiduciarios, sociedad y 

arrendamiento mercantil, etc.  Sobre la disposición de bienes del Estado, 

desde el siglo XIX ha correspondido al Congreso Nacional la 

“enajenación” o la “aplicación de usos públicos” de los bienes nacionales 

y “arreglar su administración”, como por ejemplo la Constitución de 1906. 

Posteriormente se ha facultado al Congreso para “decretar” o “autorizar” 

la enajenación o hipoteca de los bienes del Estado. La Constitución de 

1946 dispuso que la venta de bienes muebles se debiera someter a lo 

dispuesto por la ley. La Constitución de 1967 dispuso que 

correspondiera al Senado autorizar “la enajenación o gravamen de los 

inmuebles”. La Constitución de 1979 suprime tales atribuciones del 

Congreso y otorga a la Contraloría competencia para “controlar los 

ingresos, gastos, inversión, utilización de recursos, administración y 

custodia de bienes públicos”, lo que se mantiene en la reforma y 

codificación vigente (Art. 211).” (Página 14) 

 

Es decir en 1964 se tiene la primera ley de contratación pública llamada Ley de 

Licitaciones, luego se crea una nueva en 1974 llamada Ley de Licitaciones y 

Concurso de Ofertas, después de dieciséis años evoluciona a la Ley de 

Compras Públicas expedida en el Registro Oficial 501 del 16 de agosto de 

1990 y su reglamento expedido en el Registro Oficial 673 del 29 de abril 1991, 

siendo una legislación más completa que las anteriores, pero aún confusa y 

con vacios. 

 

Posteriormente se crea la Ley de Contratación Pública, expedida en el Registro 

Oficial 272 del 22 de febrero de 2001, aún desactualizada para la época; por 

ejemplo en el artículo 17 de la derogada ley para la convocatoria de oferentes 

se tenía como medio de convocatoria a anuncios de prensa, publicados por 

tres días consecutivos, en dos periódicos de mayor circulación nacional, 

editados en dos ciudades diferentes; cuando ya se tenía internet y 

computadores de forma masiva en el Ecuador. 



 

 

 

Es por eso que, con en esa necesidad de llevar la contratación pública a una 

nueva era, se crea el primer sistema de contratación pública gestionado a 

través de una plataforma tecnológica llamada CONTRATANET, funcionó entre 

los años 2003 y 2008, siendo de uso no obligatorio para las entidades 

contratantes y proveedores. 

 

Pero en el en el mes de agosto del año 2008 bajo la Asamblea Nacional 

Constituyente se crea la Ley Orgánica del Sistema Nacional de Contratación 

Pública, publicada en el Registro Oficial Suplemento 395 de 04 de agosto de 

dicho año; entre las innovaciones más sobresalientes está la obligatoriedad de 

uso de esta ley y el uso del nuevo Portal de Compras Públicas, un portal digital 

para el manejo de todos los procesos de contratación pública de todas las 

entidades del sector público y otras en las que tenga dinero el Estado 

Ecuatoriano, detalladas en el artículo 1 de dicha ley.  

 

Aunque la ley vigente avanzó en cuanto a la simplificación de contratación, 

clarificación de procedimientos, montos, requisitos, claridad de normas e 

inclusión tecnológica a fin de evitar la corrupción,  lastimosamente no avanzó 

en el tema de las contrataciones mediante declaraciones de situaciones de 

emergencia, en este tema la ley actual de 2008 aborda de manera muy “tímida” 

este mecanismo de contratación, y es por eso que posiblemente ha existido un 

desmesurado uso y abuso del mismo. 

 

 

2.1. ESTADO DE EMERGENCIA Y ESTADO DE EXCEPCIÓN 

 

Dentro del campo de la contratación pública, a los términos de “emergencia” y 

“excepción” se les ha dado el mismo valor jurídico a nivel social, mezclando 

este de forma errónea este término inclusive con términos constitucionales, 

esto gracias a periodistas y personas con escaso conocimiento en derecho, es 



 

 

por eso que se ha considerado citar y definir a cada uno de estos, a fin de que 

no se los confunda. 

 

El libro de Derecho Constitucional de Susana Albense, quien cita al jurista 

Linares Quintana (2004, p. 320), sobre la emergencia dice:  

“Lel Estado ante circunstancias extraordinarias que perturben o 

amenacen el orden internacional o hasta la vida del Estado, como las 

que caracterizan una conmoción interior o la guerra, las autoridades 

deben hallarse investidas de los poderes adecuados para una eficaz 

defensa del orden constitucional, aun cuando ello se traduzca en un 

descaecimiento de las garantías de la libertad individualL”. 

 

La mencionada autora cita también a Bidart Campos, quien da una mejor 

apreciación de lo que encarna la emergencia y hasta la divide, se cita: 

 

“L las emergenciasL son situaciones anormales o casos críticos, que 

previsibles o no, resultan extraordinarios y excepcionales. Este carácter 

excepcional proviene, no tanto de la rareza o falta de frecuencia del 

fenómeno o episodio, cuanto de que, por más repetido que resulte, se lo 

considera patológico dentro del orden previsto por la Constitución. Por 

eso siempre se lo reputa peligroso, se procura frente o contra él la 

defensa de una seguridad jurídica, y se hace valor la doctrina del estado 

de necesidad”... “seguidamente, el autor distingue las emergencias como 

acontecimientos reales o fácticos que perturban el orden 

constitucional”�“así mismo agrupa las emergencias en tres categorías: 

a) la guerra; b) los desórdenes domésticos o internos, y c) la crisis 

económicaL”. 

 

La Real Academia de la Lengua define a la emergencia “Situación de peligro o 

desastre que requiere una acción inmediata”. El diccionario Océano Uno Color 

(1996, p. 565) sobre el mismo término en nuestro campo lo define como 



 

 

“Estado de sitio o excepción declarado por un gobierno en caso de necesidad y 

que limita los derechos individuales y colectivos”. 

El Diccionario Jurídico Elemental de Cabanellas (2008, p. 141), explica que 

proviene del anglicismo urgencia (urgency), y dice que en el correcto castellano 

esta palabra significa ocurrencia o accidente, pero que por el mal uso del 

idioma castellano en América Latina se le atribuyen como sinónimos las 

palabras urgencia, necesidad o excepción, todas estas para referirse a las 

disposiciones provisionales en casos apremiantes para precautelar el bien 

público y la seguridad en general. 

 

Ahora sobre la palabra excepción, la Real Academia define a esta palabra en 

nuestro campo  como “en ciertos países, situación semejante al estado de 

alarma.”, aclarando el mismo que el estado de alarma es la “situación 

oficialmente declarada de grave inquietud para el orden público, que implica la 

suspensión de garantías constitucionales”, muy similar a lo que la jurista 

Susana Albense definió en líneas anteriores sobre la emergencia.  

 

El diccionario Océano Uno Color,  define la palabra excepción en el campo del 

derecho como “cosa que se aparta de la regla; título, motivo jurídico que el 

demandado alega para hacer ineficaz la acción del demandante” (1996, p.658); 

mientras que el Diccionario Jurídico de Cabanellas, que es un diccionario más 

especializado, define en sentido general a esta palabra como exclusión de la 

regla, caso o cosa aparte o especial, o excepción como recurso en sentido 

procesal (2008, p.154). 

 

Con todos estos antecedentes, se puede decir que el término emergencia, 

aunque es ocupado en materia constitucional en otros países para la restricción 

de derechos o garantías en defensa del mismo Estado por diversas causales 

de orden mayor; en Ecuador el término emergencia equivale al “estado de 

excepción”, contenido en el artículo 164 de la Constitución. Y en cambio el 

término emergencia en la legislación ecuatoriana es ocupado para declarar con 

procedimiento abreviado contrataciones de bienes, obras o servicios en el 



 

 

sector público, de acuerdo al artículo 57 de la LOSNCP y la Resolución INCOP-

045-2010. 

 

Pero no deja de ser ajeno una comparación de legislaciones a nivel 

latinoamericano sobre este cambio de términos de emergencia y excepción en 

la Constitución de 2008 y la LOSNCP, ya que de acuerdo a investigación 

propia, se podría considerar que el sentido del cambio de términos en 

contratación pública sobre la palabra “emergencia”, y en el campo 

constitucional sobre el “estado de excepción” posiblemente sea una evolución 

normativa con autoría ecuatoriana a nivel regional, como se concluirá líneas 

más adelante.  

 

Por ejemplo en Argentina, en la Constitución actualmente vigente y promulgada 

en 1994, en el artículo 80, para decretar la suspensión de derechos y garantías 

por una situación oficialmente declarada de grave inquietud para el orden 

público se lo llama “decreto de necesidad y urgencia”; y para las contrataciones 

para bienes, obras o servicios con mecanismo abreviado, la Ley de Régimen 

de Contrataciones de la Administración Pública Nacional de la República de 

Argentina, dictada con Decreto Ejecutivo Nº 1023 del año 2002, en el artículo 

25, literal d, numeral 5, llama “contratación por mecanismo abreviado por 

urgencia o emergencia”. 

 

En  Colombia, en la Constitución actualmente vigente y promulgada en 1991, 

para decretar la suspensión de derechos y garantías por una situación 

oficialmente declarada de grave inquietud para el orden público se lo llama 

“estado de emergencia”; y para las contrataciones para bienes, obras o 

servicios con mecanismo abreviado, el Estatuto General de Contratación de la 

Administración Pública, dictado en 1980 y modificado en el 2006, en el artículo 

42, lo llama “urgencia manifiesta”. 

 

En  Perú, en la Constitución actualmente vigente y promulgada en 1993, para 

decretar la suspensión de derechos y garantías por una situación oficialmente 



 

 

declarada de grave inquietud para el orden público se lo llama “estado de 

emergencia”; y para las contrataciones para bienes, obras o servicios con 

mecanismo abreviado, la Ley de Contrataciones del Estado, dictada en 2008, 

en el artículo 23, lo llama “situación de emergencia”. 

 

En  Ecuador, en la Constitución actualmente vigente y promulgada en 2008, 

para decretar la suspensión de derechos y garantías por una situación 

oficialmente declarada de grave inquietud para el orden público se lo llama 

“estado de excepción”; y para las contrataciones para bienes, obras o servicios 

con mecanismo abreviado, la Ley Orgánica de Contratación Pública, dictada en 

2008, en el artículo 6, numeral 31, lo llama “situaciones de emergencia”. 

 

Es decir no existe una uniformidad en cuanto al uso de los términos de 

excepción y emergencia a nivel de legislación comparada, pero se puede 

evidenciar una alta tendencia al uso de la palabra emergencia tanto para la 

suspensión de derechos constitucionales como para las contrataciones de 

bienes, obras o servicios con mecanismo abreviado, lo cual se considera puede 

generar confusiones, y podría decirse que en Ecuador ha hecho bien el 

constituyente en diferenciar a la suspensión de derechos constitucionales como 

“estado de excepción”; y a las contrataciones de bienes, obras o servicios con 

mecanismo abreviado como “situaciones de emergencia”. 

 

 

2.2. EL ESTADO DE EXCEPCIÓN EN LA CONSTITUCIÓN Y LA 
DECLARACIÓN DE EMERGENCIA EN LA CONTRATACIÓN PÚBLICA. 
 

El artículo 164 de la Constitución faculta al Presidente de la República “decretar 

el estado de excepción en todo el territorio nacional o en parte de él en caso de 

agresión, conflicto armado internacional o interno, grave conmoción interna, 

calamidad pública o desastre natural”.  

 

Es importante citar esta norma ya que a menudo se la confunde con la 

declaración por emergencia en el sector público, si bien es cierto las causales 



 

 

de la constitución y las enumeradas en el artículo 6, numeral 31 de la LOSNCP 

son similares, su forma e implicaciones no lo son, ya que en el Decreto de 

Emergencia se estable que el Presidente tendrá las siguientes facultades o 

atribuciones: 

 

Constitución: 

 

“Art. 165. Durante el estado de excepción la Presidenta o Presidente de 

la República únicamente podrá suspender o limitar el ejercicio del 

derecho a la inviolabilidad de domicilio, inviolabilidad de 

correspondencia, libertad de tránsito, libertad de asociación y reunión, y 

libertad de información, en los términos que señala la Constitución. 

 

Declarado el estado de excepción, la Presidenta o Presidente de la 

República podrá: 

 

1. Decretar la recaudación anticipada de tributos. 

2. Utilizar los fondos públicos destinados a otros fines, excepto los 

correspondientes a salud y educación. 

3. Trasladar la sede del gobierno a cualquier lugar del territorio nacional. 

4. Disponer censura previa en la información de los medios de 

comunicación social con estricta relación a los motivos del estado de 

excepción y a la seguridad del Estado. 

5. Establecer como zona de seguridad todo o parte del territorio 

nacional. 

6. Disponer el empleo de las Fuerzas Armadas y de la Policía Nacional y 

llamar a servicio activo a toda la reserva o a una parte de ella, así como 

al personal de otras instituciones. 

7. Disponer el cierre o la habilitación de puertos, aeropuertos y pasos 

fronterizos. 



 

 

8. Disponer la movilización y las requisiciones que sean necesarias, y  

decretar la desmovilización nacional, cuando se restablezca la 

normalidad.” 

 

Como se pudo observar en el artículo 165, no se enumera en ninguno de los 

casos la facultad o procedimiento de contratar de forma directa.  

 

Un estado de excepción, de acuerdo al artículo 65 de nuestra Constitución, 

puede ser dictado exclusivamente por la Presidenta o el Presidente de la 

República mediante decreto ejecutivo. Cabe aclarar este tipo de declaración no 

contempla contrataciones en el sector público de obras, bienes o servicios.  

 

Para una contratación por situación de emergencia, de acuerdo al artículo 57 

de la Ley Orgánica del Sistema nacional de Contratación Pública, se la realiza 

mediante una resolución motivada por un ministro o la máxima autoridad de la 

entidad que está declarando la emergencia para contratar de forma abreviada 

obras, bienes o servicios incluidos los de consultoría.  

 

Todo esto nos lleva a claramente a destacar la diferencia que existe entre un 

estado de excepción y una contratación por situación de emergencia, en el 

primero que está reservado para el Presidente de la República; mientras que 

en el segundo, la máxima autoridad de cada institución puede hacerla de forma 

fundamentada pero exclusivamente para situaciones de contratación con 

mecanismos abreviados. 

 

Tal vez el error pudo haberse generado en el Ecuador a raíz de la anterior 

Constitución de 1998, en la cual en el artículo 180 de la misma, se facultaba al 

Presidente a decretar el estado de emergencia en todo el territorio nacional o 

parte de este, con casi las mismas particularidades y facultades que otorga al 

Presidente la Constitución de 2008 en el artículo 164, es decir posiblemente 

existe una confusión en la terminología. 

 



 

 

 

 

 

2.3. SOBRE LOS MECANISMOS DE CONTRATACIÓN PÚBLICA EN 
SITUACIONES NORMALES 
 

Dentro de la LOSNCP, se ha identificado que existen varias disposiciones 

aplicables a la creación de procesos de contratación pública, las formas de 

contratación y las etapas o fases:  

 

 

2.3.1. Disposiciones aplicables a los procedimientos de selección de los 

contratistas:  

• Inclusión en Plan Anual de Contrataciones - PAC. Todas las 

contrataciones detalladas en la LOSNCP, salvo las de emergencia e ínfima 

cuantía, deben constar en el PAC, inicial o reformado, aprobado mediante 

resolución administrativa de la máxima autoridad de la entidad contratante. 

 

• Estudios y diseño: Antes de iniciar un procedimiento precontractual, de 

acuerdo a la naturaleza de la contratación, se deberá contar con los 

estudios y diseños completos, definitivos y actualizados, planos y cálculos, 

especificaciones técnicas, etc., debidamente aprobados por las instancias 

correspondientes dentro de la entidad contratante. Existirá responsabilidad 

civil, penal y administrativa para las personas que realizaron estos 

estudios, es decir funcionarios, autoridades y consultores, de encontrarse 

perjuicio al Estado. 

 

• Certificación de fondos. Para todo tipo de contratación, la unidad 

financiera de la entidad contratante emitirá de forma previa una certificación 

de que existen los fondos públicos necesarios para la contratación de la 

obra, bien o servicio.  

 



 

 

• Pliegos: De acuerdo al artículo 6, numeral 24 de la LOSNCP, se entenderá 

que pliegos son los “Documentos precontractuales elaborados y aprobados 

para cada procedimiento, que se sujetarán a los modelos establecidos por 

el Instituto Nacional de Contratación Pública”, estos pliegos contendrán 

información técnica para suplir un bien, prestar un servicio o construir una 

obra; tiempo de ejecución del contrato, responsable de la contratación, 

obligaciones de la entidad contratante y el proveedor ganador, las 

garantías que se exigirán, la forma de adjudicación o cancelación del 

procedimiento, la administración del contrato, el modelo de contrato, entre 

otras, y será de uso obligatorio.  

 

• Especificaciones Técnicas ó Términos de Referencia 

Los Términos de Referencia o Especificaciones Técnicas, son el detalle 

minucioso de la necesidad de la entidad contratante que será plasmada en 

los pliegos, estas especificaciones o términos están compuestos de 

antecedentes, objetivos, alcance, metodología de trabajo a la entrega del 

bien o servicio, información o estudios que dispone la entidad sobre esa 

necesidad, los productos o servicios esperados, el plazo y forma de 

ejecución, el personal que va a involucrar y las formas o condiciones de 

pago.  

 

Todo esto detallado a profundidad en la resolución INCOP-054-2011, del 

Instituto Nacional de Contratación Pública, en donde también se hace 

diferenciación entre los Términos de Referencia y las Especificaciones 

Técnicas, de esta forma: 

 

• Términos de Referencia (TDR): Término usado para el detalle técnico 

de necesidad en servicios y consultoría, se sujetarán a los principios 

que rigen la contratación pública y se entenderá que son características 

fundamentales que deberán cumplir los servicios u obras requeridas. 

 



 

 

• Especificaciones Técnicas: Término usado para el detalle técnico de 

necesidad en bienes, se sujetarán a los principios que rigen la 

contratación pública, se entenderá que son las condiciones específicas 

bajo las cuales se contratará estos. 

 

• Adjudicación. La máxima autoridad de la Institución adjudicará el contrato, 

al oferente cuya propuesta represente el mejor costo o mejor oferta según 

los parámetros que se hayan fijado en las especificaciones técnicas o los 

términos de referencia. 

 

• Comisión Técnica: Es el equipo de profesionales que supervisará y 

evaluará la creación del proceso de contratación pública en su fase 

precontractual. La obligatoriedad de conformar una comisión técnica será 

de acuerdo al monto de la contratación y el procedimiento según sea obras, 

bienes o servicios, esto se encuentra en el artículo 18 del reglamento a la 

LOSNCP. Por ley la comisión técnica siempre estará conformada por un 

profesional designado por la máxima autoridad, quien la presidirá; el titular 

del área requirente o su delegado; y, un profesional afín al objeto de la 

contratación designado por la máxima autoridad o su delegado. 

 

 

2.3.2. FASES COMUNES A LOS PROCEDIMIENTOS DE CONTRATACIÓN 

PÚBLICA EN SITUACIONES NORMALES. 

 

En cuanto a las fases, diversos autores como Dromi y Pérez (Pérez, pp. 716-

721) nos dicen que existen dos fases en la contratación estatal, estas son la 

precontractual y la contractual.  

 

La LOSNCP, en su artículo 14 indica que existen tres fases dentro de la 

contratación pública, estas son la fase precontractual, la fase de ejecución del 

contrato y la fase de evaluación; cabe aclarar que el mencionado artículo 

sostiene esta división de fases para temas de control, lo cual para tema 



 

 

didáctico y práctico se cree es lo más adecuado y se acoge en este trabajo de 

titulación el criterio de dividir en tres fases o etapas un proceso de contratación 

pública: 

 

 

2.3.2.1. PRIMERA FASE: FASE PRECONTRACTUAL 

 

Empieza desde la creación de la necesidad de contratación, y culmina al 

momento de la firma del contrato de adjudicación entre el oferente ganador del 

concurso y la entidad contratante. José Dromi, citado en el libro Derecho 

Administrativo de Efraín Pérez (2008, p. 716) dice que esta etapa de “pre-

contrato” se caracteriza por el contacto que la entidad establece con los 

proveedores y potenciales interesados en participar en el proceso de 

contratación.  

 

Todo esto con el fin de crear un vínculo sin que exista una obligación 

contractual, pero si con ciertos compromisos mutuos, por ejemplo los oferentes 

que decidan participar están comprometidos en caso de ganar el concurso a 

cumplir con lo ofrecido, caso contrario la ley contempla la sanción de ser 

declarado contratista incumplido o adjudicatario fallido, durante el tiempo de 

cinco años y tres años, respectivamente, contados a partir de la notificación de 

la resolución de terminación unilateral del contrato o de la resolución con la que 

se declare adjudicatario fallido sin poder contratar con el Estado (artículo 19, 

LOSNCP), es decir no se contempla este compromiso en un contrato firmado, 

pero está señalado en la LOSNCP como obligación del oferente a cumplir con 

lo ofrecido para llegar a la fase contractual 

 

En esta fase se tendrá que verificar que la necesidad está incluida dentro del 

Plan Anual de Contratación Pública de la entidad contratante (artículo 22, 

LOSNCP), los estudios y diseños que sustentan esa necesidad (artículo 23, 

LOSNCP), la disponibilidad presupuestaria para la contratación (artículo 24, 

LOSNCP).  



 

 

 

Luego de verificados esos requisitos, se procederá a la creación de pliegos 

según la modalidad escogida y la realización del proceso de contratación 

pública dentro del Portal de Compras Públicas de forma obligatoria (artículo 21, 

LOSNCP), de acuerdo a los formatos obligatorios establecidos en la página 

web del Instituto Nacional de Contratación Pública, y las especificaciones 

técnicas o términos de referencia diseñados conforme a la resolución INCOP-

054-2011. 

 

 

2.3.2.2. SEGUNDA FASE: FASE DE EJECUCIÓN 

 

Empieza desde la firma del contrato entre el oferente ganador del concurso y la 

entidad contratante, hasta el acta de entrega y recepción a conformidad de la 

entidad contratante sobre la obra, bien o servicio contratado. En esta fase se 

crea propiamente el vínculo contractual y obligatorio entre la entidad 

contratante y el adjudicatario. 

 

En esta etapa también se designará a uno o varios administradores del 

contrato y fiscalizadores, con el fin de velar el cumplimiento de las obligaciones 

adquiridas por el proveedor de la obra, bien o servicio; estos tendrán la 

obligación de presentar informes a la máxima autoridad sobre la recepción de 

lo ofertado a satisfacción de la entidad contratante, el cumplimiento del contrato 

o el incumplimiento del mismo, inclusive para liquidar posibles haberes 

pendientes. 

 

 

2.3.2.3. TERCERA FASE: FASE DE EVALUACIÓN 

 

Esta última fase se denomina la de evaluación del contrato, se genera después 

de haber finiquitado la relación contractual principal con el acta de entrega y 

recepción a conformidad de la entidad contratante. El administrador del 



 

 

contrato verificará el cumplimiento de garantías y todo lo ofrecido por el 

oferente, en el caso de obras y bienes por el tiempo que se haya determinado 

en el contrato, además se tendrá obligación de publicar todo lo actuado en las 

etapas anteriores en el Portal de Compras Públicas en tiempo simultáneo a las 

contrataciones. 

 

Ejemplo reciente y de conocimiento público sobre el control y evaluación de los 

contratos después de la etapa contractual son, el caso de los nuevos uniformes 

de la Policía Nacional, aquí dado el evidente deterioro de forma acelerada de 

los uniformes, dicha entidad procedió a la auditoría de la calidad de los 

uniformes y ejecución de garantías contra el oferente que proveyó los 

uniformes. 

 

Otro caso importante es el de los chalecos para todos los conductores de 

motocicletas en Ecuador, estos chalecos adquiridos por la Agencia Nacional de 

Tránsito, tuvieron un deterioro sumamente acelerado, por lo que en este caso 

la Contraloría investigó, validó los hechos y determinó responsabilidades y 

posibles perjuicios al Estado (Diario El Universo. (2012). EICA sin 

responsabilidad en el caso chalecos según informe, recuperado el 15 de 

febrero de 2013 de http://www.eluniverso.com/2012/06/03/1/1355/eica-sin-

responsabilidad-caso-chalecos-segun-informe.html). 

 

 

2.3.3. FORMAS DE CONTRATACIÓN DE ACUERDO AL TIPO DE BIEN, 
OBRA O SERVICIO. 
 

La LOSNCP, de acuerdo al artículo uno, divide a las contrataciones en 

adquisición o arrendamiento de bienes, ejecución de obras y prestación de 

servicios.  

 

 



 

 

2.3.3.1. BIENES Y SERVICIOS: 

 

NORMALIZADOS 

 

Dentro de la adquisición de bienes y servicios, se establece una diferencia 

entre los que son normalizados y los no normalizados. Los bienes y servicios 

normalizados son aquellos cuyas especificaciones técnicas se hallen 

“homologados y catalogados” (LOSNCP, Art. 6, numeral 2), es decir aquellos 

que dentro de sus especificaciones técnicas puedan ser similares en un 

segmento entre varios oferentes, sin importar el proveedor del bien o la marca 

que se oferte. Un ejemplo de esto es la adquisición de computadores, existen 

diversas marcas en el mercado, pero todas las marcas tienen características en 

común (tipo de procesador, capacidad de memoria RAM, capacidad de disco 

duro, etc.), que les hace ser similares y por consiguiente homologadas y  

normalizadas. 

 

Dentro de los bienes y servicios normalizados, al ser homologados, usualmente 

se encuentran catalogados según el tipo de bien o servicio dentro de la página 

del INCOP, para contratación directa, como resultante de haber firmado 

convenios marco entre el Estado y proveedores, para obtener de forma directa 

mejores precios en bienes y servicios.  

 

En la práctica consiste en tener dentro de la página web del portal de compras 

públicas una oferta de bienes o servicios normalizados, pudiendo la entidad 

contratante adquirir (previo cumplimiento de formalidades la LOSNCP) a modo 

de página de compras virtuales (como EBay, Mercado Libre, etc.) las cosas 

que la entidad contratante necesite al mejor precio, adjudicando 

inmediatamente la compra y el proveedor entregando lo requerido según los 

tiempos convenidos en el convenio marco. 

 

Para la adquisición de bienes y servicios normalizados, la LOSNCP plantea los 

siguientes mecanismos de contratación, predominando el de catálogo 



 

 

electrónico, con un monto de adquisición sin límites, de no existir el producto o 

servicio normalizado en el catálogo electrónico se tiene que ocupar otros 

mecanismos, para facilidad los resumimos así: 

 

TABLA 

Tabla 1. Comparación de montos y procesos en bienes y servicios normalizados 

 

OBJETO DE 
CONTRATACIÓN 

PROCEDIMIENTO MONTO LÍMITE 

 
 
 

BIENES Y SERVICIOS 
NORMALIZADOS 

Catálogo Electrónico Sin límites de montos de 

contratación 

Ínfima Cuantía 

(Si el producto no se 

encuentra en Catálogo) 

Menor o igual a 0,0000002* 

Ej. Año 2013: Menor o igual 

$5.221,85 

Subasta Inversa 

Electrónica 

Mayor a 0,0000002* 

Ej. Año 2013: Mayor a $5.221,85 

Nota: Para obtener el monto de contratación según cada procedimiento, se multiplicará el coeficiente en los montos de 

contratación por el valor del presupuesto general del Estado. 

 

NO NORMALIZADOS 

 

Los bienes y servicios no normalizados son considerados aquellos que son 

únicos en el mercado y que no es posible homologarlos con otros. Un ejemplo 

de esto es un software creado por una persona o empresa, que es único en el 

mercado y que solo esa persona o empresa provee a una entidad pública con 

su servicio. Otro caso es el de las consultorías, ya que son hechas a la medida 

de la entidad contratante y dictada o realizada por diversos profesionales; y, 

aunque en los temas a tratar pueda ser homologada, es criterio de la LOSNCP 

(Art 6, numeral 8) el decir que es no normalizada.  

 

Para la adquisición de bienes y servicios no normalizados la LOSNCP plantea 

los siguientes mecanismos: 

 

 

 



 

 

TABLA 

Tabla 2. Comparación de montos y procesos en bienes y servicios no normalizados 

OBJETO DE 
CONTRATACIÓN 

PROCEDIMIENTO MONTO LÍMITE 

 
 
 
 

 
 
 
 

BIENES Y SERVICIOS 
NO NORMALIZADOS 

Menor Cuantía 

(Si no es posible aplicar 

procedimientos 

dinámicos) 

Menor o igual a 0,000002* 

Ej. Año 2013: Menor o igual a: 

$52.218,54 

Cotización 

(Si no es posible aplicar 

procedimientos 

dinámicos) 

Entre 0,000002* y 0,000015* 

Ej. Año 2013: Entre $52.218,54 y 

$391.639,05 

 Licitación 

(Si no es posible aplicar 

procedimientos 

dinámicos) 

Mayor o igual a 0,000015* 

Ej. Año 2013: Mayor o igual 

$391.639,05 

Nota: Para obtener el monto de contratación según cada procedimiento, se multiplicará el coeficiente en los montos de 

contratación por el valor del presupuesto general del Estado. 

 

 

2.3.3.2. EJECUCIÓN DE OBRAS: 

 

La ejecución de obras comprende la construcción de toda obra de orden civil, 

por ejemplo construcciones de carreteras, edificios, acabados de propiedad 

pública, remodelaciones, etc. Para esto la LOSNCP plantea los siguientes 

mecanismos de contratación: 

 

TABLA 

Tabla 3. Comparación de montos y procesos en obras 

OBJETO DE 
CONTRATACIÓN 

PROCEDIMIENTO MONTO LÍMITE 

 

 

 

 

 

Menor Cuantía 

(Si no es posible aplicar 

procedimientos 

dinámicos) 

Menor o igual a 0,000007* 

Ej. Año 2013: Menor o igual a 

$182.764,89 

Cotización 

(Si no es posible aplicar 

procedimientos 

Entre0,000007* y 0,00003* 

Ej. Año 2013: Entre $182.764,89 y 

$783.278,11 



 

 

OBRAS dinámicos) 

Licitación 

(Si no es posible aplicar 

procedimientos 

dinámicos) 

Mayor  a 0,00003* 

Ej. Año 2013: Mayor a $783.278,11 

Contratación Integral 

por Precio Fijo 

Mayor a 0,1%* 

Ej. Año 2013: Mayor a 

$26’109.270,28 

Nota: Para obtener el monto de contratación según cada procedimiento, se multiplicará el coeficiente en los montos de 

contratación por el valor del presupuesto general del Estado. 

 

 

2.3.3.3. CONSULTORÍA: 

 

La consultoría, de acuerdo al artículo seis, numeral ocho de la LOSNCP, es 

definida como: la prestación de servicios profesionales especializados no 

normalizados, que tengan por objeto identificar, auditar, planificar, elaborar o 

evaluar estudios y proyectos de desarrollo, en sus niveles de pre factibilidad, 

factibilidad, diseño u operación. Comprende, además, la supervisión, 

fiscalización, auditoría y evaluación de proyectos ex ante y ex post, el 

desarrollo de software o programas informáticos, así como los servicios de 

asesoría y asistencia técnica, consultoría legal; que no constituya parte del 

régimen especial indicado en el número 4 del artículo 2; elaboración de 

estudios económicos, financieros, de organización, administración, auditoría e 

investigación. 

 

Para la contratación de los servicios de consultoría, la LOSNCP plantea los 

siguientes mecanismos:  

TABLA 

Tabla 4. Comparación de montos y procesos en consultoría 

OBJETO DE 
CONTRATACIÓN 

PROCEDIMIENTO MONTO LÍMITE 

 

 

 

Contratación Directa Menor o igual0,000002* 

Ej. Año 2013: Menor o igual a: 

$52.218,54 

 



 

 

 

CONSULTORÍA 

Lista Corta Entre 0,000002* y 0,000015* 

Ej. Año 2013: Entre $52.218,54 y 

$391.639,05 

Concurso Público Mayor o igual a 0,000015* 

Ej. Año 2013: Mayor o igual 

$391.639,05 

Nota: Para obtener el monto de contratación según cada procedimiento, se multiplicará el coeficiente en los montos de 

contratación por el valor del presupuesto general del Estado. 

 

2.3.3.4. Contrataciones por Régimen Especial 

 

Un tipo de contratación que la LOSNCP nombra como especial; por su forma 

de realizarse; es la contratación por régimen especial, esta se encuentra 

detallada en el artículo dos de la LOSNCP, y en el capítulo séptimo del 

reglamento a la LOSNCP, este mecanismo de contratación se caracteriza por 

no tener montos de contratación máximos o mínimos, de tener un único 

proveedor sugerido para la contratación, y ser responsable de firmar la 

adjudicación y el contrato la máxima autoridad de la entidad contratante, sin 

posibilidad de delegar esta función.  

 

Las áreas a las que aplica este tipo de contratación se encuentran en el artículo 

dos de la LOSNCP, entre las cuales están las concernientes a la seguridad 

nacional, a la contratación de asesoría jurídica de patrocinio del gobierno 

nacional o de las entidades contratantes, transporte de correo internacional e 

interno, las actividades de comunicación social, entre otras. 

 

 

2.4. SOBRE EL MECANISMO DE CONTRATACIÓN PÚBLICA EN 
SITUACIONES DE EMERGENCIA 
 

Este mecanismo es totalmente diferente y único a todos los demás 

establecidos en la Ley Orgánica del Sistema Nacional de Contratación Pública, 

José Dromi citado en el libro Derecho Administrativo de Efraín Pérez (2008, p. 

724), define a la contratación en situación de emergencia o contratación directa 



 

 

como el “procedimiento por el cual el Estado elige directamente al contratista 

sin concurrencia, puja u oposición de oferentes”.  

 

Para que esta proceda, en el Ecuador tienen que cumplirse las condiciones 

establecidas en el artículo 6, numeral 31 de la Ley Orgánica del Sistema 

Nacional de Contratación Pública (explicadas ya en el capítulo primero de este 

trabajo de titulación), estas situaciones que deben suceder al momento de 

querer contratar por emergencia bienes o servicios incluidos los de consultoría, 

citando textualmente son “aquellas generadas por acontecimientos graves tales 

como:accidentes, terremotos, inundaciones, sequías, grave conmoción interna, 

inminente agresión externa, guerra internacional, catástrofes naturales, y otras 

que provengan de fuerza mayor o caso fortuito, a nivel nacional, sectorial o 

institucional.”;es decir que, siguiendo la redacción de tiempo gramatical en la 

norma mencionada, la situación debe generarse previamente a la contratación. 

 

Así mismo las condiciones para que se pueda considerar como emergente una 

situación, citando textualmente son: “concreta, inmediata, imprevista, probada y 

objetiva.”, igual contenidas en el artículo 6, numeral 31 de la LOSNCP.  

 

De verificarse estas condiciones en una de las situaciones que se enumeraron 

en los párrafos anteriores, la máxima autoridad de la institución del sector 

público que se encuentre en alguna de ellas deberá emitir una resolución 

motivada que declara la emergencia, de acuerdo con los artículos 57 y 6 #31 

de la LOSNCP, y el artículo 288 de la Constitución, donde claramente se 

justificará la contratación por esta vía enumerando los motivos reales y legales.  

 

Será obligatorio publicar en el Portal de Compras Públicas la resolución de 

contratación por emergencia y posteriormente el contrato con el oferente que 

se haya escogido, siendo este el primer paso del proceso de contratación en 

situación de emergencia. 

 



 

 

Posterior a esta declaración y la publicidad de la misma a través de la 

publicación en el Portal de Compras Públicas, la entidad procede a través de la 

máxima autoridad o sus delegados a contratar a proveedores nacionales 

calificados en el Instituto Nacional de Compras Públicas con su respectivo 

Registro Único de Proveedores (RUP). En el caso de proveedores de origen 

extranjero sin requisitos previos de domiciliación (RUP) ni de presentación de 

garantías, pero que serán necesarios al formalizar el contrato. 

 

Para la forma de elección de los proveedores que ayudarán a subsanar la 

emergencia generada no existe reglas claras, es así que ni la LOSNCP define 

el procedimiento para elegir las ofertas y proveedores en situaciones de 

emergencia, ni el Reglamento, y tampoco una resolución que emitió el INCOP 

signada con número 045-2010, de 09 de Julio de 2010, ya que se limita a dar 

instrucciones de la forma de publicar una emergencia a través del Portal de 

Compras Públicas, y a señalar las mismas condiciones de las situaciones de 

emergencias contenidas en artículo 6, numeral 31 de la LOSNCP. 

 

Al no existir reglas claras del procedimiento para la elección de los proveedores 

y sus ofertas, se tiene un vacío legal bastante grande, dejando al funcionario 

delegado o la máxima autoridad a su buen criterio y libre discrecionalidad la 

elección del proveedor o proveedores que se contratarán para superar la 

emergencia. Si bien existe un reglamento para el control de la discrecionalidad, 

este solo rige para las instituciones del poder ejecutivo y es bastante pobre en 

su contenido. 

 

La LOSNCP dispone en su artículo cuarto que toda contratación que se genere 

por esta ley o derivada de esta ley estará a los principios de legalidad, trato 

justo, igualdad, calidad, vigencia tecnológica, oportunidad, concurrencia, 

transparencia, publicidad; y, participación nacional: Pero estos principios en la 

práctica pueden verse seriamente comprometidos o inclusive ignorados, dado 

el pretexto de la emergencia, la urgencia del caso que puede ser real o no en la 

práctica, y sobre todo la discrecionalidad del funcionario que elige a los 



 

 

proveedores, pudiendo existir muchas veces sobre precios en estas 

contrataciones sin que sea fácil demostrarlo. 

 

Además, aunque la LOSNCP en el artículo 57 imponga como obligación la 

publicación en el Portal de Compras Públicas de todo lo actuado por la entidad 

una vez superada la emergencia, ni la misma LOSNCP, ni su reglamento y 

tampoco la resolución 045-2010 del INCOP que regula las contrataciones en 

situaciones de emergencia imponen una sanción a los responsables o la 

máxima autoridad por la no publicación, lo que limita seriamente el control 

ciudadano y de las entidades de control, como es el caso de la Contraloría que 

tiene que pedir información sobre las contrataciones en situaciones de 

emergencia, enterarse a cuenta gotas de lo que ha pasado, y si puede, 

sancionar a alguien en caso de corrupción; pese a que existe la obligación de 

remitir toda la información pertinente cuando Contraloría lo solicite. Es por eso 

que en casos donde haya existido corrupción, muchas veces es muy difícil 

demostrarla por la falta de información de los procesos de contratación pública, 

cuestión que la abordaremos más a profundidad el capítulo cuarto de este 

trabajo de titulación. 

 

Regresando al tema, luego de la selección de proveedores a discreción de la 

máxima autoridad o de los funcionarios delegados para ello, se los convoca y 

se les adjudica la obra, bien o servicio incluido el de consultoría. En el 

mecanismo de contratación por emergencia no hay restricciones legales por los 

montos de contratación, a diferencia de los mecanismos de contratación 

normales, ya que el interés es subsanar la situación de emergencia generada. 

 

Es decir para contratar en una situación de emergencia los pasos podemos 

sintetizarlos así: 

1. Se genera la situación de emergencia. 

 

2. La máxima autoridad o el delegado encargado emite una resolución 

motivada que declare la emergencia para justificar la contratación. 



 

 

 

3. Se publica la resolución en el Portal de Compras Públicas con la fecha de 

inicio para fines de control. 

 

4. Se crean los pliegos propios para la situación de emergencia. 

 
5. Se llama a un proveedor o varios proveedores para que oferten sus obras, 

bienes o servicios de forma inmediata para subsanar la emergencia. 

 
6. La entidad selecciona y procede a contratar al proveedor o proveedores de 

acuerdo a la discrecionalidad del funcionario encargado o la máxima 

autoridad de la entidad. Aunque la ley permite discrecionalidad en la 

selección y contratación de proveedores, los funcionarios públicos no 

deben caer en arbitrariedad e irrespeto a los principios de la contratación 

pública. 

 

7. Se realiza el contrato por emergencia y la ejecución del mismo de forma 

inmediata. En cuanto a las garantías, la LOSNCP en su capítulo tercero 

establece que será obligatoria la presentación de garantías técnicas y 

económicas. 

 

8. Una vez superada la emergencia y para finalizar el proceso de contratación 

pública, se tendrá que hacer un informe administrativo y publicarlo en el 

Portal de Compras Públicas, que de acuerdo a la Resolución 045-2010 del 

INCOP, contendrá: 

 

a. Número y fecha de la resolución que declaró la emergencia; 

b. Número de contratos efectuados para superar la emergencia; 

c. Objeto de cada contrato efectuado; 

d. Identificación del o los contratistas con su respectivo número de RUC; 

e. Plazo de duración de la emergencia; 



 

 

f. Valor de cada contrato, incluyéndose reajustes, contratos 

complementarios o cualquier otra situación que permita cuantificar con 

exactitud el valor invertido en la emergencia; 

g. Resultados de la contratación con indicación de bienes adquiridos, 

servicios prestados, productos de consultoría u obras construidas, 

según sea el caso, con referencia al cumplimiento de sus respectivas 

obligaciones; e, 

h. Indicación clara de las situaciones de hecho que se lograron corregir o 

superar con los resultados de la contratación. 

 

 

2.5. COMPARACIÓN ENTRE EL MECANISMO NORMAL DE 
CONTRATACIÓN PÚBLICA Y EL MECANISMO POR EMERGENCIA. 
 

Las diferencias que podemos encontrar entre los dos mecanismos están: 

 

• En un mecanismo normal de contratación pública se aplican los 

procedimientos previstos en la LOSNCP y su reglamento cuando nacen por 

necesidades institucionales generadas para la buena marcha y servicio de 

las mismas, son programadas, no son urgentes pero si necesarias para su 

funcionamiento y el servicio a la colectividad o al mismo Estado; en cambio 

el mecanismo de la contratación por emergencia se aplica siempre y 

cuando haya sido generado por situaciones como accidentes, terremotos, 

inundaciones, sequías, grave conmoción interna, inminente agresión 

externa, guerra internacional, catástrofes naturales, y otras que provengan 

de fuerza mayor o caso fortuito, a nivel nacional, sectorial o institucional. Y 

además como condición para la validez de esas situaciones estas tendrán 

que ser concretas, inmediatas, imprevistas, probadas y objetivas. 

 

• En un mecanismo normal de contratación pública, se agenda la necesidad 

de la institución siempre y por ley para el próximo año fiscal en el PAC, a 

fin de contar con los presupuestos económicos y estudios necesarios; en 



 

 

una contratación por situación de emergencia, al generarse por causas 

insospechadas y reales, no existe tiempo de prever el requerimiento, por lo 

que se solicita disponibilidad de fondos inmediata. 

 

• En un mecanismo normal de contratación pública, el proceso se lo hace a 

través del Portal de Compras Públicas, con la publicidad de los pliegos y 

las condiciones para que los oferentes en un plazo prudencial revisen, 

luego oferten, y se haga un concurso sobre la necesidad de la entidad; en 

una contratación por situación de emergencia el proceso se acorta en 

cuanto a tiempos y la entidad escoge con quien desea trabajar sin 

convocar al resto y sin hacer públicos los pliegos. 

 

• En un mecanismo normal de contratación pública, todo el proceso de 

contratación es llevado en el Portal de Compras Públicas, tanto tiempos, 

documentos y proveedores participantes; en el caso de una contratación 

por situación de emergencia, el proceso de contratación es llevado 

principalmente en físico por las personas encargadas de la entidad o la 

máxima autoridad. El Portal de Compras Públicas se lo ocupa para fines 

informativos al inicio del proceso y al final del proceso con un resumen de 

lo realizado. 

 

• En un mecanismo normal de contratación pública, los proveedores 

calificados dentro de ciertas áreas específicas de obras, bienes o servicios, 

son invitados a los procesos de contratación, escogiendo estos el participar 

o no en los procesos a los que han sido invitados, y teniendo acceso a toda 

la información de cada proceso; en un mecanismo de contratación por 

emergencia no se invita a los proveedores calificados dentro de ciertas 

áreas específicas de obras, bienes o servicios, sino a quien los funcionarios 

o la máxima autoridad de la entidad escoge, y solo estos son los que 

tendrán acceso a la información de los pliegos y condiciones, limitando el 

derecho a la libre competencia y acceso a la información pública. 

 



 

 

• En un mecanismo normal de contratación pública existen diversas etapas 

de participación de los proveedores, hasta llegar a adjudicar a un ganador 

dentro del proceso; en un mecanismo de contratación por emergencia la 

adjudicación es inmediata, sin llevar a cabo este proceso, y se lo hará a 

través de una resolución motivada por la máxima autoridad de la entidad 

contratante. La diferencia principal en este punto es un mayor tiempo que 

lleva adjudicar a un proveedor en una contratación normal, y el menor 

tiempo en el que se adjudica a través del mecanismo de emergencia. 

 

• En un mecanismo normal de contratación pública se tiene claridad de 

procedimiento para escoger a proveedores, la forma de llevar los procesos, 

las sanciones y responsabilidades; en el caso de la contratación por 

emergencia, al parecer el Constituyente, olvidó especificar o aclarar el 

panorama del procedimiento para escoger a los proveedores, y las 

sanciones y responsabilidades en caso de no hacer pública la información 

en el Portal de Compras Públicas de este tipo de contrataciones, como si lo 

hizo con las otras de índole normal, esto no se aclaró ni con el reglamento 

ni con la resolución que emitió el INCOP. 

 

 

2.6. REFLEXIÓN SOBRE EL USO DEL MECANISMO DE EMERGENCIA EN 
LA CONTRATACIÓN PÚBLICA 
 

Al revisar el artículo seis de la LOSNCP, numeral treinta y uno, se puede 

evidenciar que las situaciones de emergencia son generadas por 

acontecimientos graves tales como accidentes, terremotos, inundaciones, 

sequías, grave conmoción interna, inminente agresión externa, guerra 

internacional, catástrofes naturales, y otras que provengan de fuerza mayor o 

caso fortuito, es decir que sean imprevistas.  

 

Además de acuerdo al mencionado artículo seis, una situación de emergencia 

es concreta, inmediata, imprevista, probada y objetiva. Es decir no se puede 



 

 

ocupar en casos de “prevención” de futuras emergencias, o cuando estas sean 

fruto de falta de planificación de los funcionarios públicos, la situación de 

emergencia debe ser real  al momento de declararla. 

 

La contratación mediante el mecanismo de emergencia debe entenderse como 

de uso excepcional, en base a las causales claramente determinadas en la ley, 

sin abusar de los posibles vacíos legales y ambigüedades que pueda generar 

por una falta de legislación más directa, entendiéndose a este mecanismo 

como último recurso para contratar de forma abreviada en materia de 

contratación pública. 

  



 

 

CAPITULO 3 

ANÁLISIS DE DECLARACIONES DE EMERGENCIA DE ACUERDO A 

EXÁMENES REALIZADOS POR LA CONTRALORÍA GENERAL DEL 

ESTADO Y LA DECLARACIÓN EN EMERGENCIA DE LA FUNCIÓN 

JUDICIAL. 

 

Hablar de contratación pública es hablar de dinero e intereses en juego tanto 

para oferentes o proveedores, como también para ciertos funcionarios públicos, 

y más aún si estos procesos son por emergencia.  

 

Ecuador y varios países latino americanos firmaron en la década de los 

noventa la Convención Interamericana contra la corrupción. En el caso de 

nuestro país éste la firmó el 29 de marzo de 1996 y la ratificó el 26 de mayo de 

1997, en el periodo de tiempo comprendido entre el gobierno del presidente 

Abdalá Bucaram y el gobierno del presidente interino Fabián Alarcón. Este 

tratado se origina a raíz de la necesidad de evitar las prácticas frecuentes de 

corrupción a nivel mundial, la ruptura de la honestidad en las instituciones 

públicas y el enriquecimiento ilícito de toda persona, a más de la cooperación 

intergubernamental para erradicar la corrupción y evadir la impunidad de esos 

delitos. 

 

Dentro de esta convención, el artículo tercero, numeral quinto, establece que 

se tendrán que implementar sistemas para la contratación de bienes y servicios 

por parte del Estado que aseguren publicidad, equidad y eficiencia. El Ecuador, 

mediante decreto ejecutivo No.122 del 19 de Febrero de 2003, ordena la 

implementación de un primer sistema informático llamado Contratanet, pero 

con una ley de contratación pública de 2001 un tanto desactualizada, y con un 

sistema informático bastante deficiente en cuanto al tema de control y 

transparencia, no es sino hasta el año 2008 que evoluciona el sistema de 

contratación pública con la creación de la LOSNCP. 

 



 

 

Casi de forma inmediata se crea el Instituto Nacional de Compras Públicas y su 

portal digital de Compras Públicas, donde todas las entidades del sector 

público empezaron a adquirir bienes y servicios incluidos los de consultoría, 

enmarcados en los principios de la convención anticorrupción, la constitución 

ecuatoriana y la nueva ley de contratación pública.  

 

Pero no fue necesario esperar mucho tiempo para que los primeros escándalos 

de posible corrupción recorran los titulares de prensa, al constituyente se le 

olvidó el arreglar un problema de la anterior ley, la contratación pública por 

situaciones de emergencia, que la definió, no tomó en cuenta el procedimiento 

de elección para los oferentes, no impuso sanciones en caso de no publicación 

de la información de forma expresa, se cree también que el constituyente 

cometió un grave error al eliminar la facultad de control previo a declarar una 

emergencia por parte de la Contraloría General del Estado. 

 

Es por eso que desde una perspectiva académica se analizarán algunos casos 

que están en investigación gracias a la Contraloría General del Estado, a más 

de un breve análisis de la declaración de emergencia de la Función Judicial. 

 

 

3.1. Primera Parte: Sobre los casos de Contraloría. 
 

El quince de enero de dos mil once el Director de Auditoría de Proyectos y 

Ambiental de la Contraloría General del Estado, el Ingeniero Paúl Noboa León, 

ofició al Director Ejecutivo del INCOP, un oficio con referencia a un informe 

elaborado por la Contraloría General del Estado como examen especial de las 

contrataciones en situaciones de emergencia de todas las entidades del sector 

público, en el periodo comprendido entre el 4 de agosto de 2008 y el 15 de 

noviembre de 2009, de acuerdo a orden de trabajo N0. 02329-DIAPA de 8 de 

febrero de 2010. 

 



 

 

Este examen se lo realizó basado en una muestra de 248 resoluciones 

pertenecientes a 97 entidades, comprendido entre el 4 de agosto de 2008 y el 

15 de noviembre de 2009, de las cuales se observaron 97 resoluciones 

pertenecientes a 62 entidades públicas, que equivale al 58.79% de ese 

universo, es decir un porcentaje menor al 50% son las resoluciones de 

emergencia que realmente se consideran bien fundamentadas y reales al 

momento de declarar la emergencia, por parte de la Contraloría, dentro del 

periodo de tiempo mencionado.  

 

Se citará dos casos en los que es evidente el mal entendimiento de las 

declaraciones de emergencia. 

 

Es importante aclarar que estos casos, hasta la fecha de publicación de este 

trabajo de titulación, aún se encuentran en investigación de la Contraloría 

General del Estado, esta investigación simplemente se limita a analizar de 

forma teórica las declaraciones de emergencia de diversas entidades del sector 

público. 

 

3.1.1. CASO 1 

Declaración de Emergencia para reparación y mantenimiento de las 

centrales de aire acondicionado del Banco Ecuatoriano de la Vivienda 

(BEV) en la ciudad de Guayaquil 

 

Resolución No. 34-2009-BEV (tanto declaración de emergencia como informe 

de Contraloría están en anexos) 

 

Se cita el Informe: 

 

“Mediante resolución No. GG-34-2009-BEV de 22 de junio de 2009, 

publicada en el portal www.Compras Públicas.gov.ec el 20 de julio de 

2009, la Gerente General (e) del Banco Ecuatoriano de la Vivienda, 

BEV, declaró la emergencia “�la contratación de REPARACIÓN Y 



 

 

MANTENIMIENTO DE LAS CENTRALES DE AIRE ACONDICIONADO, 

de la REGIONAL DEL BEV en Guayaquil, por lo que se AUTORIZA la 

contratación directa para su reparación inmediata�”. 

 

Entre los considerandos de la citada resolución, se hizo referencia a que 

el día 29 de mayo de 2009, en el edificio de la regional del Banco 

Ecuatoriano de la Vivienda  de la ciudad de Guayaquil, se presentó un 

daño en las centrales de aire acondicionado, producto de lo cual, varias 

de las áreas de las oficinas y atención al cliente quedaron desprovistas 

de una adecuada climatización.”  

 

Análisis: 

 

De esta situación descrita, se puede observar que el daño producido en las 

centrales de aire acondicionado del BEV en la ciudad de Guayaquil, no se 

puede considerar una situación de emergencia ya que no se enmarca dentro 

del artículo 6, numeral 31 de la LOSNCP donde se especifican claramente las 

causales de una situación de emergencia que deberán ser generadas por 

accidentes, terremotos, inundaciones, sequías, grave conmoción interna, 

inminente agresión externa, guerra internacional, catástrofes naturales, y otras 

que provengan de fuerza mayor o caso fortuito, a nivel nacional, sectorial o 

institucional. 

 

Lo que se puede apreciar es una falta de prevención en cuanto al 

mantenimiento de los equipos de aire acondicionado por parte de la 

administración y los directivos del banco, inclusive en el informe de Contraloría 

van más allá al responsabilizar a los funcionarios encargados de esto al 

contravenir las Normas de Control Interno para el Sector Público (110-13 y 250-

11) vigentes al 22 de junio de 2009, donde se especifica que se tienen que 

realizar y adoptar todas las medidas necesarias y oportunas para el 

mantenimiento preventivo de los equipos y alargar lo más posible su vida útil. 

 



 

 

De ahí que se considera, acorde al informe de Contraloría, que la resolución de 

declaración de emergencia está mal fundamentada ya que no se determinan 

las causas de falla de estos equipos como para ser enmarcadas dentro de una 

situación de emergencia, se presume que falló la continuidad de los 

mantenimientos preventivos de los equipos, y por consiguiente el origen mismo 

de la declaración es incorrecto, ya que no se enmarcó dentro de los requisitos 

para declarar una situación de emergencia en esta entidad; y que tiempo atrás 

esta situación tuvo que haber sido prevista por los encargados y agendar el 

costo de los mantenimientos al PAC de la entidad, a fin de contar con ese 

servicio de forma programada y no evadir procedimientos de contratación. 

 

Como resalta la Contraloría, dada la declaración de los funcionarios, también 

se desprende que recién en ese momento se contrataba el plan de 

mantenimientos para los equipos de aire acondicionado, lo que quiere decir 

que no existía nada de esto antes de la declaración de emergencia, 

contraviniendo a las Normas de Control Interno para el Sector Público 

anteriormente citadas, y además incumpliendo las causales que determina el 

artículo 6, numeral 31 de la LOSNCP, al no ser una situación imprevista y 

objetiva.  

 

3.1.2. CASO 2 

Declaración de Emergencia para la contratación de la compra de 2500 

medidores de agua por parte de la Empresa de Agua Potable y 

Alcantarillado, EAPA San Mateo Esmeraldas 

 

Resolución No. 002-2009-EAPA (se dispone del informe de Contraloría más no 

de la resolución de emergencia dado que no está disponible en el Portal de 

Compras Públicas, ambos justificativos están en anexos) 

 

Se cita el Informe: 

 



 

 

“Mediante resolución No. 002-2009-EAPA de 16 de octubre de 2009, 

publicada en el portal www.compraspublicas.gov.ec el 29 de octubre de 

2009, el Presidente Ejecutivo de la Empresa de Agua Potable y 

Alcantarillado, EAPA San Mateo Esmeraldas, resolvió: 

 

“...Art. 1. Declarar en emergencia la contratación de la compra de 2500 

medidores para ser colocados en diferentes sectores de los 3 cantones 

(ESMERALDAS, RIO VERDE Y ATACAMES) donde suministramos el 

servicio de agua potable, cuyo presupuesto referencia es de $89.000, 

con un plazo de entrega INMEDIATA. Art. 2. Contratar directamente la 

adquisición de los medidores, sobre la base de los precios unitarios o 

costos determinados por el Departamento de Adquisiciones. Al efecto se 

encarga al departamento jurídico el pertinente trámite de contratación en 

situación de emergencia, hasta la suscripción del respectivo contrato, 

debiéndose publicar la presente resolución en el portal www.Compras 

Públicas.gov.ec...” 

 

Además se adiciona como contexto en la misma resolución que es necesario 

contar con estos medidores dado que potenciales usuarios se encuentran con 

conexiones directas o en estado inactivo gozando del servicio de agua potable 

y pagando consumo mínimo, aduciendo también que esto representa un 

perjuicio a la empresa, pero con una falla gravísima dentro de la resolución 

misma en los considerandos que dice “�señalando que la citada compra se 

encuentra incluida en el PAC”. 

 

Análisis: 

 

De la situación descrita, se puede observar que la necesidad de adquirir 

medidores de agua potable para algunos cantones de Esmeraldas, no se 

puede considerar una situación de emergencia ya que no se enmarca dentro 

del artículo 6, numeral 31 de la LOSNCP donde se especifican claramente las 

causales de una situación de emergencia que deberán ser generadas por 



 

 

accidentes, terremotos, inundaciones, sequías, grave conmoción interna, 

inminente agresión externa, guerra internacional, catástrofes naturales, y otras 

que provengan de fuerza mayor o caso fortuito, a nivel nacional, sectorial o 

institucional.. 

 

Se detecta también una falla gravísima dentro de la declaración de emergencia, 

el reconocimiento por parte de la Empresa de Agua Potable y Alcantarillado, 

EAPA San Mateo Esmeraldas, que esta compra ya estaba programada e 

incluida dentro del PAC, esto ratifica que la supuesta necesidad ya estaba 

agendada para compra y que no era necesaria la declaración de emergencia, 

además esta necesidad no estaba contenida dentro de las situaciones que se 

consideran emergencia contenidas dentro de los artículos 57 y 6, numeral 31 

de la LOSNCP, por lo cual no podía aplicarse una declaración de emergencia. 

 

 

3.2. Segunda Parte: Sobre la declaración en emergencia de la Función 
Judicial. 
 

El sábado 7 de mayo de 2011 en Ecuador se llevó a cabo una consultar 

popular, en la cual de un universo de diez preguntas, dos referían a la justicia 

en el Ecuador, la primera fue la pregunta cuarta en la que se le consultó al 

pueblo ecuatoriano si éste estaba de acuerdo en sustituir al Pleno del Consejo 

Nacional de la Judicatura por un Consejo de la Judicatura de Transición, 

conformado por tres miembros designados por las Funciones Ejecutiva, 

Legislativa y de Transparencia y Control Social por un plazo de 18 meses, con 

el fin de reestructurar la Función Judicial a través de una enmienda 

constitucional; y como segunda pregunta, la quinta de esta consulta, donde se 

preguntó a los ciudadanos si estos estaban de acuerdo en modificar la 

composición del Consejo Nacional de la Judicatura (anexo los resultados de la 

consulta y todos los documentos relacionado a esta).  

 

El pueblo ecuatoriano se pronuncia en esta pregunta a favor de la 

reestructuración de la Función Judicial con un 52.02% de la población, y a favor 



 

 

de la modificación de los miembros que componen el Consejo Nacional de la 

Judicatura con un 52.66% de la votación total, según lo publicado el Registro 

Oficial - Suplemento No. 490 del 13 de julio de 2011.  

 

Dado el tiempo apremiante de 18 meses improrrogables que empezaban a ser 

contados desde la fecha de la realización de la consulta popular y la urgencia 

que el Presidente, gestor e impulsor de la consulta, tenía sobre la 

reestructuración de la Función Judicial, decide emitir un decreto ejecutivo el 5 

de septiembre de 2011, con número 872, publicado en 9 de septiembre del 

mismo año en el Registro Oficial – Suplemento No. 531, publicándose la 

declaración del estado de excepción a la Función Judicial, cito la parte 

pertinente a las disposiciones decretadas en dicho documento: 

 

“Artículo 1.Declarar el Estado de Excepción en la Función Judicial, a fin 

de resolver la situación crítica por la que atraviesa y garantizar en debida 

forma el derecho a la justicia contemplado en la Constitución de la 

República y prevenir una inminente conmoción interna.” (Los subrayados 

son del autor del trabajo de titulación) 

“Artículo 2. Declarar la movilización nacional especialmente de todo el 

personal de la Función Judicial, con la finalidad de garantizar el acceso a 

la justicia oportuna e integral a los habitantes del Ecuador.” 

“Artículo 3. Declárese acción prioritaria la formulación, ejecución e 

implementación de los proyectos de cambio de la justicia en el Ecuador, 

mediante el Plan de Transformación de la Justicia.” 

“Artículo 4. El período de duración de este estado de excepción es el de 

sesenta días a partir de la suscripción del presente decreto ejecutivo. El 

ámbito territorial de aplicación es en toda la República.” 

“Artículo 5. El Ministerio de Finanzas situará los recursos suficientes 

para atender la emergencia.” 

“Artículo 6. Notifíquese esta declaratoria a la Asamblea Nacional y a la 

Corte constitucional.” 



 

 

“Artículo 7. De la ejecución del presente decreto ejecutivo que entrará en 

vigencia desde la fecha de su expedición, sin perjuicio de su publicación 

en el Registro Oficial, encárguense los ministros de Finanzas y de 

Justicia.” 

 

En el presente decreto ejecutivo no se puede observar ninguna disposición en 

la que se autorice a contratar mediante el mecanismo de emergencia ningún 

tipo de bien público, y además basados en el artículo 164 de nuestra 

Constitución, solo se podrá decretar este estado de excepción siempre y 

cuando existan las siguientes situaciones: caso de agresión, conflicto armado 

internacional o interno, grave conmoción interna, calamidad pública o desastre 

natural.  

 

El Ejecutivo ha tomado la causal de “prevenir una inminente conmoción 

interna”,  sin observar la norma constitucional a literalidad, donde según la 

forma de escritura gramatical, se entiende que la situación tiene que estar ya 

dada para poder decretar la excepción en todo el territorio ecuatoriano o parte 

de este (no especifica para prevenir). Como punto adicional en el capítulo 2 de 

este trabajo de titulación, ya se profundizó sobre la definición y contexto de lo 

que realmente implica una “conmoción interna” para un Estado. 

 

Al respecto la Corte Constitucional se pronuncia sobre la constitucionalidad del 

Decreto Ejecutivo 872 de 5 de septiembre de 2011, declarando la 

constitucionalidad formal y material de dicho decreto según consta en Registro 

Oficial – Suplemento N. 572 de 10 de Noviembre de 2011, las razones que da 

la Corte dentro del pronunciamiento son principalmente por la premura de 

tiempo (18 meses para las reformas), la decisión del pueblo ecuatoriano 

representado en las urnas y el bien común, convalidando y avalando la Corte 

Constitucional a ese Decreto Ejecutivo, pese a que se considera que no se ha 

respetado a la Constitución (se anexa el pronunciamiento de la Corte 

Constitucional) 

 



 

 

Retomando el relato de los hechos que llevaron a decretar la emergencia en la 

Función Judicial, el 22 de septiembre de 2011 el Consejo Nacional de la 

Judicatura en Transición, siendo la máxima autoridad del mismo el Ing. Paulo 

Rodríguez, emite la Resolución Administrativa No. 01-CJT-DG-2011 

declarando la emergencia en la Función Judicial (se anexa la declaración de 

emergencia), en esta declaración en uno de los considerandos se basa en el 

citado Decreto Ejecutivo 872, citando dicha resolución: “prevenir una inminente 

conmoción interna”, a fin de poder contratar bienes, obras y servicios incluidos 

los de consultoría sin aplicar los mecanismos normales de contratación, 

haciendo una contratación de todos los bienes y servicios incluidos los de 

consultoría a decisión de la entidad contratante. 

 

Evitando el dar un tinte político en este análisis, e independientemente de las 

posturas y motivos de las personas a favor o en contra del cambio en la 

justicia, para este análisis académico se considera que se vuelve a caer en el 

grave error de interpretar la ley en vez de acatarla, es así que consideramos 

que esta resolución no se enmarca dentro de una “situación de emergencia” ya 

que no encuadra dentro del artículo 6, numeral 31 de la LOSNCP donde se 

especifican claramente las causales de una situación de emergencia que 

deberá ser generada por acontecimientos graves o situaciones provenientes 

del caso fortuito o fuerza mayor, y que además deberán ser situaciones reales 

ya dadas.  

 

Tal como se revisó en el capítulo dos de este trabajo de titulación, no se puede 

calificar que exista caso fortuito o fuerza mayor donde el elemento común a 

estos dos términos es la casualidad; y tampoco grave conmoción interna dado 

que la Función Judicial venía laborando en condiciones poco óptimas ya 

muchos años, y la conmoción interna como se citó el Diccionario Océano Uno 

Color (1996, p. 386), es “una situación de peligrosa perturbación de la sociedad 

y el orden público de una ciudad, provincia o estado”, por lo cual tampoco 

aplicaba esta figura, cuando la verdadera razón para que la Función Judicial 

haya estado en condiciones poco óptimas fue la poca voluntad de todos los 



 

 

gobiernos de turno en dar las facilidades económicas, la politización de la 

justicia y la falta de un manejo administrativo serio y organizado para hacer 

contrataciones de bienes y servicios de forma programada. 

 

Independientemente de los resultados de esta declaratoria de emergencia a la 

Función Judicial, que para unos pueden ser buenos y para otros pueden ser 

malos, el artículo 6, numeral 31 de la LOSNCP define que estas situaciones de 

emergencia, para ser calificadas como tales tienen que ser concretas, 

inmediatas, imprevistas, probadas y objetivas; caso contrario no podría 

considerarse una situación de emergencia, es por eso que consideramos que 

en este caso la figura de la contratación por emergencia estuvo mal 

interpretada por lo que se debió utilizar procedimientos contractuales 

correspondientes a situaciones de contratación pública normal. 

 

Pero profundizando más en este estudio, también se analiza la intervención 

entre funciones del Estado, al respecto Montesquieu dice que “con la 

separación de poderes se evita que el hombre investido de él se extralimite y 

abuse y se consigue una mayor libertad para la sociedad” (Cifuentes, 

recuperado el 25 de enero de 2013), es decir es poco sano que las funciones 

del Estado se involucren unas con otras, dado que la división de funciones, que 

según el mismo Montesquieu, es una serie de frenos y contrapesos, donde 

unas funciones controlan a las otras y viceversa.  

 

En Ecuador existen cinco funciones en el Estado; tres son de origen clásico, 

estas son la Función Ejecutiva, Función Legislativa y Función Judicial; y, dos 

son nuevas, estas son la Función Electoral y la Función de Transparencia y 

Control Social. En cada una de estas funciones, dentro de la Constitución, se 

les otorga la independencia y el respeto a su autonomía y a sus decisiones.  

 

En el caso de la Función Judicial, en el artículo 168 de la Constitución dice que 

todos los órganos de la función judicial gozarán de independencia externa e 



 

 

interna, y quien viole este principio será penal, civil y administrativamente 

responsable.  

 

La Constitución en su artículo 164 contiene la definición de estado de 

excepción y los requisitos para ser decretado por la Presidenta o Presidente de 

la República, entre las causales están la agresión a nuestro Estado, conflicto 

armado internacional o interno, grave conmoción interna, calamidad pública o 

desastre natural. Y para ser considerado un estado de excepción, se tendrá en 

cuenta de forma obligatoria los principios de necesidad, proporcionalidad, 

legalidad, temporalidad, territorialidad y razonabilidad.  

 

La Función Ejecutiva entonces no podía declarar el estado de excepción a la 

Función Judicial, ya que no se cumplían las causales y principios contenidos en 

el artículo 164 de la Constitución, ya que en citada norma no se menciona entre 

las causales el prevenir una conmoción interna (según palabras del decreto 

ejecutivo 872 de 5 de septiembre de 2011).  

 

Además los funcionarios públicos, aún más siendo los representantes de los 

diversos poderes estatales, están obligados en sus actos a realizar solo lo 

permitido en la ley, es decir el Presidente al ser representante de la Función 

Ejecutiva no podía arrogarse funciones y declarar una emergencia en una 

función ajena a su poder. 

 

La Corte Constitucional del Ecuador, se pronuncia sobre la legalidad del 

Decreto Ejecutivo 872 de 5 de septiembre de 2011, declarando la 

constitucionalidad formal y material del mismo según consta en Registro Oficial 

– Suplemento N. 572 de 10 de Noviembre de 2011. Se discrepa en este punto, 

aun suponiendo que las razones de legalidad de la Corte Constitucional hayan 

sido la del mandato popular, el poco tiempo que se tenía para ejecutar la 

reforma y la necesidad de un cambio dentro de la antigua función judicial. 

 

  



 

 

 

CAPITULO 4 

PROPUESTA DE REFORMA A LA LOSNCP Y SU REGLAMENTO 

 

La LOSNCP, es reconocida dentro de América del Sur, como una de las leyes 

más avanzadas dentro de la materia de contratación pública, al haber creado 

un organismo que la administre, basado en una plataforma tecnológica de 

último nivel y que exige la obligatoriedad de uso de este sistema. (Red de 

Compras Gubernamentales, recuperado el 25 de enero de 2013). 

 

Gracias a este sistema el ahorro generado al Estado en el año 2010 fue de 

10% y en el 2011 de un 6% del Presupuesto General del Estado, de acuerdo a 

cifras actualizadas en la sección de transparencia de la página web del INCOP 

(no dispone del resultado 2012), se ha traducido en más dinero para obras, 

salud, educación, red vial o cualquier otro gasto o inversión del Estado.  

 

Esta ley, aunque se considera de avanzada, se cree posiblemente tiene varios 

vacíos y retrocesos en cuanto a las contrataciones por emergencia; por 

ejemplo la Contraloría General del Estado, pese a que en la actual ley de 

compras públicas, en el artículo 15, manda al INCOP a informar a la 

Contraloría General del Estado y a la Procuraduría General del Estado cada 

vez que conozca el cometimiento de infracciones, se considera que se le ha 

restado fuerza de vigilancia e investigación al no tener la capacidad de control 

previo sobre las declaraciones de emergencia que tenía en la ley anterior a la 

LOSNCP. 

 

Otro factor es la falta de reglamentación al procedimiento de contratación en 

situaciones de emergencia, ya que con la actual LOSNCP y su reglamento se 

tienen escasas normas que regulan la forma de declarar, pero no la forma de 

proceder a la contratación por parte de las entidades contratantes, dejando 

importantes vacíos legales de procedimiento dentro de la ley, y pudiendo 

degenerar en situaciones de posible corrupción. 



 

 

 

Es por eso que se propone en este trabajo las siguientes reformas a la 

LOSNCP y su Reglamento: 

 

 

4.1. REFORMAS A LA LEY 
 

4.1.1. Primera Reforma 

Se proponer reformar el artículo 6  de definiciones de la LOSNCP, numeral 31 

de la siguiente forma 

 

Motivo: 

Se considera que las máximas autoridades de las entidades contratantes no 

tienen clara la ley en cuanto al momento de declarar una emergencia y sus 

requisitos para declararla, es por eso que se sugiere el cambio en la legislación 

para que se exija, que la situación de emergencia como tal deberá estar 

sucediendo al momento de la declaración, con eso se evita que las entidades 

ocupen el criterio de “prevención” de una emergencia para declararla y así 

evitar procedimientos de contratación pública normales. 

 

Además la misma ley explica que si no se cumplen estos requisitos, la máxima 

autoridad necesariamente deberá recurrir a los mecanismos normales de 

contratación pública, evitando la evasión de procedimientos. 

 

 

Como está la LOSNCP actualmente: 

 

“Art. 6. Definiciones:  

31. Situaciones de Emergencia: Son aquellas generadas por acontecimientos 

graves tales como accidentes, terremotos, inundaciones, sequías, grave 

conmoción interna, inminente agresión externa, guerra internacional, 

catástrofes naturales, y otras que provengan de fuerza mayor o caso fortuito, a 



 

 

nivel nacional, sectorial o institucional. Una situación de emergencia es 

concreta, inmediata, imprevista, probada y objetiva.” 

 

 

Propuesta de Reforma a la LOSNCP: 

 

Art. 6. Definiciones:  

31. Situaciones de Emergencia: Se entenderá como situación de emergencia a 

aquella generada por acontecimientos graves tales como terremotos, 

inundaciones, sequías, epidemias, grave conmoción interna, inminente 

agresión externa, guerra internacional, catástrofes naturales, y otras que 

provengan de fuerza mayor o caso fortuito, a nivel nacional, sectorial o 

institucional.  

 

Una situación de emergencia para ser declarada deberá ser real al momento 

de su declaración y cumplir con los requisitos siguientes requisitos: concreta, 

inmediata, imprevista, probada y objetiva. Se prohíbe las contrataciones 

mediante este mecanismo con motivo de prevención de emergencias o cuando 

la necesidad haya sido incluida de forma previa en el PAC. 

 

De no cumplir con los requisitos enumerados anteriormente no se podrá 

declarar la emergencia y se deberá recurrir a otros mecanismos de 

contratación pública. 

 

 

4.1.2. Segunda Reforma 

Se propone reformar el artículo 6  de definiciones de la LOSNCP,  al aumentar 

la definición de los siguientes términos: 

 

Motivo: 

En el artículo 6, numeral 31 de la  LOSNCP, existen varias palabras ambiguas 

generadoras de situaciones de emergencia, estas son la grave conmoción 



 

 

interna, el caso fortuito y la fuerza mayor, dejando en gran parte a la 

interpretación de la máxima autoridad de la entidad contratante, con el grave 

problema de no contar en nuestra normativa vigente con las herramientas o 

guías de la ley o doctrina para una adecuada definición e interpretación, se cita 

el caso de la escueta definición del artículo 30 de nuestro Código Civil (tratada 

en el capítulo 2 de este trabajo de titulación) y la falta de pronunciamientos 

constitucionales sobre estos términos. 

 

Creemos entonces necesario que la LOSNCP contenga las definiciones de 

estas tres palabras a fin de guiar a la entidad contratante a una correcta 

aplicación de la ley, teniendo de forma clara las definiciones y alcances de esas 

situaciones. 

 

 

Propuesta de Reforma a la LOSNCP: 

 

Art. 6. Definiciones: 

33.Grave Conmoción Interna: Para efectos de esta ley se entenderá como 

grave conmoción interna la situación de peligro del orden público en un sector 

del país o en todo el país, como consecuencia de un levantamiento social, 

rebelión con el fin de derrocar a los poderes públicos, ó agresión externa al 

Estado.  

 

34. Caso Fortuito: Para efectos de esta ley, en materia de contratación pública 

se entenderá al caso fortuito como un suceso insospechado que no se pudo 

prever ni resistir.  

 

35. Fuerza Mayor: Para efectos de esta ley, en materia de contratación pública 

se entenderá a la fuerza mayor como un suceso que no se pudo prever, y que 

de haber podido ser previsto por su fuerza o magnitud no pudo ser resistida. 

 



 

 

4.1.3. Tercera Reforma 

Se propone reformar el artículo 57 de procedimiento para contratar mediante 

emergencia en la LOSNCP. 

 

Motivo: 

El procedimiento para declarar una emergencia, si bien está claro en la forma 

de declararla, no está claro en la forma de proceder a contratar dentro de la 

misma, es por eso que se propone en este caso reforma al artículo 57 de la 

LOSNCP y la creación en el Reglamento a la LOSNCP dentro del Capítulo VI 

de Procedimientos Especiales, una sección donde se norme el procedimiento 

para contratar una vez declarada la emergencia. 

 

Además aquí se propondrá que la Contraloría vuelva a revisar las 

declaraciones de emergencia, previa a su emisión por parte de la máxima 

autoridad de la entidad pública, y las sanciones en caso de no publicar las 

declaraciones de emergencia y todo lo realizado en las mismas. 

 

Como está la LOSNCP actualmente: 

“Art. 57. Procedimiento. Para atender las situaciones de emergencia 

definidas en el número 31 del artículo 6 de esta Ley, previamente a 

iniciarse el procedimiento, el Ministro de Estado o en general la máxima 

autoridad de la entidad deberá emitir resolución motivada que declare la 

emergencia, para justificar la contratación. Dicha resolución se publicará 

en el Portal Compras Públicas. 

 

La entidad podrá contratar de manera directa, y bajo responsabilidad de 

la máxima autoridad, las obras, bienes o servicios, incluidos los de 

consultoría, que se requieran de manera estricta para superar la 

situación de emergencia. Podrá, inclusive, contratar con empresas 

extranjeras sin requerir los requisitos previos de domiciliación ni de 

presentación de garantías; los cuales se cumplirán una vez suscrito el 

respectivo contrato. 



 

 

 

En todos los casos, una vez superada la situación de emergencia, la 

máxima autoridad de la Entidad Contratante publicará en el Portal 

Compras Públicas un informe que detalle las contrataciones realizadas y 

el presupuesto empleado, con indicación de los resultados obtenidos.” 

 

Propuesta de Reforma a la LOSNCP: 

 

Art. 57. Procedimiento. Para atender las situaciones de emergencia definidas 

en el número 31 del artículo 6 de esta Ley, previamente a iniciarse el 

procedimiento, el Ministro de Estado o en general la máxima autoridad de la 

entidad deberá emitir resolución motivada que declare la emergencia. El 

proyecto de resolución será remitido a la Contraloría General del Estado 

juntamente con los pliegos y la certificación de existencia de fondos, dentro del 

plazo de dos días hábiles desde su emisión, a fin de que ese Organismo de 

control se pronuncie mediante un informe sobre la razonabilidad o no de la 

declaratoria.  

 

El informe deberá ser emitido por la Contraloría General del Estado dentro de 

los dos días hábiles contados desde la recepción del proyecto de resolución de 

la entidad contratante; de no hacerlo dentro de este plazo, se entenderá que su 

criterio es favorable, es decir que considera razonable la declaratoria de 

emergencia. 

 

El informe de la Contraloría verificará que el proyecto de resolución se 

enmarque en las normas jurídicas aplicables y que se justifique su expedición. 

 

Una vez emitido el informe calificando la razonabilidad o transcurrido el plazo 

señalado sin que la Contraloría se haya pronunciado, la entidad contratante 

emitirá la resolución y podrá contratar de manera directa, y bajo 

responsabilidad de la máxima autoridad, las obras, bienes o servicios, incluidos 

los de consultoría, que se requieran de manera estricta para superar la 



 

 

situación de emergencia. Podrá, inclusive, contratar con empresas extranjeras 

sin requerir los requisitos previos de domiciliación ni de presentación de 

garantías; los cuales se cumplirán una vez suscrito el respectivo contrato y 

antes de finalizar la emergencia. 

 

Si el informe de la Contraloría califica como no razonable la declaratoria de 

emergencia, la entidad contratante deberá contratar de acuerdo con los 

procedimientos ordinarios de esta Ley. 

 

La resolución motivada que declare la emergencia se publicará de forma 

obligatoria en el Portal Compras Públicas, si se obtuvo el dictamen favorable de 

la Contraloría General del Estado, dentro del plazo de dos días hábiles 

contados a partir de la fecha de recepción en la entidad contratante del informe 

o, de la fecha en la que venció el término dentro del cual la Contraloría debió 

emitirlo. 

 

Además la máxima autoridad de la Entidad Contratante o su delegado 

publicarán en el Portal Compras Públicas un informe que detalle las 

contrataciones realizadas y el presupuesto empleado al finalizar la emergencia, 

caso contrario se aplicará una sanción a la máxima autoridad de la Entidad 

Contratante y su delegado por el 5 % del valor mensual de su remuneración, 

sin perjuicio del inicio de un proceso investigativo sobre la contratación y el 

ocultamiento de la información de la misma. 

 

4.1.4. Cuarta Reforma 

Se propone reformar Título III de la LOSNCP, referente a los procedimientos de 

contratación pública, para que se reconozca la ínfima cuantía para contratar 

obras, bienes o servicios, cuando la cuantía de este tipo de contratación sea 

igual o menor a multiplicar el coeficiente 0,0000002 del Presupuesto Inicial del 

Estado. 

 



 

 

De forma curiosa este mecanismo está contenido en el reglamento a la 

LOSNCP en el artículo 60, pero no en la misma ley, por lo que se considera 

pertinente que dentro de las reformas se incluya el reconocimiento en la ley del 

mecanismo de contratación por ínfima cuantía.  

 

De mantenerse este sistema de contratación reconocido en el reglamento a la 

LOSNCP en el artículo 60, se podría considerar es ilegal, ya que se contrapone 

a la naturaleza del mecanismo de contratación por menor cuantía, contenido en 

la LOSNCP en el artículo 51, específicamente en el numeral primero, se cita: 

 “Art. 51.- Contrataciones de Menor Cuantía.- Se podrá contratar bajo 

este sistema en cualquiera de los siguientes casos: 1. Las 

contrataciones de bienes y servicios no normalizados, exceptuando los 

de consultoría cuyo presupuesto referencial sea inferior al 0,000002 del 

Presupuesto Inicial del Estado del correspondiente ejercicio económico”. 

 

Es decir ya se tenía por ley un mecanismo para contratar para montos 

inferiores al 0,000002 del Presupuesto Inicial del Estado (en el año 2013 este 

monto equivaldría a $52.218,54); y con la creación del mecanismo de 

contratación por ínfima cuantía para montos inferiores al 0,0000002 del 

Presupuesto Inicial del Estado (en el año 2013 este monto equivaldría a 

$5.221,85), se modifica o altera el procedimiento de menor cuantía previsto en 

la ley.  

 

Esto contraviene al artículo 147, numeral 13 de la Constitución, que dice: “Art. 

147.- Son atribuciones y deberes de la Presidenta o Presidente de la 

República, además de los que determine la ley: 13. Expedir los reglamentos 

necesarios para la aplicación de las leyes, sin contravenirlas ni alterarlas, así 

como los que convengan a la buena marcha de la administración.”; además, de 

acuerdo a la pirámide de jerarquía de normas contenida en el artículo 425 de la 

Constitución, las leyes tienen supremacía jerárquica sobre los reglamentos.   

 

 



 

 

4.2. PROPUESTA DE REFORMA AL REGLAMENTO A LA LEY ORGÁNICA 
DEL SISTEMA NACIONAL DE CONTRATACIÓN PÚBLICA (REFORMA 
ÚNICA) 
 

Capítulo VI 

Procedimientos Especiales 

Sección XIV 

SOBRE EL PROCEDIMIENTO DE CONTRATACIÓN POR EMERGENCIA 

 

Art (G).- Para declarar una situación de emergencia, se contará de forma 

previa con un informe de la Contraloría General del Estado sobre el 

cumplimiento de las causales previstas para declarar una situación de 

emergencia en el artículo 6, numeral 31 de la Ley Orgánica del Sistema 

Nacional de Contratación Pública. 

 

Además la Contraloría General del Estado verificará que la situación que se 

aduce como emergencia sea de situación concreta, inmediata, probada, 

objetiva y de orden imprevisto causado por el caso fortuito o la fuerza mayor. 

 

La Contraloría General del Estado tendrá un máximo de dos días hábiles, a 

partir de la recepción de la solicitud de la entidad contratante de calificar su 

resolución de emergencia, para emitir este informe de cumplimiento de 

causales como paso previo a la resolución de emergencia de la entidad 

solicitante, en caso de que dicha institución no se pronuncie se tendrá como 

informe favorable y la entidad solicitante podrá iniciar la contratación. 

 

Si el informe fuese negativo la entidad solicitante podrá exclusivamente 

interponer un recurso de reconsideración ante el Contralor General del Estado, 

en el siguiente día hábil a la notificación, siempre y cuando el dictamen de la 

Contraloría carezca de motivación, caso contrario se lo entenderá como 

dictamen final. 

 



 

 

 Este recurso, dada la posible situación apremiante no podrá ser resuelto en 

más de un día hábil por la máxima autoridad de la Contraloría General del 

Estado o su delegado, si este no resolviese en el plazo establecido, se 

entenderá que el informe es favorable. 

 

Art (G).- Al momento de iniciar el proceso de contratación por situación por 

emergencia, la entidad deberá tener elaborados los pliegos con los parámetros 

que necesita, el monto de la contratación, el tiempo de entrega y las 

condiciones de entrega, y el envío de la invitación a los proveedores en un 

plazo máximo de dos días hábiles. 

 

Será obligatoria la invitación y selección de proveedores dentro del área en el 

que se haya resuelto declarar en emergencia en la entidad contratante, esta 

invitación será realizada a través del Portal de Compras Públicas; y, los 

proveedores para contestar a la oferta, tendrán un plazo de dos días hábiles 

máximo a partir de la recepción de la invitación a participar en ese proceso. 

 

La entidad contratante en este procedimiento deberá simplificar los 

documentos requeridos al oferente, y el oferente se limitará a contestar si 

puede cumplir con la necesidad según los pliegos elaborados por la entidad 

contratante, copia simple del RUP, entregar tres certificados de experiencia 

reales y comprobables, y una declaración juramentada de que podrá cumplir 

con las garantías técnicas y económicas a la firma del contrato de resultar 

elegido. 

 

Luego, la entidad para la selección y adjudicación del proveedor tomará en 

cuenta la experiencia, el tiempo de entrega de la obra,  bien o servicio, y por 

último el precio ofertado, en ese orden, en un plazo de un día hábil máximo. 

 

Art (G).- Será obligatorio el publicar la información de toda la contratación al 

Portal de Compras Públicas por parte de la máxima autoridad de la Entidad 

Contratante o su delegado, en un primer momento tanto la resolución de 



 

 

emergencia como el visto bueno de Contraloría, y en un segundo momento una 

vez superada la situación de emergencia se publicará un informe que detalle 

las contrataciones realizadas y el presupuesto empleado, con indicación de los 

resultados obtenidos, caso contrario y de acuerdo a la ley se generará una 

sanción a la máxima autoridad de la Entidad Contratante o su delegado por el 

5% del valor de la contratación, sin perjuicio del inicio de un proceso 

investigativo sobre la contratación y el ocultamiento de la información de la 

misma. 

 

Además será obligatorio el remitir una copia de toda esta información a la 

Contraloría General del Estado sobre la totalidad del proceso de contratación 

por emergencia. 

 

 

  



 

 

 

CAPITULO 5 

CONCLUSIONES Y RECOMENDACIONES 

 

 

5.1. CONCLUSIONES 
 

Se encuentra que la vigente LOSNCP, creada en la Asamblea Constituyente 

del año 2008, tiene varios vacíos de procedimiento en cuanto al mecanismo de 

contratación por situación de emergencia, ya que este no se encuentra 

regulado ni en la ley ni en su reglamento, y tampoco de forma complementaria 

en resoluciones emitidas por el INCOP 

 

Además, después de haber revisado el informe de Contraloría No. 02329-

DIAPA de 8 de febrero de 2010, del periodo comprendido entre el 4 de agosto 

de 2008 y el 15 de noviembre de 2009, se podría presumir una falta 

conocimiento por parte de los funcionarios públicos en cuanto al contenido de 

la LOSNCP y su Reglamento, dada la cantidad de observaciones a las 

declaraciones de emergencia de las entidades públicas en cuanto a las 

causales invocadas en dichas declaraciones. 

 

Otra conclusión de esta trabajo de titulación es que la Contraloría General del 

Estado debe volver a dar su informe favorable antes de que se emita cualquier 

resolución que declare en emergencia a cualquier entidad del sector público, ya 

que al no existir la facultad de supervisión y control previo por parte de esta 

entidad, las declaraciones de emergencia en el Sector Público han proliferado y 

se han dado abusos y excesos de uso, que son de conocimiento público. 

 
También al no existir la suficiente claridad procedimental dentro del reglamento 

a la LOSNCP, y la misma ley, en cuanto a la forma de contratación, 

adjudicación y control de los procedimientos por contratación en situaciones de 

emergencia, se crean escenarios para el posible cometimiento de actos de 



 

 

corrupción, o también una posible inducción a error involuntario por parte de los 

funcionarios públicos al no tener una línea legal clara en cuanto al 

procedimiento de contratación en situaciones de emergencia. 

 

Igualmente, y en concordancia con el párrafo anterior, aunque actualmente 

existe un Decreto Ejecutivo expedido en el año 2002 que reglamenta el 

ejercicio de las potestades discrecionales de los servidores públicos, este es 

muy débil y solo afecta a las instituciones dependientes de la Función 

Ejecutiva, es por eso que se concluye que se debería reformar este reglamento 

para que sea aplicable a todo el sector público, se lo complemente y actualice, 

a fin de ser un respaldo y una guía complementaria a los actos discrecionales  

de los servidores públicos, y a la vez de forma adicional ayudar en las 

contrataciones por situaciones de emergencia sobre bienes, obras o servicios. 

 

 

5.2. RECOMENDACIONES 
 

Se recomienda hacer varias reformas a la LOSNCP y su respectivo reglamento 

en cuanto a: 

 

• El procedimiento de contratación del mecanismo de declaración de 

emergencia, las causales para esta declaración para contratar bienes, 

obras y servicios, incluidos los de consultoría.  

• La inclusión del mecanismo de contratación por ínfima cuantía y la 

modificación de montos y usos del mecanismo de contratación por 

menor cuantía. 

• La modificación a las sanciones y las consecuencias por no cargar la 

información de contrataciones en situaciones de emergencia por parte 

de los funcionarios públicos, dado que actualmente la mayoría de las 

entidades públicas que han realizado procesos de contratación pública 

en situaciones de emergencia, y algunas veces no hacen públicos estos 



 

 

procesos y tampoco existen sanciones en la ley para este 

incumplimiento. 

• Se exhorta también el reformar la LOSNCP para que la Contraloría 

General del Estado realice un control previo y con celeridad, a todas las 

declaraciones de emergencia que deseen emitir las diversas entidades 

del sector público, a fin de evitar abusos e interpretaciones de la 

LOSNCP, y en ciertos casos hasta de la Constitución.  

 
Además, aunque existe actualmente medios de educación virtual a través de 

plataformas gubernamentales en línea para los funcionarios públicos que 

deban o deseen conocer sobre la contratación pública, se recomienda que los 

funcionarios que sean responsables de realizar procesos de contratación 

pública en una entidad, sean evaluados por parte del INCOP cada año y antes 

de empezar su gestión, si son nuevos, a fin de garantizar el conocimiento y por 

ende reducir los errores en la aplicación de los mecanismos de contratación. 

  
Se recomienda también por parte del Estado brindar más recursos 

administrativos, técnicos y tecnológicos a la Contraloría General del Estado, a 

fin de que pueda controlar de forma oportuna y con celeridad las declaraciones 

de emergencia a las entidades públicas, previo a su emisión, según las 

propuestas de reforma a la LOSNCP y su reglamento, contenidas en este 

trabajo de titulación, caso contrario aunque se reformase la LOSNCP y su 

reglamento con la propuesta contenida en este trabajo de titulación, sería 

imposible que se dé cumplimiento efectivo y se entraría a una nueva forma de 

burocracia. 

 
Y por último, se recomienda crear un nuevo reglamento a la discrecionalidad de 

los actos de los servidores públicos, naciendo a modo de ley, y por 

consiguiente que sea obligatorio para todas las instancias y esferas del sector 

público, haciendo que a éste se lo complemente y actualice, a fin de evitar 

posibles actos de corrupción, pero sobre todo dar al servidor público una guía 

adecuada y clara para sus actos discrecionales en el ejercicio de sus 

funciones. 
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CAPiTULO I

INFORMACiÓN INTRODUCTORIA

1.1 Motivo del examen

El exam en especial a las declaratorias de emergencia publicadas en el Portal de

Compras Públicas por varias entidades que se mencionan en el articulo 1 de la Ley

Orgánica del Sistema Nacional de Contratación Pública, se realiza con cargo a

imprevistos del Plan Operativo de Control para el año 2009 de la Dirección de

Auditoría de Proyectos y Ambiental de la Contralaría General del Estado, de

conformidad con la orden de trabajo No. 21925-DIAPA de 19 de nov iembre de 2009 y

la autorizaci ón del Contralor General del Estad o contenida en el c.c. No. 84322 de 18

de noviembre de 2009, y al alcance a la indicada orden de trabajo, emitido con oficio

No. 02329-DIAPA de 8 de febrero de 2010 .

1.2 Objetivos del exam en

La ejecución del presente examen especial pers igue como objetivo ge neral, eva luar

Jos argumentos aplicados para la emis ión de las resoluciones motivadas de la máxima

autoridad de las entidades, previa la declaratoria de emergencia.

1.3 Alcance del examen

El Instituto Nacional de Contratación Pública, en adelante INCOP, proporcionó a la

Contraloría General del Estado dos listados con un tota ! de 248 resoluciones de

emergencia emit idas por 97 entidades.

El presente examen se lo pract ica a una muestra de las reso luciones de emergencia

referidas en el párrafo precedente , efecti vamente publicadas en el porta l

www.compraspublicas.gov.ec, en el periodo comprendido entre el4 de agosto de 2008

y el 15 de noviembre de 2009.

La ind icada muestra comprendió, según el Anexo NO.1, 165 resoluciones de

emergencia, emitidas por 84 ent idades mencionadas en el art icu lo 1 de la Ley

Orgánica de l Sistema Nacional de Contratació n Pública , en adelante LOSNCP.

<JoS~=:=::::> - -2 -
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No se incluyen en la muestra en análisis, 83 declaratorias de emergencia emitidas por

13 entidades que, de acuerdo a la información obtenida en el examen, están siendo

objeto de auditorias o exámenes especiales o que según el plan de control de la

Contraloría General del Estado se prevé ejecutar acciones de control. Tampoco se

incluyen 7 resoluciones de 6 entidades, publicadas en el portal

www.compraspublicas.gov.ec, que no corresponden propiamente a emergencias. El

número total de emergencias que son materia de observación ascendió a 97,

correspondientes a 62 entidades a nivel nacional.

La evaluación que se realiza en el examen, no incluye el análisis de los

procedimientos de selección, objetos contractuales, desarrollo y resultados de la

ejecución de los contratos que las entidades emprendieron con cargo a las

declaraciones de emergencia emitidas y publicadas en el portal

W1NW.compraspublicas.gov.ec, en el período señalado. El análisis se limitó al texto de

las resoluciones de emergencia.

1.4 Monto de los recursos analizados

Por la naturaleza del examen, el monto de los recursos analizados es indeterminado.

1.5 Personas relacionados con el examen

El listado de las personas relacionadas con el examen, consta en el Anexo No. 2.

- 3 ·



CAPiTULO 11

RESULTADOS DEL EXAMEN

A. Marco jurídico que rige las resolucion es de emergencia.- Disposiciones

legales relacionadas con el análisis efectuado en el examen

1.1 Ley Orgánica del Sistema Nacional de Contratación Publica , LOSNCP

1.1.1 N, •• Artículo 2 Régimen Especial.- Se someterán a la normativa específica
que para el efecto dicte el Presidente de la República en el reglamento
general a esta ley, bajo criterios de selectividad. los procedimientos
precontractuales de las siguientes contrataciones: .- 1. Las adquisiciones de
fánnacos que celebren las entidades que presten servicios de salud,
incluido el Instituto Ecuatoriano de Seguridad Social.. ..- .. .3. Aquellas cuyo
objeto sea la ejecución de actividades de comunicación social destinadas a
la información de las acciones del Gobierno Nacional o de las entidades
contratantes..."

1.1.2 •... Articulo 6.· Definiciones...16. Máxima Autoridad: Quien ejerce
administrativamente la representación legal de la Entidad Contratante.
Para efectos de esta Ley, en las municipalidades y consejos provinciales, la
máxima autoridad será el Alcalde o Prefecto, respectivamente... "

1.1.3 •... Artículo 6.- Definiciones...31. Situaciones de emergencia. Son aquellas
generadas por acontecimientos graves tales como accidentes, terremotos,
inundaciones, sequías. grave conmoción interna, inminente agresión
edema, guerra internacional, catástrofes naturales, y otras que provengin
de fuerza mayor o caso fortuito, a nivel nacional, sectorial o institucional.
Una situación de emergencia es concreta, inmediata, imprevista, probada y
objetiva... "

1.1.4 •. .. Artículo 22.- Plan Anual de Contratación.- Las Entidades Contratantes,
para cumplir con los objetivos del Plan Nacional de Desarrollo. sus
objetivos y necesidades institucionales, formularán el Plan Anual de
Contratación con el presupuesto correspondiente, de conformidad a la
planificación plurianual de la Institución, asociados al Plan Nacional de
Desarrollo y a los presupuestos del Estado.· El Plan será publicado
obligatoriamente en la página Web de la Entidad Contratante dentro de los
quince (15) días del mes de enero de cada año e interoperará con el portal
COMPRASPÚBUCAS. De existir reformas al Plan Anual de Contratación,
éstas serán publicadas siguiendo los mismos mecanismos previstos en
este inciso.- El contenido del Plan de contratación y los sustentos del
mismo se regularán en el Reglamento de la presente Ley..."

1.1.5 . .. . Artículo 57.- Procedimiento.- Para atender las situaciones de
emergencia definidas en el número 31 del artículo (5 de esta Ley,
previamente a iniciarse el procedimiento, el Ministro de Estado o en general
la máxima autoridad de la entidad deberá emitir resolución motivada que

co~ r,e,o -....,-~-> -4 -
,d .



declare la emergencia. para justificar la contratación. Dicha resolución se
publicará en el Portal COMPRASPÚBUCAS.. .•

1.2 Codificación del Código Civil

1.2.1 •. .. Articulo 30.- Se llama fuen a mayor o caso fortuito, el imprevisto a que
no es posible resistir, como un naufragio, un terremoto, el apresamiento de
enemigos, los actos de autoridad ejercidos por un funcionario publico,
etc ..."

1.3 Reglamento General de la Ley Orgánica del Sistema Nacional de

Contratación Pública , RLOSNCP, vigente desde el12 de mayo de 2009

1.3.1 •... Artículo 25.- Del Plan Anual de Contratación.~ Hasta el 15 de enero de
cada ano, la máxima autoridad de cada entidad contratante o su delegado,
aprobará y publicará el Plan Anual de Contratación (PAC), el mismo que
contendrá las obras, bienes o servicios incluidos los de consultoría que se
contratarán durante ese ano, en función de sus respectivas metas
institucionales y de conformidad a lo dispuesto en el artículo 22 de la Ley.­
El Plan Anual de Contra tación podrá ser refonnado por la máxima autoridad
o su delegado, mediante resolución debidamente motivada. la misma que
j unto con el plan reformado serán publicados en el portal
www.compraspublicas.qov.ec. Salvo las contrataciones de Infima cuantía o
aquellas que respondan a situaciones de emergencia, todas las demás
deberán estar incluidas en el PAC inicia l o reformulado.- Los procesos de
contrataciones deberán ejecutarse de conformidad y en la oportunidad
determinada en el Plan Anual de Contratación elaborado por cada entidad
contratante. previa consulta de la disponibilidad'presuptiestaria, a menos
que circunstancias no previs tas al momento de la elaboración del PAC
hagan necesario su modificación . Los formatos del PAC serán elaborados
por ellNCOP y publicados en el Portal www.compraspublicas.qov.ec.:"

1.3.2 •... Artículo 71.- Declaratoria de emergencia para contrataciones régimen
especiet.: Las contrataciones previstas en el Régimen Especial, también podrán
ser declaradas de emergencia, en cuyo caso se estará a lo dispuesto en el
articulo 57 de la Ley..."

1.4 Reglamento Gen eral de la Ley Org im ica del Sistema Nacion al de

Contratación Públic a, RLOSNCP, vigente hasta e l 11 de mayo de 2009

1.4.1 K ... Artículo 2.- Para los procesos de contratación senalados en el Art. 2 de
la Ley, la máxima autoridad de la entida d contratante, de conside rar de
manera motivada que no pueden aplicarse los procedimientos
precontractuales previstos en dicho cuerpo legal, detenninará los
procedimie ntos especiales que se observarán para la selección de los
proveedores y para la Gelebración de los contratos resoeaivos, de acuerdo
a los criterios detenninados en los Pliegos. ~ Para estos casos no se

c /.< /c o~- _5 -



requiere el cumplimiefllo de los requisitos sefl~ en la Ley tales como el
registro imico da protIfff1dcns RUP. estudios de desagregación tecnológica.
compt"8S de oWJctu3ión. pon;enlajfls de patticipación nlJCioflal. fOlmato ae
documetIIO$ procoriractuales.~ tIfI el patal, entfv 0ffW. Sera la
má:o'ma autOOdad de la entidad contratante la que delemHlle los requisitos
que S8 deberán cumplir en dit:ho$ PfOCtI~o •• •

1.4.2 ••.. Articulo 22.- Del P/8f1 Anual de Contrataciones.- Le máx.ma aut<xidad
de cada entidad oontnIlante apt'Obant el Plan Anual de Contref8Ciones
(PAC), hasta el " eJec/iciembfv del a"o inmediatamentll IJIlIftfiOr, el mi.smo
que conlendra IN oónl.s. bienes o servicios que se COtlb1ltaréfl dlJr8nlfJ
cada at'Io. en funoiótl de sus f&spectNas meles instluc;ionM S y de
con/ofmidad a lo aispuesto en e/IJI1/cu1O 22 de la Ley Orgoá~ del Sistema
NaciooaI de Conlratación Ptibhca.· El Plan af1U81 de coolratación podré 56r
refrxmado por IIJ mlJúmtl llulOt'icbd. medifltlte resoluciOO debidamente
m«lVooa. la misma cve junto COI! el plan reformado serán pubJicados en el
portal de COMPRASPUBlICAS...•

Ui ley Orgánica dala Contralorla General del Estado , LOCGE

1.5.1 •... ArI. 76.- Obligación de remitir información.· Las instituciones del
Estado y sus servidores, ul como los personeros repr':tsen/anles dfl /8S
personas ¡Uf/dices de d6fl1chO privado sorne/idas e/ cxmlroJ de /a
Contra/orla Genflral del Estado. en los términos previstos en le
presente Ley, están obligadas a proporcionar a ésta, exclusivamente para
fines del e..amen dfI audiloria, información sobre las operaciones o
transacciones cuando IN sean requeridas por esomo..:

1.6 Normas TécnÍl:a$ de Con trol Intemo para el Se<;lor Publico. vigentes

hasta el 13 de diciem bre de 2009

1.6.1 •.. . NTCf 110-13 CONTROl. ADMINISTRATIVO DE BlENéS VALORéS y
DOCUMENTOS,- •..• La máxima autondad de Cada entidad dtII .sectoI"
piJbhco dispont;Jrá la /omluIaciOtI ele procedltrIienIo que petmltan • conIrol
admonls/ralivo de todas .las opet'aoi::lrlt/s que constituyan e~uales

fesponsablKJades o derechos por blenes.•_ que no sffKitfffl su estflJdura
pafrimonial ... Los encargad!» de fa ctlslodia, sa/vaguarc#a y manlerJlmHlnlO
de los bienes.•• sujefos a coolrol iJfJminIslralNo. serán independtenIes de
lBs funcioIIes de auforiztJCión y de registro COfIfabJe. Los procedImfentos
incIuiriNI. en los casos que amedfffl. la contratación de pólizas de seguro
contra siniestros, póNzas de f;deIidlK1. seguridades, segIm el flpO de bl6nes.
medidas para su adecuada oonsefllaciól1 y para su manf8flimierlfo
preventivo y COtTeCtivo ... •

1.6.2 ••.• Z5(}.(J7 CONTROL Dé VéH!CULOS OFfCIALES._ Los vehlcufos
oonslifuyen un bien de apoyo a las actiVidades que desarroJla 61 persooal
de una entidad del saciar publico. Su cuidado y con5efllllción sllrf¡ un ll
praocupación conslante de la administración, siendo necesario que se
es/ablezcan los con/ro llls ql/II garanticen el bl/lln l/SO de /a/llS l/nidedllS. "

U (..~~ -6 .
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LBS pe rson as que tienen a su C8tyO al m_ jo de veh/(;u/Os oflClsI8s
/fmdriJn la oblig ación del cuidado y ~'onservaciótl del mismo ..."

.6.3 •.. . NTCI 250-11 MANTENIMIENTO DE BIENES DE LARGA DURACIóN.·
La adminislfllCión de la entidad veIafá 8fI foomJ constante POI al
msnlenim#enlo pnIV8f1tNO de 10$ bienes de larga chxaf::ión, a fitJ de
COn88fVar su estsdo ópPno de funCiOIlamietlto r proIcxIgar su vida tít,.­
Disell8riJ Y~ará {1f09f"IIII'Ias eJe mantenimienfopnwent;vo. I fin de 00
afectar II gestión operativa de la fKIIicJad. Corresponde a la dire<;{;ión
establecer 10$ controles neeesanos que le permitan estar al tanto de la
erlCiencia de /ales programas, as l como que Sf1 cumplen sus objel ivos ..,·

6.4 •••• NTCI 5QO-01 PlANIFICACIÓN · La plen irlCación es un proceso continuo
que comprende los métodos Y les técnicas que se aplicaran en 18
iABxación de los medios Y f8Cl.QOIJ dispotIibIas, CCIf'I el r", de tlkanzar10$
objefNos ~stO$ a /I1I~s de 1M acciones • realizarse en un periodo
detemJinado.- Para la pJtJnificación de proyedO$ Y progra'1IIJS se obsemn
/o siguienle:.- DefJnír priondades de los proyectos y progI8tnIJS e
d6sarrol/ar. de conronmdad con fas fawfl8d&s institucionales. con
consistencia e integridad.·ldentl(lCar objetivos y metas aJcenzablas.· Tomar
decisiooos resoeaa a lBS etapas e seguir: Pre factibilidad ylo factibitidad,
financiación. diseflo. modalidad de ejecución. conslrucciótl y
mantenimiento... • •

1 CodificKión de la L.y de ConlralKión Públle.a. vigente Il¡oslil e l 3 de

.plO de 2008

1.1 •. .. Art. 6 · E/(cepcior/es.•-- Se excePtuan rJe tos procedimien tos
preconlractua/es los siguientes contralos .,,- a) Los que sean recesoaos
pare superar emergencias graves que provengan de fuerz8 mayor o caso
fortuito )1 qll4l 1010 sirven p;Jro soIueion(Jr los de~ que .,qw/l~s /layan
producido O pnl'Vafflr 10$ que puedan suscilll r ...• "J Los QU9 celebren tiN
Estado con entidades rJsI seaoc pi¡bIK;o. é$lIJS entre si, o éstas con
ltfI'lProsas.•••

I Reglamento Sustilutivo del GenM.1 de ... Ley d. Conlfataeión p úb lic.lll,

vigente ha sta el3 de 19osto de 2008

1.1 •... Art.1.· Calificación de causas de e/(oneración de procedimientos
precontractuaies. - La ca/lficaci6n de la cause para que la entidad u
O"Jenismo CCWlfratante fJUfX/a acogerse a las e/(cepciones pnl'Vi$tas en el
articulo 6 de la ley competllfá al Preslckmte de la RepiJbJica, en los casos
de las letras eJ Y g): y BI """stro o BI representlJllte legal de la entidad )1

rxpanismo. en 10$ casos de las letras restantes - La delermin8ciórl de ,.
eseses anl9d/c/la cJebftriJ expresar. en el de<:reto, acuerdo o reSliuclón.
en f0/ffi8 fundamentada •

S U J# -r=<-«"'= - - -
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Con.tituelóll PoIitiea de la Republiu del Et~ 11998)

.... . Ait. 182.- EJ Pnlsidente di! M RepiJbIic.a rtOlificará la ded8T8Ciótl
cJf1I estado eJe ftfflftIl19I'IC 81 Congroso NIICiotIaI, cJentm eJelas ~. Y
CK;ho hora$ 8iguientas. la publicación cJf1I dacteto correspondiente. Si las
cimNlstancias /o justlfican!m, 91 Congreso N9dMaI pocXá revocar" cJelnfO
911 cua/quNN tiempo." El decreto de astado de emergencia tetKk' vigfInCiIJ
hasta por rm plazo mé(JI7!O de sesanta dlu. Si las callsas que /o
motivaron Pf1nJiSfÍ6ren, podrá ser renovado. /o qll8 será notifICado al
Congreso Nacional." Cuando las causas que molNaron el estado de
emergencia hayan desaparecido, a/ Presidenta de /a República decretará
Sil ferminación y. con al informe respectivo, noIificani inmediatamente al
CongrBSf) N9dMaI...'
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c. Recomenda ciones generales

,
Las entidades contratantes con el propósito de cumplir con los objetivos del Plan

Nacional de Desarrollo, sus objetivos y necesidades institucionales formularán sus

Planes Anuales de Contratación, con el presupuesto correspondiente, de conformidad

con la planificación plurianual de la Institución, asociados al Plan Nacional de

Desarrollo y a los presupuestos del Estado.

Si de acuerdo a la planificación estratégica institucional se prevé la necesidad de

ejecutar obras, adquir ir bienes o contrata r servicios , incluidos los de consultoría para

prevenir potenciales riesgos, deberán incluirlos en sus Planes Anuales de

Contrata ción , o en las correspondientes reformulaciones.

Si .se presentaren eventos imprevistos, tales como accidentes, terremotos,

inundaciones, sequías. grave conmoción interna, inminente agresión externa, guerra

internacional, catástrofes naturales y otras que provengan de fuerza mayor o caso

fortuito, a nivel nacional, sectorial o institucional, debidamente probados, la máxima

autoridad de la entidad, es decir quien ejerce administrativamente la representación

legal, emitirá la resolución que declare la emergencia, misma que será debidamente

motivada y sustentada.

Con el propósito de que las situaciones de emergencia sean concretas, probadas y

objetivas, las resoluciones dentro de sus motivaciones o considerandos establecerán

exactamente el o los eventos específicos generadores de la situación de emergencia,

identificando con claridad el alcance de las obras, bienes o servicios, incluidos los de

consultoría por contratar.

Con la finalidad de que las declaratorias de emergencia cubran oportuna y

efectivamente las necesidades provenientes de los hechos imprevistos, el alcance de

las contrataciones que se identifiquen en las resoluciones, tendrá el carácter de

inmediato, evitando considerar obras, bienes, o servicios, incluidos los de consultoría,

cuya ejecución deba realizarse a mediano o largo plazo, en cuyo caso, deberán

incluirse en las respectivas reformulaciones de los Planes Anuales de Contratación,

siguiendo los procedimientos correspondientes.

- 411 -
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mitidas las resoluciones de emergencia por parte de la máxima autoridad de

la enf d contratante, serán subidas al portal www.compraspublicas.gov.ec, dentro

i o de cinco días.
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Relumen del an'II.I.

Número de Número de
Relo luclonn ent ldade.

Resoluciones que c:umplen con los ~Ulsllos de constar defl lro de 1o.lill1ldos ". 87
enviados el lNCOP u conllar Ohc::ada. en el Portal

Resoluciones qve serán anal,udas • traW!a de aUod~ori.a o eumtlroH

" "~c::ia les nr ramado. Den e uci6n

"Resoluciones que son meuve de anal"" en el e. amen '".
% respecte de tlll resollJCl()r1n que cons' an en lo. Ii.tado.

66.53
enviados por e1 INCOP ~ pubhc::ad.. en el Portal

Resclucc nes Sin oOseNaclOnes " 28
% re. eco del.. analizadas 38 97

Resoluciones que constan en los listados del lNCOP ~ publicadas en el Portal,
.

pero que no son de emergenci as o son rall flcaclonlll de re.oIucionlll realizad.. 7 ,
por la m áxima autor idad de la enlidad cc ntratante

--- -% rea ectc de fn analizadas ".
Resoluciones ObseNada. 97 ea

,, ~. cto de tal analizad.. 58.79
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2. Banco Ecuatoriano de la Vivienda, BEV

2.1 Resolución No. GG-34-2009-BEV

Mediante resolución No. GG-34-2009-BEV de 22 de junio de 2009, publicada en el

portal www.compraspublicas.gov.ec el 20 de julio de 2009, la Gerente General (e) del

Banco Ecuatoriano de la Vivie nda. BEV, declaró en emergencia •... la contratación de

•

REPARACIÓN Y

ACONDICIONADO,

MANTENIMIENTO DE LAS

de la REGIONAL DEL BEV en

CENTRALES DE AIRE

Guayaquil, por lo que se

AUTORIZA la contratación directa para su reparación inmediata .. .•.

Entre los considerandos de la citada resolución, se hizo referencia a que el día 29 de

mayo de 2009, en el edificio de la regional del Banco Ecuatoriano de la Vivienda de la

ciudad de Guayaquil, se presentó un daño en las centrales de aire acondicionado,

producto de lo cual, varias de las áreas de oficinas y atención al cliente quedaron

desprovistas de una adecuada climatización.

2.2 Comentario

Del análisis realizado al texto de la resolución, se pudo apreciar que el daño producido

en las centrales de aire acondicionado del edificio regioñal del BEV en Guayaquil, por

su propio origen, descripción y naturaleza, no puede ser considerado como una

situación de emergencia o de fuerza mayor o caso fortuito, en los términos previstos

en el numeral 31 del artículo 6 de la LOSNCP y del artículo 30 de la Codificación del

Código Civil, puesto que correspondía a la máxima autoridad y demás funcionarios

encargados del control administrativo de bienes del Banco Ecuatoriano de la Vivienda,

realizar el control administrativo y adoptar las medidas oportunas de mantenimiento

preventivo de los bienes, a fin de conservar su estado óptimo de funcionamiento y

prolongar de esta forma su vida útil, de acuerdo a lo establecido en las normas 110-13

y 250-11 de las Normas de Control Interno para el Sector Público, vigentes al 22 de

junio de 2009, fecha en que se emitió la resolución.

2.3 Opiniones recibidas

2.3.1 Gerente General del Banco Ecuatoriano de la Vivienda

CÁTO~CE.~· - 14-



Con oficio No. 0305 GG de 25 de marzo de 2010, el Gerente General del Banco

Ecuatoriano de la Vivienda dio contestación a la comunicación de resultados

provisionales emitida con oficio DIAPA-EE-EMER No. 064 de 19 de marzo de 2010 ,

adjuntando únicamente la copia certificada de la declaratoria de emergencia No. GG­

34·2009-GEV (sic) de 22 de junio de 2009, sin realizar ninguna observación que

desvirtúe el comentario del equipo de control.

2.3.2 Ex Gerente General (e) del Banco Ecuatoriano de la Vivienda

Con oficio sin número de 26 de abril de 2010, la ex Gerente General del Banco

Ecuatoriano de la Vivienda respondió a la comunicación de resultados provisionales

emitida con oficio DIAPA·EE-EMER No. 098 de 14 de abril de 2010 , señalando en

resumen lo siguiente:

".. . 2. La declaratoria de contratación emergente, en efecto respondió a fo que se
conoce como caso fortuito, definido según el estudio del maestro P/aniol en razón del
"efecto u, es decir lo que recayó sobre la prestación de la cosa, por lo tanto se trata del
caso; es decir un suceso o acontecimiento eventual que pudo ser' previsto; y si
previsto, no pudo evitarse ...- si bien se proveyó del mantenimiento oportuno dado por
las instancias técnicas correspondientes, el colapso del sistema de aire acondicionado
no se pudo resistir ..."

2.4 Criterios del equipo de control

Entre los considerandos de la resolución No. GG-34-2DD9-BEV, se indicó que en el

edificio regional del BEV se presentó un daño en las centrales de aire acondicionado,

producto de lo cual, varias de las áreas de oficinas y atención al cliente queda ron

desprovistas de una adecuada climatización; sin embargo, no se especificó

explícitamente el origen de dicha avería y los efectos que ésta produjo en el sistema

de climatización del edifico; por lo tanto, al no identificarse expresame nte en la

resolución, no fue posible determinar la causa del desperfecto, por lo que no se pudo

argumentar una situación de emergencia, de acuerdo con el numeral 31 del art ículo 6

de la LOSNCP y el artículo 30 de la Codificación del Código Civil.

Adicionalmente, debido a que el objeto de la resolución es "Declarar en emergencia fa

contratación de REPARACiÓN Y MANTENIMIENTO DE LAS CENTRALES DE AIRE
'?0;.ovc II! ,..".,=--""":::: ~.~ - ---- -
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ACONDICIONADO, de la REGIONAL DEL BEV en Guayaquil...; se desprende que

recién en ese momento, se contrataba también el mantenimiento del sistema de

climatización del edificio, lo cual contraviene la oportunidad con la que debió haberse

realizado esta tarea, de acuerdo con las Normas de Control Interno para el Sector

Público citadas en el comentario.

La observación anterior se confirmó con la ausencia de documentación remitida al

equipo de control por parte de la ex Gerente General del BEV, que sustente la

afirmación de que se proveyó por parte de las instancias técnicas correspondientes, el

mantenimiento oportuno del sistema de climatización.

Por lo expuesto, el comentario se mantiene.

2.5 Conclusiones

La resolución de emergencia emitida por la Gerente General (e) del Banco

Ecuatoriano de la Vivienda para la reparación y mantenimiento de las

centrales de aire acondicionado de la Regional del BEV en Guayaquil, no

se enmarcó en las definiciones de situación de emergencia o de fuerza

mayor o caso fortuito, descritas en el numeral 31 del articulo 6 de la

LOSNCP y en el artículo 30 de la Codificación del Código Civil,

respectivamente.

Al haber emitido una resolución no motivada para la reparación y

mantenimiento de las centrales de aire acondicionado de la Regional del

BEV en Guayaquil, la Gerente General (e) del Banco Ecuatoriano de la

Vivienda incumplió la disposición del artículo 57 de la LOSNCP.

2.6 Opiniones presentadas con posterioridad a la conferencia final

No se presentaron opiniones.

2.7. Criterio del equipo de control

Los comentarios y conclusiones se mantienen.
/)/I! e o:(lt"s- _ /~c::,:~~~-;;:- -- - 16 -
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BANCO
ECUATORIANO
DE LAVIVIENDA

Guayaquil. ·06 JUL 2009 flr.U.l .•.. . . . . .

/

Señor Doctor
Jorge Luis Gonzales Tamayo
DIRECTOR EJECUTIVO
INSTITUTO NACIONAL DE CO='lTRATAClÓN PÚBLICA
Presente>

De mi consideración:

En base a lo dispuesto en el articulo 57.· Procedimiento. de la Ley Orgánica del
Sistema Nacional de Contratación Pública, con fecha 22 de JW1io del 1009 la
señora Gerente General del BANCO ECVATORIANO DE LA VIVIENDA,
resolvió declarar en emergencia para la obtención de la reparación y
mantenimiento a Jos Equipos de Aire Acondicionado al servicio del B.E.V
Regional Guayaquil: a fm de contratar directamente con el Jng. Gustavo Borbor
Pita: por lo que me permito solicitarle se digne disponer la publicación de la
ResoluciónGG-34-2009- BEV en el portal compras publicas.

Adj unto: Copia de Resolución GG·34·~009-BEV

PLB/SMM/md

Av. 2S de Julio Cena. Los Esteros • Conm. 2490660 • www.beveeuodor.eom • Guayaquil • EcuodoJ
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~!ANCO

1 ECUAlOW.NO
~V DHAVlVIENDA

RESOLUCION No. GG·34·2009·BEV

ROSA ORELLANA ROMAN
GERENTE GENERAL ENCARGADA

BANCO ECUATORIANO DE LA VIVIENDA

CONSIDERANDO:

QUE, el 29 de Mayo del 2009, en el Edificio Institucional de la Regional del
FJ ~nco Ecuatoriano de la VIVienda, de la ciudad de Guayaquil, ubicado en la
Avenida 25 de Julio Ciudadela Los Esteros, se present ó un dalia en las
Centrales de Aires Acondicionados, quedándose sin sistema de enfriamiento
las áreas de Negocios y Operaciones, Sección Ahorros, las oficinas de las dos
Secrelarias del Juzgado de Coact iva, el Departamento de Infonnática, la oficina
de Gerencia General, el área de Proyectos, la oficina de Promociones y
Ventas, el área donde antes se encontraba el Departamento de Crédito, y el
Hall de atención al público. todas estas áreas se encuentran en la actualidad
desprovista de climatización adecuada, que en suma denota un estado
deplorable que contraviene a un adecentamiento propio para una atención
eficaz y con eficacia para el usuario que cotidianamente asiste a realizar sus
pertinentes trámites, lo que está afectando el desarrollo normal de las
actividades, especialmente con la atención al público generando además
malestar. y reclamos por el paupénimo servicio que inadecuadamente se está
prestando;

QUE, atento a los informes proporcionados por los funcionarios y servidores de
la Regional: Aboqado José Aspiazu, Abogada Jacqueline Vera, Ing. Eddy
Arreaga. Raúl L6pez y Econ. Priscila Camba, comunican mediante correos
electrónicos internos, los pormenores de la indicada referencia constante del
acápite que antecede;

QUE, la señora Maria del Mar Duran Jarrfn, responsable de Servicios
Generales de la Regional del BEV, informa que se debe con el carácter de
urgente realizar la revisión del sistema de Aire Acondicionado afectado;

QUE, er rng. Eddy Arreaga, responsable de la Jefatu ra Ban caria d e
Informáti ca de la Regional del BEV Guayaquil, mediante correo Interno
electrónico fec hado el 4 de Junio del 2009, a las 13h13, dispone .1
personal de la Jefatu ra de Negoc ios y Operac iones, que procedan a
apagar las com putadoras hasta que se enfríe, porque ha ver ificado ese
cas o y existen otros problemas con algunas computadoras que están
calentándose demasiado lo que causa que se reinicien a cada momen to.
Señ ala además que el Departamento de Operaciones, por ser un área
"cerrada" el calor se concentra más que en otras áreas , insistiendo que
todas las computadoras que presenten el problema de calen tam iento,
deben ser apaga das para evitar cualquier daiio en las mismas;



I ¡

Art.1.- Declarar en emergencia la contratación de REPARACION y
MANTENIMIENTO DE LAS CENTRALES DE AIRE ACONDICIONADO, de la
REGIONAL del BEV en Guayaquil, por lo que se AUTORIZA la contratación
directa para su reparación inmediata;

Art.2.- La responsable del área Administrativa y/o Servicios Generales;
ejecutará el procese de MENqR CUANTIA por la adquisición de los servicios
que ascienden a US$. 13.583.00;

Art.3.- Una vez superada la situación de emergencia, se deberá publicar en el
Portal COMPRASPÚBLlCAS, un Infonne que detalle la contratación realizada y

.el presupuesto empleado, con indicación de los resultados obtenidos.

Disposlci6n Flnal.- La vigencia de esta Resolución hasta que se pueda
superar la emergencia, tendrá un plazo perentorto de treinta dias calendario.

La presente resolución entrará en vigencia a partir de su expedición.

Dado en San Francisco de Quito D.M." '2 2 j~'J. ,;)' ,

~~~ R~ax
ROSA O LANA ROMAN

GERENTE GENERAL ENCARGADA
BANCO ECUATORIANO DE LA VIVIENDA

•



16. Empresa de Agua Potable y Alcantarillado, EAPA San Mateo

Esmeraldas

16.1 Resolución No. 002·2009

Mediante reso lución No. 002-2009 de 16 de octubre de 2009 , publicada en el portal

www.compraspubJicas.gov.ec el 29 de octubre de 2009, el Presidente Ejecutivo de la

Empresa de Agua Potable y Alcantarillado, EAPA San Mateo Esmeraldas, resolvió :

•... Art. 1.- Declarar en emergencia la contratación de la compra de 2óOO medidores
para ser colocados en diferentes sectores de los 3 cantones (ESMERALDAS, RIO
VERDE y ATACAMES) donde suministramos el servicio de agua potable. cuyo
presupuesto referencial es de $ 89,000, con un plazo de entrega INMEDJATA.- Art.2
Contratar directamente la adquisición de los medidores, sobre la base de los precios
unitarios o costos determinados por el Departamento de Adquisiciones. Al efecto se
encarga al dep arlamen to j urídico el pertinente trámite do controtación en suuncion de
emergencia, hasta la suscripción del respectivo contrato, debiéndose publicar la
presente resolución en el portal www.compraspublicas.gov.ec..."

En los considerandos de la citada resolución, se mencionaron, entre otros aspectos,

los siguientes:

" ,_QUE, mediante informes presentados con oficios N° 0434-AC-FRD-2009 del 22 de
septiembre _del 2009 EAPA SAN MATEO Y EAPA-DF-CONT-O~5 1-2009 de 25 de
septiembre de! 2009 EAPA "SAN MATEO, los ingenieros...JEFE DE
COMERCIALIZA CiÓN.. ..JEFE FINANCIERO, funcionarios de la Empresa de Agua
Potable y Alcantarillado de Esmeraldas, en su orden, informaron al Presidente
Ejecutivo de la EAPA la necesidad emergente de realizar la compra de 2500
Medidores, ya que potenciales usuarios se encuentran con conexiones directas o en
estado inactivo gozando del servicio de agua potable y pagando un consumo mínimo,
lo cual es un perjuicio para la empresa y a la vez poder detectar el real consumo de
dichos clientes en sus predios, adjunto las respectivas solicitudes de bienes y partida
presupuestaria , señalando que la citada compra se encuentra incluida en el PAC... "

16.2 Comentarios

Del análisis del texto de la resolución, se observó que la resolución se fundamentó en

que los usuarios disponían de conexiones directas o en estado inactivo y pagando

consumo mínimo, en definitiva no se hizo referencia 3 ningún acontecimiento grave o

situación de fuerza mayor o caso fortuito, de carácter imprevisto, por lo cual, al no

existir motivación o causal que origine una situación de emergencia, la resolución

•



careció de fundamento para su emisión, incumpliendo de esta forma con el artículo 57

de la Ley Orgánica del Sistema Nacional de Contratación Pública.

Adicionalmente, la declaratoria de emergencia se formuló para poder detectar el real

consumo, situación que tampoco se enmarca en lo definido específicamente en el

numeral 31 del artículo 6 de la LOSNCP, como una situación generada por

acontecimientos graves o que provenga de fuerza mayor o caso fortuito.

Un último argumento para la declaratoria de emergencia señaló que la citada

adquisición se encontraba incluida dentro del PAC, esto ratifica que no se trató de un

hecho generado por acontecimientos graves tales como accidentes, terremotos,

inundaciones, sequías, etc., por lo tanto, al haber incluido la adquisición como parte

del PAC, es decir, una compra ya programada debió seguir su trámite normal.

16.3 Opiniones recibidas

Presidente Ejecutivo de EAPA San Mateo Esmeraldas

Con oficio No. 046-A-04-2010-EAPA SAN MATEO de 15 de abril de 2010, el

Presidente Ejecutivo de EAPA San Mateo Esmeraldas, contestó a la comunicación de

resultados provisionales emitida con oficio DIAPA-EE-EMER No. 090 de 7 de abril de

2010. Señaló que se justificaba la declaratoria de emergencia en las siguientes

razones: la recomendación del Ministerio de Desarrollo Urbano y Vivienda, MIDUVI,

de la importancia de la micro medición de consumo de los usuarios siendo necesaria

la instalación de por lo menos 20 000 medidores de agua potable para tener mejor

control de la producción de agua potable lo cual está provocando pérdidas de un 67,7

% a la empresa, debido a la gran afluencia de usuarios potenciales que se

encontraban con conexiones directas o en estado inactivo y gozaban del servicio, que

en razón de la demanda, el stock que se mantenía en bodega se había agotado lo que

generó reclamos por parte de los usuarios que ya cancelaron el valor de,los medidores

y otros que tenían ingresada la solicitud de compra.

- 110 -



16.4 Criterio del equipo de contro l

En manera alguna se cuestionó la adqufsición de los 2 500 medidores, pues aparte de

ser un compromiso asumido con el Ministerio de Desarrollo Urbano y VlV~nda ,

MIDWI, es una recomendable decisión que permitirá mejorar el nivel de

recaudaciones y bajar el porcentaje de agua no contabilizada, lo que se observó fue la

forma de compra que elude los procedimientos de concurso bajo el argumento de la

emergencia que no se evidenció, pues no se demostró un caso fortuito que la

jusblique. ni constituyó un caso tortuito o de fuerza mayor, máximo si tal compra

estaba debidamente programada en el Plan Anual de Contratación institucional.

16.5 Conclusió n

la resolución de emergencia emitida por el Presidente EjeClltivo de EAPA San Mateo

Esmeraldas para la adquisición de 2 500 medidores, no se enmarc6 en la definición de

·SItuaciones de Emergencia" prevista en el noneratat del articulo 6 de la l OSNCP,

esto .es. que sea generada por acontecimientos graves tales como accidentes,

terremotos. inundaciones, sequias, grave conmoción interna, inminente agresión

externa. guerra internacional, catástrofes naturales. y otras que provengan de tuerza

mayor o caso fo~u ito. a nivel nacional. sectorial o institucional. l as adquisiciones

necesarias para dar cumplimiento a los objetivos institucionales. debieron cerurse a lo

dispuesto en los artlculos 22 de la lOSNCP y 25 de su Reglamento.

16.6 Opiniones presentadas con posterioridad a la conferenc ia final

No se presentaron opiniones sobre el contenido del borrador de informe.

16.7 Criterio del equipo de contro l

Los comentarios y la conclusión se mantienen

c~-..!,..,~ t.. 'J«~,e ~~_
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.ttl'WC.ICA 0fI. fC IIADO.
CONSEJO DI LAJUOICAJUU DI JlI.....SlCIÓIof

RESOlUCIÓN DE EMfltGENClA No. Ol.CJT·DG-20l1

OIAteaON GENERAL
CONSEJO DE LA JUDICATURA OET1l:ANSlCIÓN

CONSlOERANDO:

OU., e l artkulo 11. numer~ 1 9 de 1a Constit uclOn de 1, República dispone que ; "El má s alto deber del
Estado constst .. en respetar y hacer respetar los eerectes ga rantizados en la Const itu ción.

•
El Es la do. JlIS dt.>/egotorios. conCI!S/OIlrm'os y lodo persono que oaúe'~ ej ercicio de l/no potestad
público, es torón obligodos a reparor las violaciones o los derechos de los parflcvlo,f's por la f olro o
d"fi~nciQ en la p"~stQción ae los servicios públicos. o por las acciones u omisiones de sus
funcionarias yfuncionario!>, y empi~dQj y empleados públiCOSen el de5em~ikJ de 511S corgos.

El Estodo efrrceró ck formo iflrnHiolo el ú recho de repetldón ~ conr,,, de los ~"onos

rt$llOllSD~ del dalia produddo. sin ~juido dt las respansabilidodl!S civiln. ~nalfi y
admitlistratMJs.

(1 Estada sffli rfiPOl'wbk por dff~n QTOifrana. ~ar judioal, ,,"ardo injustificada a
inc1d«uoda admiflisrradón d~ justICia, vtoIad6n rkI drrnha a la tut~a judidol ~/tdrIlQ. y par las
vioIacionn ~ las principios Y~ai tWf d~t:Hdo prQCfiD.

Cuando lino srI'I t.mcia candrmutona SflI 'qarmada a rrvocoda, ~ Estada r~parQt"6 a Jo~rRlng qu~

/layO sufrido~ como rtwltada~ 101srI'Ill'ncia y,d~rad4 lo mpotlscbtlidtJd por ta/fi aetai Ol'
St"rvidoros o St>rYid<Jrfi pUblicas. admi/lijtroti\lOS o jWicio/t>s, St" repeliro l'n contra dt> rlfos.-;

Que, ~I articulo 15 de 1" Constitución ee la Re pública indiCél que: "Toda perwna ueee derec:ho <lI
acceso , ral uito a la juslicia y a la tutela efectiv a, impa rcial y t'><Pedita de sus ee-eeeos e inte reses.
con suJeción a 10$ princ ipios de inmt>(liaclón y c:elt!fidad; q...e en ningúll caso q...edará en
indefensión. El incu mplimiento de las resoluc~ jlldicia~s será sancionado por la l~_ ·;

Que, el artículo 167 de la Constitu ción ee la Rep;jblica señala que : - la potestad de adm inistrar
just icia emana del pueblo V se ejerce por los órganos de 1" Función Judici,,1, " si como por los d<!m;h

~ó","o., '''''00'' ""bI,"'o. '" l. Co",",","o", f



Que, el artículo 169 de la Constitución de la República dispone que: "El sistema procesal es un
medio para la realización de la justicia; que las normas procesales consagrarán los principios de
simplificación, uniformidad, eficacia, inml'diaciÓn, celeridad y economia procesal, V harán electivas
las garantias del de bido proceso; y, que no se sacrificará la justicia por la sola omisión de
formalidades,";

Que, el articulo 172 de la Carta Política manda que; "ras juel as V jueces administrarán justicia con
sujeción a la Constitución, a los instrume ntos internacionales de derechos humanos y a la ley.

las sel"\lidoras V servidores judiciales, que lnd uyen a jueras V jueces, V los otros operadores de
justicia, aplicarán e l principio de la deblda diligencia en los procesos de administración de Justicia.

las ¡uezas V Jueces serán responsables por el perjuicio que se cause a las partes por retardo,
negligencia, denegación de justicia o quebrantamiento de la lev.";

Que, el articulo 177 de la COnstitUCión de la República expresa que: HLa Función Judicial se compone
de órganos Jurisdiccionales, órganos administrat ivos, órganos auxiliares y órganos autónomos. la
ley determinará su estructura, fundones, atribuciones, competencias V todo lo necesario para la
adecuada administra cIón de Justicia.·;

Que, de conformidad con lo dispuesto por e l articulo 178 de la COnstitución de la República del
Ecuador , inciso primero dice: "El Consejo de la Judicatura es el órgano de gobierno, administración,
vigilancia Vdisciplina de la Función Judicial.";

Que, el artÍCu lo 3 del Código Orgilnico de Función Judicial dispone que: uCon el fin de gorontllOr el
acceso o lo justicia, el debido prcn:eso, lo independf,>n(;Ío judicial y los demás principios establecidos
en lo Constilución y este Código, denlro de los grandes lineomienlos del Plan Nadonal de Desarrollo,
los órganos de lo Función Judicial, en el ámbito de sus competencias, deberán formular polílicos
administrativos que lransformen lo Fun(;Íón Judicial para brindor un servicio de colidod de ocuerdo o
los necesidades de los usuorias y usuorios; poliUcos económicos que permitan lo gestión del
presupuesto con el fin de optimizar los recursos de que se dispone y lo planificación y programación
oportuno de los Inversiones en Inf raestructura fisleo y operacional; políticos de recursos humanos
que consoliden lo correra judicial, fiscal y de defensorio público, fortalezcan lo Escuela de lo Función
Judicial, y erradiquen lo corrup(;Íón.H;

Que, el artículo 14 de l cód igo Orgánico de la FUI>C ión Judicial consagra los principios de autonomía
económi ca, financiera Vadministrativa de los que goza el mencionado poder de l Estad,o, para lo cual
e l Estado tend rá la obligación de e ntregar los recursos scñcrentes para satisfacer las necesidades de l
sel"\lic1o judicial que garantice la seguridad Jurldica;

Que, e l 7 de mayo de 2011, se realizaron el Referéndum y Consulta Popular 2011, cuyos resultados
fueron publicados en el suplemento del Registro Oficial 490, 1'113 de Jul io de 2011;

,



Que. ~n la 1lf~lunt.ll 4 V iI<>e.O 4 MI prO«'IoO ee rt t f'réndum V consultil pop.....r ee 7 ~ maro ee
2011, cU'(OS r~ltildos est;in publ ie.1dos ~ ~ klp~tO del R~li'Stto OfiCUl 490 de 13 de julio d~

20 11, ~ p~blo e"CUiltOfi¡;¡no dispuso que un COnloejo de Ia JOOOII•• de Tr.llftSi(lón ~ el plato
imprOlYog.llblt de dietiodlo eeses t~rl' toclas l.s comPf!tencias ~stilblH>das ~ la Constitución V

~ el Códilo Organico de la Función Jud icial, V rHStructur~ a la FunciOO JudICial;

Oua'. el artic ulo 6, nulTlt'fal 3 1 de la l tv OrC. nie.a del Sistema NiI(ioNl de COntratación Publica
detiM .Il las sil uacione'l de emerlenci.ll como ._ rJqu~los fJnI~rados por_trdm~lItos CI"'V"

toln como ocddellles. tcorremot05. illund«iotles. ~uku. grovt' conmoción illlemo, illminent l"
agrtsiOrt ....,~. guerra intl"f1lOdOnol. «tI",trofes noturales. JI at r05 Que prcwent}On d.. fuerzo
17>O'fOf" o cosofonuita, o nivef nodollal, sectorial o inst itudonol.· ;

Que. el.rt;culo S7 de la l tv Qrgáno del Sistema NilCional de Conlfalac:ión Pútlliu m.llnda que •...
para ottndt'r los situocicmes de~rfJt'ncio dt'finidos ert el numero 31 del articulo 6 de dicho ( el'.
prelliomente a iniciarse el procedimienlo, el Ministro de Estado°en g..nerollo mlbimo autoridad de
/o elllidod deberá emitir resciuddn motivado que d..dore lo emerr,¡..ncJo, poro justifICar lo
contratoc/ón. Dic/10 resoludón s.. publicord en el Portol COMPRASPUBHCA5. La entidad podró
contrator de monera directo, y bojo responsabilidad de lo má.imo autoridad, los obras, bienes a
s~rvicios, incluidos los de consultona, Que se re qu ieran de manero estricto para superar lo situación
de emergencia. Podrá, ine/usi",., contratar con empresas ....,ranj ..ros sin requ..rlr los r"Quisltos
prevtos d.. domiciliación ni d.. pres..ntoción d.. garantías; los cual..s se cumpllrón una vez suscrito el
respectivo contrata. En todos los cosos, uno vez superado la sit uación de emergencia, lo má _Imo
QutQridod de IQ Entidad ContrQtant.. publicorcl en ~ Porta l COMPRASPúBUG4S un informe que
detall.. /os contrataciones realizados y el presuP'Jeno empleado. con Indicodórl de /os result odos
obtenidos.•;

Qut'••1 ser los rl'suftados de 1, Consull.ll Popul3r 2011 di!' (.;lr"ácter obl igalorio y P"fHlIOfio. es
i!'mergi!'nti!' ri!'alilar los cambios para l. rf"tsuucturación de la f unóán JOOicial de una manera ágil,
puM Hl ra tOO de los rt'SulIiMfos del Ri!'fi!'r~,,", V Coosult, PopuI.Ilr 2011 publ~ l'n I!'!
Supli!'rTll!'nto dI!'! R~stro Ofi6<t1No. 490 ee 13 de ju~o de 2011. dt' ¡¡J(l,II!'róG . la Ilfi!'c"nt. ~. 4, ~
Consejo de loo Judotura de Tr.nsidón tu..n" C(In un p1.1lZ0 improrrogable de 18 mi!'St'S, para
SU Pf!ru las situiiKlont'S Irav..s QI,II!' atr_ esa la adminin ratión de ;ust icia;

Que. de ilCl,II!'rdo a los rf'SUltados di!' la Consoll . Popul3r 20 11 publicados en el Sup~mento dE!1
Registro Oficial No. 490 ee 13 d.. julio de 2011.. particularmt'nlt' liI prt'gunta No. lo, W' r~fOfmó t'l
.Ilrticulo 20 dt>l RÉ'girnt>n dE! Trilnsición así: "Se disuelve el actual Pleno del Coruejo tk lo Judicatura;
en su reemplazo se crea un Consejo de /o Judicatura tk fronsición, conf OTm<1do~ tres delegados
deslfJnodos y sus respecti"OS alternos: uno por ~ Presiden te de /o ReplibliN, uno~ /o Asamblea

Nocional y uno por lo Función de f ransporencio JI Control Social; todos los delegados y Sl/S alte~

est ofÓn sometidos a juido político. EJlI!' Consejo de Jo Judicatura tronsotario t..ndr(J todos los
facultodes ..stablecidas en lo Consti tución, osi cama 105 dlspue-stos en el Código Orgdnico de la
Función Judicial, JI ejercerón susfuncion.., por un período improrrogable d.. 18 meses. El Consejo de
lo Judocotura definitivo se conformará mediante el procedimiento estoblecldo ..n ..1articulo J79 dl"la1CO"""""'" ,"m,"'",o. "CO""jo ', Po"'"PO"'" ""' ",0"0 , Co""olSodol 0" '"'0'' ' ": lo,



miembros del nuevo Consejo de lo Judicatura estén designados antes de concluidos los 18 mesesde
fundones del Consejo de lo Judicatura de transición. QlJedo sin efecto el conwr.;o de méritos y
oposición que llevo o coba el Consejo de Participoción Ciudadano y Control Social poro lo
designación de los nuevos vocales del Consejo de lo Judicatura", por lo que el Consejo de la
Judicatura de Transición tiene el carácter de temporal y una vez concluido el plazo de 18 meses se
conformará el Consejo de la Judicatura def init ivo de acuerdo a lo establecido en el articulo 179 de la
Constitución reformado por la pregunta No. 5 del Referéndum VCon.ulta Popular 2011;

Que, el Consejo de l¡¡ Judicatura debe cumplir con el proceso de reestructuración Vmodernización
de la administración de justicia en un plazo Improrrogable de dieciocho meses, privilegiando la
designación de jueces, la formación V capacitación del personal, la reestructura y
redimension¡¡miento institucional, la provisión de tecnológica de última generación, di~t al i zac ión

de archivos, adquisición, remodelaclón V const rucción de infraestructura física acorde a los
servicio. que presta; entre ot ros bienes V servicios;

Que, los organismo. de la f unción Judicial en e.pecial los organismos jurisdiccionales,
admini strativos V auxiliares deben garantizar el eerecbo al acceso a la just icia, a la tu tela efect iva,
imparcial Vexpedi ta de los derechos de todaslas personas;

Que, la realidad Inst itucional ha afectado la gestión Integral, oportuna, eficiente y eficaz, que debe
prevalecer en la administración de Ju.t icia, con evidencias erares en var ias áreas, puntualizando las
siguientes: 1) La tendencia histórica de la toma de decisiones por parte de la. Autoridades de la
f unción Judicial, se ha enmarcado en Intereses ajeno. a la inst itución; 2} Las est ructuras orgánico­
fUl'lC iona'es no se compad<!(en con la realidad de la FunCión Judicial; 3) Los cuerpos legales que
rigen el procedimiento judidal no han evolucionado en fUrIC lón de la. necesidadescomuni tarias; 4)
No existe una adecuada coordinaCiÓll con las diferente. in.tituciones de la Función Judicial, menos
aún con otras dependencias Involucradas en los sistemas de just icia y seguridad ciudadana; 5)
Ausencia de sistemas inform áticos·estadisticos que permitan generar información sol ida para la
planificación estratégica institucional; 6) No se han realizado procesos de modernización fl . ,ca,
estructural V sestenrea 11 lo largo del t iempo que permita la ccnsecccién de resultados; 7} La
Incorporación de herramientas informát icas Vtecnológicas que facilit en los proceses inst itucionales
ha sido limi tada, entre ot ras;

Que, la deficiente administración de Justicia ha ocasionado que aproximadamente 1"215"000 causas
no lleguen a resolverse en cuanto a la determinación de responsabilidades y aplicación de
sentencias, alcanzando no más de un 70% de cumll limi ento por ailo desde el 2002 al 2008,
promoviendo de esa manera, Junto con ot ras causas, el aumento de la inseguridad ciudadana y de
la Impunidad;

Que, el Consejo Naclonal de la Niñez y Adolescencla, en el año 2011, realizó una e-c uesta a 95
juzgados de la niñez y adolescencia de la cual se obtuvo como resultado un Informe que cond uye:
Que del 100% de la muestra, solo 32% poseen oficinas proptas, exponiendo la falta de
infraestructura adecuada para prestar los .ervicios de just icia a la ciudadanía; dentro del área
tecnológica, de la muestra de judicaturas en 20 provincias solo existen 299 computadoras de las

•



cueres sólo en las provincias de Plctl inctl3. el Oro. Azuay y Tunguratl ua se enCuent r3n en buen
est3do, tomando en cuenta que 3 nivel nectoner el 44% de 13S judicaturas poseen un software para
el manejo de causas, un 76% poseen lineas telefónicas, un 14% poseen cuenta institucional de
correo elect rónico y solo el 39% se encuent ran conectadas al servidor del Consejo de la JudiCil tura;
también se concluye que de la muestra el 89 % requiere de person31 de apOyO por responder
oport unamente al número de necesidades de los usuarios del sistema judicial.

Que, es neceser-e que se efectúe una evaluación de los servidores y servideras judiciil les a fin de
que el Estado pueda cumplir con sus propósitos y fines que incluye una correcta y ef icaz
administ ración de justicia; y, una reforma integral en el sector justicia para solucionar la profunda
crisis en que se encuent ra;

Que, el Código Orgánico de la Función Judicial expresa dentro de las disposiciones transitor ias
tercera, séplima, octava y novena, varia . acciones con plazos perentorios dentro de rnatertas como
niñez y adolescencia y contravenciones, sistema notarial, registro de abogados y elaboración de
reglamentos de funcionamiento de la Función Judicial, a cumpli r dentro de ptazos ya estilb lecldos,
que varían entre noventa días y no mayores a un año.

Que, desde el a/lo 2002 se h.i incrementado un 40% el ingreso de causas judiciales. exponie"do la
creciente demanda de la ctudadanta por servicios de justicia, lo cual ha eeec lugar a que la
ciud3dilnía desccnñe de una Función Judicial que " O ha cumplido con los principios de celer idil d,
acceso a la justicia, tu tela judicial efectiva de los derechosy obligatoriedad de administra r justicia;

Que, de conformidad con el artículo 1 de la RE'soluclón INCOP No, 045-10 de 9 de julio de 2010, el
hecho declarado consti tuye una situación emergente por ser concr~o y probado;

Que, todos los ccesteeraeecs precedentes consti tuyen acontecimientos GRAVES por los que
atreviese la Función Judicial, que son concretos, probados y objet ivo. ; los cuales deben ser
resueltos de forma Inmediata, ya que las consecuencias de su Ialta de atención, serían
imprevisibles;

Que, el numeral 2 del articulo 280 del Código Orgánico de la Función Judicial dupcne que al Director
General del Consejo de la ludicatura le corresponde ejercer la representación legal, ju dicial y
extrajudicial de la Función JudiCial;

Que, mediante Decreto ~jecutivo No. 872 de 5 de sepliembre de 2011, el Presidente de la
República, declaró el Estado de Excepción de la Función Judicial, por el plazo de 60 díilS.en razón de
las facultades que confiere la Const itución de la República en su articulo 164;

Que, el numeral 16 del erucore 6 de la l ey Orgánica del Sistemil Nilclonal de COntratación Públlcil
define que la Máxima autoridad es: ~... Qu;en ejerce odm,nistrotivamente lo representación lega; deJO" "dod C""o.o"" . . .-, s



En~OCio di!' 1," ~ lri~ Qut le confi@re el num.r~1 2 d~ ~ rticulo 280 <k>l C6c:li¡o Org~nico di!'
~ fundón Jud~l:

RfSUUVf:

Ankulo 1.- [)@<I~r~r I~ l' ml'r l eontiam la f unción Judicial, ~ fin de resolver la li luxión crítiaI por la
Q~ ~travifi<l V garant izar e n drill da forma l'1eereene al eceesc a la justicia V a la tutel a judicia l
efec tiva y atendl!'r la ¡nmi~nte conmoció n inte r",.,q~ se ha producido por este hecho.

Articulo Z.-.Declarar como acción prioritaria la l'jecución de los proyect os de t ransformación de la
justicia en el Ecuador, conten idos en e l Programa de Reestru cturac ión de la función Judicial.

Art iculo 3.- la prl'Sf'nll' ded aratoria de eml'rgl' ncla es de aphcacióo eulusiva para la Direc<:ión
ee...ral del consejO di!' la Jud icatura di!' Transición V se emplnrá para la ;tdquisición o
¡ure ndamil' nto de bi_ s. tjoeWción di!' obras y prl'stae:16ndi!' servicios, incluidos los di!' consultoría.

Articulo 4._ Para la apliUdón de la pre smtl' ,e'SOlllCión de ~IMCia. se eje<:utilrán
contriltadones de xUl!'ldo,1procedimiento previsto tn el inciso Z<k>l articulo 57 di!' la l ey Orlilnic~

<k>l SistHn~ Nacional . Contratación PU blica, sin perjl.licio di!' ~ectuar proc..o im;'ffitos de- sell'¡C~,

de prl7Vft'dorfl; V, en cualq.... CilSO bajo los eneeesde IN'jor costo prh'istos en losnumeor~1fl, 17.
18 Y19 dl!'l ilrtículo 6 di!' la lty Or¡:i1niu del5istl'~ Nacional di!'Cont ratación PUblica.

Aniculo S.- l ilSconlratadoroes prlNistas en el ilfIiculo anteorior deberiln ólPOf't~r ~ ta consecución de
los objetlvQs para SUPl"" e! estado de emergenci il tn conc ordancia con lo establl'cido en el artic ulo
5 e e ta Resolución No. 045· 10 del Inst itut o Nacior,,1de Contratación PUblica.

Artlcufo 6.- De la eje<cución de e sta res olución endrgUl' se a la Dirección Gl'neral y a las Direcciones
Nacion ales del Consejo de la Judicatu ra de Transición.

Art Iculo 7.- Publ íQue~ esta Rl'so lución l' n el portill ee COMPRAS PUBlICAS, como lo esta blece la
Rl'solución No. 045-10 del lnst 'tuto Nitcional de Cont ratación Pública.

Articulo l.. Estil resolución entrará I"n vigencia il partir dl' esta fech a, sin periulcio di!' su pu blicación
en el Registro OficiilL

Dado, en la ciud~ de Quito. Distrito Metropolitano. ' Z2 di!'septiembre del201 1.

Dr. Vl!las1egui
RECTORGENERAL

CONSEJO DE lA JUOICATU RA OETItANSlO ÓN

•
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Quito, D. M., 29 de septiembre del 2011

DICTAMEN N.º 008-11-DEE-CC

CASO N.º 0010-11-EE

LA CORTE CONSTITUCIONAL,
para el período de transición

Juez Constitucional Sustanciador: Dr. Roberto Bhrunis
Lemarie

I. ANTECEDENTES

El economista Rafael Correa Delgado, en su calidad de

Presidente Constitucional de la República del Ecuador,
conforme a lo dispuesto en el artículo 166 de la

Constitución de la República, mediante oficio N.º T.6102-

SNJ-11-1124, de fecha 5 de septiembre del 2011, notificó
al señor Presidente de la Corte Constitucional, para el

periodo de transición, la declaratoria del estado de
excepción en la Función Judicial.

La Secretaría General de la Corte Constitucional, para el

periodo de transición, el día 5 de septiembre del 2011
certificó que no se ha presentado a esta Corte

Constitucional otro decreto de excepción con identidad de
objeto y acción. En virtud del sorteo realizado en sesión

del pleno del organismo de fecha 01 de septiembre del
2011, le correspondió sustanciar el presente proceso

constitucional al Dr. Roberto Bhrunis Lemarie, en su

calidad de juez constitucional.

II. LA NORMAOBJETO DE PRONUNCIAMIENTO
DE LA CORTE

CONSTITUCIONAL

“N° 872

RAFAEL CORREA DELGADO

PRESIDENTE CONSTITUCIONAL DE LA REPÚBLICA

CONSIDERANDO:

Que el artículo 167 de la Constitución de la República
dispone que la potestad de administrar justicia emana del
pueblo y se ejerce por los órganos de la Función Judicial y
por los demás órganos y funciones establecidos en la
Constitución;

Que el artículo 177 de la Constitución de la República
expresa que la Función Judicial se compone de órganos
jurisdiccionales, órganos administrativos, órganos
auxiliares y órganos autónomos. La ley determinará su
estructura, funciones, atribuciones, competencias y todo lo
necesario para la adecuada administración de justicia;

Que de conformidad con lo dispuesto por el artículo 178
de la Constitución de la República del Ecuador, publicada
en el Registro Oficial No. 449 de 20 de octubre del 2008,
el Consejo de la Judicatura es el órgano de gobierno,
administración, vigilancia y disciplina de la Función
Judicial;

Que el artículo 3 del Código Orgánico de la Función
Judicial expresa: “Con el fin de garantizar el acceso a la
justicia, el debido proceso, la independencia judicial y los
demás principios establecidos en la Constitución y este
Código, dentro de los grandes lineamientos del Plan
Nacional de Desarrollo, los órganos de la Función
Judicial, en el ámbito de sus competencias, deberán
formular políticas administrativas que transformen la
Función Judicial para brindar un servicio de calidad de
acuerdo a las necesidades de las usuarias y usuarios;
políticas económicas que permitan la gestión del
presupuesto con el fin de optimizar los recursos de que se
dispone y la planificación y programación oportuna de las
inversiones en infraestructura física y operacional;
políticas de recursos humanos que consoliden la carrera
judicial, fiscal y de defensoría pública, fortalezcan la
Escuela de la Función Judicial, y erradiquen la
corrupción.”;

Que el artículo 14 del Código Orgánico de la Función
Judicial establece los principios de autonomía económica,
financiera y administrativa que goza el mencionado poder
del estado, para lo cual el Estado tendrá la obligación de
entregar los recursos suficientes para satisfacer las
necesidades del servicio judicial que garantice la
seguridad jurídica;

Que el 7 de mayo de 2011, se realizó el Referéndum y
Consulta Popular 2011, cuyos resultados fueron
publicados en el suplemento del R.O. 490, el 13 de julio de
2011, los cuales expresan los cambios administrativos a
realizarse (Pregunta 4 y 5) y las reformas a la
Constitución de la República y al Código Orgánico de la
Función Judicial, para proceder a la transformación de la
Justicia en el Ecuador;

Que como resultado de la pregunta 4 del Referéndum y la
Consulta Popular 2011, se enmienda la Constitución de la
República en su artículo 20 del Régimen de Transición el
cual expresa: “Se disuelve el actual Pleno del Consejo de
la Judicatura; en su reemplazo se crea un Consejo de la
Judicatura de Transición, conformado por tres delegados
designados y sus respectivos alternos: uno por el
Presidente de la República, uno por la Asamblea Nacional
y uno por la Función de Transparencia y Control Social;
todos los delegados y sus alternos estarán sometidos a
juicio político. Este Consejo de la Judicatura transitorio
tendrá todas las facultades establecidas en la Constitución,
así como las dispuestas en el Código Orgánico de la
Función Judicial, y ejercerán sus funciones por un período
improrrogable de18 meses…”;

Que los ecuatorianos claman por la correcta aplicación de
la justicia y la posibilidad de contar con un servicio digno
e instalaciones necesarias para el correcto funcionamiento
judicial;

Que la Función Judicial necesita una nueva estructura
institucional que permita implementar y controlar
eficazmente la gestión estratégica y operacional y se
convierta en un verdadero órgano de gobierno y
administrador de justicia;

Que el Consejo de la Judicatura, debe cumplir con un
proceso de modernización para mejorar sus unidades
judiciales con una estructura de servicio al público que
requiere innovación tecnológica de última generación,
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digitalización de sus archivos, implementación de personal
capacitado, infraestructura física acorde a los servicios
que presta; entre otros bienes y recursos;

Que la calidad de servicio de la Función Judicial se
encuentra deteriorada, el mismo que es progresivo por los
problemas económicos y financieros sufridos en los
últimos tiempos;

Que mediante oficio No. 123-P-CJT-MJ-2011, de 29 de
agosto de 2011, el Presidente del Consejo de la Judicatura
Transitorio ha solicitado la declaratoria del estado de
excepción en la Función Judicial en razón de que: i) no se
cuenta con sistemas informáticos apropiados que permitan
generar una información sólida para la planificación
estratégica institucional, ii) no se han sostenido los
procesos de modernización por lo que no se han
conseguido los resultados esperados, iii) las estructuras
orgánico funcionales no se compadecen con las exigencias
ciudadanas de la Función Judicial, iv) los procedimientos
judiciales no han tomado en cuenta el desarrollo
tecnológico y no han mejorado sus etapas, fases y pasos lo
que ha conspirado con una falta de oportunidad en la
administración de justicia, v) la incorporación de la
tecnología a los procesos tanto judiciales como
institucionales tiene fundamental importancia para
erradicar la acumulación de causas así como la inacción
de los órganos de administración que han conspirado
contra el derecho de los ciudadanos a una administración
de justicia eficiente y oportuna; vi) que no existe una
adecuada coordinación entre las diferentes instituciones
de la Función Judicial y de ésta con las dependencias
involucradas con el sistema de justicia y seguridad
ciudadana, vii) el aumento anual de causas que requieren
de atención y servicio de la Función Judicial en el año
2008 fue superior en un cuarenta por ciento (40%) con
respecto al año 2002; viii) el decremento de la resolución
de las causas ocasionó que en el mejor de los casos se
cumpla únicamente con el setenta por ciento (70%) de
resoluciones previstas en el año pasado, ix) todas las
condiciones antes indicadas han generado un
represamiento de aproximadamente un millón doscientas
quince mil causas que deben ser atendidas;

Que la situación angustiante de la Función Judicial, no
permitiría ofrecer el servicio de administración de justicia
de forma oportuna e integral como se merecen los
habitantes del Ecuador y más bien su deterioro por los
fenómenos indicados supra podría generar una grave
conmoción interna; y,

En ejercicio de las facultades que le confieren los artículos
164 siguientes y de la Constitución de la República; y, 29
y, 36 y siguientes de la Ley de Seguridad Pública y del
Estado,

DECRETA:

Artículo 1.- Declarar el Estado de Excepción en la
Función Judicial, a fin de resolver la situación crítica por
la que atraviesa y garantizar en debida forma el derecho a
la justicia contemplado en la Constitución de la República
y prevenir una inminente conmoción interna.

Artículo 2.- Declarar la movilización nacional
especialmente de todo el personal de la Función Judicial,
con la finalidad de garantizar el acceso a la justicia
oportuna e integral a los habitantes del Ecuador.

Artículo 3.- Declárese acción prioritaria la formulación,
ejecución e implementación de los proyectos de cambio de
la justicia en el Ecuador, mediante el Plan de
Transformación de la Justicia.

Artículo 4.- El período de duración de este estado de
excepción es el de sesenta días a partir de la suscripción
del presente decreto ejecutivo. El ámbito territorial de
aplicación es en toda la República.

Artículo 5.- El Ministerio de Finanzas situará los recursos
suficientes para atender la emergencia.

Artículo 6.- Notifíquese esta declaratoria a la Asamblea
Nacional y a la Corte Constitucional.

Artículo 7.- De la ejecución del presente Decreto Ejecutivo
que entrará en vigencia desde la fecha de su expedición, sin
perjuicio de su publicación en el Registro Oficial,
encárguense los Ministros de Finanzas y de Justicia.

Dado en el Palacio Nacional, en San Francisco de Quito,
Distrito Metropolitano, el día de hoy, 5 de septiembre de
2011.

Rafael Correa Delgado
PRESIDENTE CONSTITUCIONAL DE LA

REPÚBLICA”

III. CONSIDERACIONES Y FUNDAMENTOS DE
LA CORTE CONSTITUCIONAL

Competencia

El Pleno de la Corte Constitucional, para el período de
transición, es competente para conocer y resolver el

presente caso, de conformidad con lo previsto en el artículo

436 numeral 8 de la Constitución de la República del
Ecuador, publicada en el Registro Oficial N.º 449 del 20 de

octubre del 2008; en la resolución publicada en el
Suplemento del Registro Oficial N.º 451 del 22 de octubre

del 2008 y, en los artículos 119, 120, 121, 122, 123, 124,
125 y demás pertinentes de la Ley Orgánica de Garantías

Jurisdiccionales y Control Constitucional.

De conformidad con la normativa constitucional antes
enunciada, corresponde a la Corte Constitucional emitir su

pronunciamiento respecto de la constitucionalidad o no de
los artículos que conforman el Decreto Ejecutivo N.º 872, a

efectos de garantizar la plena vigencia de los derechos

constitucionales y salvaguardar la división de las funciones
del Estado.

Determinación de los problemas jurídicos a ser
examinados en el presente caso

Después de un examen minucioso de los documentos
existentes en el expediente, la Corte Constitucional puede
determinar con claridad los problemas jurídicos, cuya
resolución es necesaria para decidir sobre la
constitucionalidad o no de la declaratoria de estado de
excepción; estos son:

1).- ¿Cuál es la naturaleza jurídica y efectos de la
declaratoria del estado de excepción?;
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2).- ¿El Decreto Ejecutivo N.º 872 cumple con los
requisitos formales establecidos en los artículos 166 de la

Constitución de la República y 120 y 122 de la Ley
Orgánica de Garantías Jurisdiccionales y Control

Constitucional?;

3).- ¿El Decreto Ejecutivo N.º 872 se somete a los

requisitos materiales establecidos en el artículo 121 de la
Ley Orgánica de Garantías Jurisdiccionales y Control

Constitucional?; y,

4).- ¿El Decreto Ejecutivo N.º 872 afecta o no al principio

de división de funciones del Estado?

Resolución de los problemas jurídicos planteados

1) ¿Cuál es la naturaleza jurídica y efectos de la
declaratoria de estado de excepción?

La figura del estado de excepción es un mecanismo con

arreglo normativo-constitucional del que están dotados los
Estados democráticos, a efecto de afrontar adecuadamente

aquellos problemas graves, suscitados en el territorio
nacional. Esta condición debe remitirse a la observancia y

respeto de los derechos humanos y garantías
constitucionales.

En el ámbito del derecho internacional, como en el derecho

interno, el estado de excepción implica la suspensión del
ejercicio de determinados derechos constitucionales, no
obstante, aquello no constituye que esta facultad tenga el

carácter de ilimitado. En estas circunstancias, cabe
mencionar que los Estados tienen el deber de garantizar su
propia seguridad y hacer respetar los derechos de los

ciudadanos, por lo que el único fin de la declaratoria de
estados de excepción es el respeto de los derechos, la
defensa de la democracia y de las instituciones del Estado1.

En este contexto y remitiéndonos al caso sub judice, resulta
determinante acoger lo estipulado en el artículo 165 de la

Constitución de la República, que dispone: “Durante el
estado de excepción la Presidenta o Presidente de la

República únicamente podrá suspender o limitar el

ejercicio del derecho a la inviolabilidad de domicilio,
inviolabilidad de correspondencia, libertad de tránsito,

libertad de asociación y reunión y libertad de información,
en los términos que señala la Constitución (…)”. La

referida norma constitucional establece cuáles son los
derechos susceptibles de limitación en el estado de

excepción, de tal manera que solo aquellos derechos y no
otros, pueden ser restringidos mediante la adopción de

medidas proporcionales.

De acuerdo a estos criterios, los fines de la declaratoria de

estado de excepción encuentran sustento en la consecución
de la normalidad institucional del Estado en épocas de

crisis, ya sea evitando o mitigando las amenazas a la propia
existencia de la sociedad organizada como un todo, y de

los ciudadanos que la componen, concebidos en su

individualidad. Es decir, que el estado de excepción puede
ser implementado ante la presencia de situaciones

apremiantes o graves vulneraciones del orden público, de
las cuales se desprendan de manera inminente, atentados

1
Corte Interamericana de Derechos Humanos, Opinión Consultiva
OC-8-87, “El Hábeas Corpus bajo la suspensión de
garantías”. 30 de enero de 1987, párrafo 20.

en contra de los derechos de los coasociados, estabilidad
institucional, la seguridad del Estado y el normal

desenvolvimiento de las actividades y convivencia de la
ciudadanía.

2) ¿El Decreto Ejecutivo N.º 872 cumple con los
requisitos formales establecidos en el artículos 166 de la
Constitución de la República y 120 y 122 de la Ley
Orgánica de Garantías Jurisdiccionales y Control
Constitucional?

La Constitución de la República, en su artículo 166,
dispone que el Presidente de la República notificará la

declaratoria del estado de excepción y enviará el texto del

decreto correspondiente a la Corte Constitucional y a la
Asamblea Nacional, dentro de las cuarenta y ocho horas

siguientes a su expedición, para efectos de control de su
constitucionalidad. En la especie, el Decreto Ejecutivo N.º

872, a través del cual se declara el estado de excepción en
la función judicial en toda la República, ha sido notificado

dentro de los tiempos establecidos en la norma
constitucional antes referida, conforme consta de la

recepción del Decreto Ejecutivo, constante a fojas siete (7).

Por otra parte, debe determinarse si el decreto materia de

este control constitucional, encuentra conformidad con lo

establecido en las normas de los artículos 164 de la
Constitución de la República y 120 y 122 de la Ley

Orgánica de Garantías Jurisdiccionales y Control
Constitucional, mediante las cuales se hacen constar las

causales y los requisitos de forma que debe contener el
decreto de declaratoria de estado de excepción:

Identificación de los hechos y de la causal constitucional
que se invoca

El Presidente Constitucional de la República expresa que el
7 de mayo del 2011 se realizó el proceso de Referéndum y

Consulta Popular, cuyos resultados fueron publicados en el

Registro Oficial 490 del 13 de julio del 2011, mismos que
expresan los cambios administrativos a realizarse,

(preguntas 4 y 5) y las reformas a la Constitución de la
República y al Código Orgánico de la Función Judicial,

para proceder a la transformación de la Justicia en el
Ecuador.

Señala el decreto de declaratoria de estado de excepción,
que como resultado de la pregunta 4 del Referéndum y la

Consulta Popular 2011, se enmendó la Constitución de la
República en su artículo 20 del Régimen de Transición,

determinándose la conformación de un Consejo de la
Judicatura Transitorio por el lapso de 18 meses.

De la revisión del Decreto Ejecutivo materia del presente
análisis constitucional, puede determinarse que el Primer

Mandatario de la República fundamenta la declaratoria del
estado de excepción de la función judicial, en la causal de

“grave conmoción interna”, conforme los hechos que
según el decreto son de evidente conocimiento público, a

saber: i) no cuenta con sistemas informáticos apropiados
que permitan generar una información sólida para la

planificación estratégica institucional; ii) no se han

sostenido los procesos de modernización, por lo que no se
han conseguido los resultados esperados; iii) las estructuras

orgánico-funcionales no se compadecen con las exigencias
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ciudadanas de la función judicial; iv) los procedimientos

judiciales no han tomado en cuenta el desarrollo
tecnológico y no han mejorado sus etapas, fases y pasos, lo

que ha conspirado con una falta de oportunidad en la

administración de justicia; v) la incorporación de la
tecnología a los procesos tanto judiciales como

institucionales tienen fundamental importancia para
erradicar la acumulación de causas, así como la inacción de

los órganos de la administración que han conspirado contra
el derecho de los ciudadanos a una administración de

justicia eficiente y oportuna; vi) no existe una adecuada

coordinación entre las diferentes instituciones de la función
judicial, y de ésta con las dependencias involucradas con el

sistema de justicia y seguridad ciudadana; vii) el aumento
anual de causas que requieren de atención y servicio de la

función judicial en el año 2008 fue superior en un cuarenta
por ciento (40%) con respecto al año 2002; viii) el

decremento de las resoluciones en las causas ocasionó que
en el mejor de los casos se cumpla únicamente con el

setenta por ciento (70%) de resoluciones previstas en el año
pasado; ix) todas las condiciones antes indicadas han

generado un represamiento de aproximadamente un millón

doscientas quince mil causas que deben ser atendidas de
manera urgente e inmediata.

Estos hechos en su conjunto evidencian una profunda
crisis, que ante la exigencia del mandato popular requieren

de medidas extraordinarias como el presente caso, lo cual
ocasiona que la declaratoria se ajuste a lo establecido en el

artículo 164 de la Constitución de la República.

Justificación de la declaratoria

La declaratoria del Decreto Ejecutivo N.º 872 es justificada
por el Primer Mandatario de la República con las razones

mencionadas anteriormente, en tanto ello significa que la
función judicial atraviesa una situación crítica que no

permite garantizar el derecho constitucional al acceso a una
justicia oportuna e integral a los habitantes del Ecuador.

Conforme a lo expresado, esta Corte determina que la
declaratoria de estado de excepción en la función judicial

se encuentra motivada adecuadamente, pues se ha
justificado que la causal constitucional invocada “grave
conmoción interna” está sustentada en hechos que son
reales y de conocimiento público, por lo que se puede
determinar que se encuentra cumplido el requisito previsto

en el numeral 2 del artículo 120 de la Ley Orgánica de
Garantías Jurisdiccionales y Control Constitucional.

Ámbito territorial y temporal de la declaratoria

El artículo 164 de la Constitución de la República faculta

al señor Presidente de la República a decretar el estado de
excepción en todo el territorio nacional o en parte de él. En

el presente caso, el Primer Mandatario ha decretado el
estado de excepción dentro de toda la República y por el

lapso de sesenta días a partir de la suscripción del presente
decreto ejecutivo, por tanto se encuentra cumplido lo

previsto en el numeral 3 del artículo 120 de la Ley
Orgánica de Garantías Jurisdiccionales y Control

Constitucional.

Derechos limitados en el estado de excepción

El artículo 165 de la Constitución de la República

establece que privativamente el Presidente de la República

puede suspender o limitar el ejercicio de los derechos

constantes en esta disposición constitucional. No obstante,
el decreto objeto de análisis no contempla derechos

susceptibles de limitación, razón por la cual se considera

que el decreto guarda conformidad con lo dispuesto en el
inciso primero del artículo 165 de la Constitución de la

República y con el artículo 120, numeral 4 de la Ley
Orgánica de Garantías Jurisdiccionales y Control

Constitucional.

Las notificaciones que correspondan de acuerdo con la
Constitución y con los tratados internacionales

Se desprende del texto del Decreto Ejecutivo N.º 872 la
constancia a través de la cual se dispone la notificación del

decreto referido, tanto a la Asamblea Nacional como a la

Corte Constitucional, cumpliéndose así lo dispuesto en el
en el artículo 166 de la Constitución de la República, en

concordancia con el numeral 5 del artículo 120 de la Ley
Orgánica de Garantías Jurisdiccionales y Control

Constitucional.

Dentro de este control formal, también es imprescindible
confrontar si las medidas adoptadas con fundamento en el

estado de excepción se enmarcan dentro de los requisitos
establecidos en el artículo 122 de la Ley Orgánica de

Garantías Jurisdiccionales y Control Constitucional, a
saber:

Que las medidas dictadas con fundamento en el estado
de excepción se hayan ordenado mediante decreto y de
acuerdo con las formalidades que establece el sistema
jurídico

Conforme se evidencia del propio decreto ejecutivo N.º
872, las medidas adoptadas con fundamento en el estado de

excepción de la función judicial, han sido dictadas en el
mismo por el señor Presidente de la República; por tanto,

se evidencia que se ha dado cumplimiento a lo exigido por
el numeral primero del artículo 122 de la Ley Orgánica de

Garantías Jurisdiccionales y Control Constitucional.

Que las medidas adoptadas se enmarquen dentro de las
competencias materiales, espaciales y temporales de los
estados de excepción

De la revisión de las medidas adoptadas en el decreto
ejecutivo N.º 872, esta Corte determina que las mismas se

ajustan a la competencia material de la declaratoria de
estado de excepción, pues dichas medidas han sido

dictadas estrictamente para la función judicial. Asimismo,
se establece que dichas medidas se han dictado dentro del

ámbito espacial, ya que son de carácter nacional, y dentro
del ámbito temporal, pues solamente han sido ordenadas

por el lapso que dure la declaratoria de estado de

excepción.

3) ¿El decreto ejecutivo N.º 872 se somete a los
requisitos materiales establecidos en el artículo 121 de
la Ley Orgánica de Garantías Jurisdiccionales y
Control Constitucional?

A efectos de determinar la constitucionalidad del estado de
excepción, materia de este control, es indispensable

verificar lo siguiente:
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Que los hechos alegados en la motivación hayan tenido
real concurrencia

En el decreto ejecutivo N.º 872, el Presidente de la

República determina las circunstancias que motivaron su
emisión, las que son de dominio público, pues es conocido

el represamiento de causas por falta de despacho, titulares
de judicaturas que no se han podido elegir hasta la

actualidad, infraestructura insuficiente, falta de tecnología
de última generación que facilite el servicio judicial, falta

de recursos económicos, entre otros aspectos que generan
en los ecuatorianos la imposibilidad en la práctica de

disfrutar de su derecho constitucional a una tutela judicial

efectiva y expedita de sus derechos e intereses con
celeridad y sin quedar en indefensión por la falta de

actuación oportuna de la función judicial, situación que
desnaturaliza la característica de Estado de derechos y

justicia.

Que los hechos constitutivos de la declaratoria
configuren una agresión, un conflicto armado
internacional o interno, grave conmoción interna,
calamidad pública o desastre natural

Las razones expuestas en la declaratoria de estado de

excepción justifican su razón de ser, porque dicha
declaratoria surge como consecuencia del grave deterioro

del servicio público de justicia, lo cual viene generando
conmoción grave en la sociedad, desestabilizando el

adecuado funcionamiento del Estado ecuatoriano, crisis
que redunda en la afectación del derecho de todos los

habitantes del Ecuador a que los procesos se resuelvan con
celeridad dentro de un plazo razonable, además de que la

tutela judicial efectiva, derecho que le corresponde al
Estado asegurar a todas las personas, se encuentra en

entredicho.

Que los hechos constitutivos de la declaratoria no
puedan ser superados a través del régimen
constitucional ordinario

La crisis interna por la que atraviesa el país, en particular la
función judicial, determinó que mediante Consulta Popular

y Referéndum de mayo del 2011 la ciudadanía se
pronunciara por la reforma de la Constitución, a efectos de

que con tal reforma se realice un cambio rápido y profundo
del actual status quo en materia de justicia. Para ello, el
pueblo ecuatoriano aprobó que se reforme la Constitución

mediante la pregunta 4 del Referéndum, y su voluntad fue
que se nombrara un Consejo de la Judicatura de Transición

que durara 18 meses en sus funciones para que
reestructurara la función judicial, dotado de todas las

competencias y potestades que el Código Orgánico de la
Función Judicial y la Constitución de la República otorgan

a dicho Consejo.

En este contexto y ante el mandato del pueblo ecuatoriano,
la medida se encuentra justificada. Lo contrario implicaría

que dicho pronunciamiento democrático quede sin
efectivizarse por las dificultades de operativización de

planes y programas que en este sentido se presentan en el

régimen jurídico ordinario, que en este caso concreto
obstaculiza la celeridad de la actuación de los mandatarios

de la voluntad popular –Consejo de la Judicatura de
Transición–.

En lo que respecta al control material de las medidas
dictadas con fundamento en el estado de excepción,

establecidas en el artículo 123 de la Ley Orgánica de

Garantías Jurisdiccionales y Control Constitucional, se
debe verificar el cumplimiento de los siguientes requisitos:

Que sean estrictamente necesarias para enfrentar los
hechos que dieron lugar a la declaratoria, y que las
medidas ordinarias sean insuficientes para el logro de
ese objetivo

Al respecto, la Corte considera que las medidas dictadas
con oportunidad de la declaratoria de estado de excepción

son estrictamente necesarias para superar la crisis en la que

se encuentra la función judicial, pues como se indicó en
líneas anteriores, esta situación hace que los derechos de

los habitantes del Ecuador se encuentren sin la efectiva
tutela que merecen del sistema. Además, el mandato

popular ordenó al Consejo de la Judicatura de la Transición
que reestructure la función judicial en un lapso de 18

meses, para lo cual inevitablemente requiere de recursos

económicos suficientes para superar la crisis; de la
realización de un Plan Nacional para efectivizar dicha

reestructuración y la movilización de todo el personal de la
función judicial para garantizar durante el lapso de la

declaratoria el acceso a la justicia oportuna e integral a
todos los habitantes del Ecuador, medidas adoptadas que

conseguirán sin contratiempos los justos requerimientos
del sector justicia.

Que sean proporcionales al hecho que dio lugar a la
declaratoria

Las medidas dictadas en el estado de excepción guardan
relación con los resultados de la voluntad popular

expresada en las urnas en el Referéndum y Consulta
Popular del año 2011. En este contexto, la Corte afirma

que la movilización nacional de todos los funcionarios

judiciales, la elaboración, ejecución e implementación de
un Plan de Transformación de la Justicia y la disposición

de que el Ministerio de Finanzas sitúe los recursos
suficientes para atender la emergencia, medidas ordenadas

en el decreto ejecutivo N.º 872, son necesarias e idóneas,
en razón de que uno de los principales factores de la

declaratoria es el represamiento de procesos y el mal
funcionamiento del servicio público justicia; estas medidas

contribuyen a superar la grave crisis, sin vulnerar ni
restringir derechos constitucionales de los funcionarios

judiciales, lo cual implica que todo el trabajo extra que

realicen con ocasión de la declaratoria les sea remunerado.
Por ello, también se concluye que la movilización y

medidas decretadas son proporcionales a los hechos, pues
propenden a la búsqueda de la efectiva protección de los

derechos de la ciudadanía, sin menoscabar los derechos de
funcionario judicial alguno.

Que exista una relación de causalidad directa e
inmediata entre los hechos que dieron lugar a la
declaratoria y a las medidas adoptadas

Asimismo, resulta evidente que existe conexión de
causalidad entre los hechos que motivan la declaratoria de

estado de excepción y las medidas dictadas, para hacer
frente a la situación de crisis de la función judicial; así, la

Corte afirma que existe relación de causalidad directa e
inmediata entre los hechos y las medidas adoptadas.
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Que sean idóneas para enfrentar los hechos que dieron
lugar a la declaratoria

La Corte determina que en la coyuntura analizada son

idóneas las medidas adoptadas, esto es: la movilización

permanente de los funcionarios judiciales, en el sentido de
que su accionar coadyuve a superar la emergencia del

sistema, y la implementación de un Plan para llevar a
efecto la reestructuración dispuesta por la voluntad

popular; objetivos que para materializarlos se requiere de
recursos económicos. Así, la idoneidad de las medidas

adoptadas en el decreto ejecutivo N.º 872 queda
determinada por su excepcionalidad y porque con ellas, sin

afectar derechos, se propende a superar la crisis del
servicio público de justicia que, en cambio,

sistemáticamente, viene conculcando los derechos de los

ecuatorianos.

Que no exista otra medida que genere un menor
impacto en términos de derechos y garantías

La medidas adoptadas en el decreto ejecutivo N.º 872, por
su naturaleza, no afectan ni restringen derechos y garantías

constitucionales, en virtud de lo cual, no cabe remitirse en
el caso sub judice, a este requisito.

Que no afecten el núcleo esencial de los derechos
constitucionales y se respete el conjunto de derechos
intangibles

Del texto del decreto ejecutivo materia de este control, no

se aprecia ninguna afectación o vulneración al núcleo

esencial de los derechos constitucionales, y menos aún que
exista un irrespeto al conjunto de derechos intangibles,

pues a los funcionarios movilizados les serán reconocidos
los derechos laborales por los trabajos extras que realicen

para superar la crisis.

Que no se interrumpa ni se altere el normal
funcionamiento del Estado

No se evidencia hasta la presente fecha que la emisión y
materialización del decreto ejecutivo N.º 872 haya o pueda

perturbar el normal funcionamiento del Estado
ecuatoriano; por el contrario, el estado de excepción ha

sido dictado para superar el anormal funcionamiento de la
función judicial.

Finalmente y como parte del control material, esta Corte
determinará si:

4) ¿El Decreto Ejecutivo N.º 872 afecta o no al principio
de división de funciones del Estado?

La división de funciones, tal como lo estatuye la
Constitución, refleja la estructura del pacto social del

Estado proyectado por la Ley Suprema. Es evidente que los
miembros de cada función deben depender lo menos

posible de las otras funciones, sin que ello signifique
eliminar la coordinación de las mismas en determinados

temas, ciertamente necesaria y constitucional (artículo 226

CRE), debiendo en lo posible eliminar la independencia
nominal.

La división estructural de poderes es una técnica de
organización constitucional conocida como checks and

balances (frenos o controles y contrapesos). Este modelo

se rige, según Montesquieu, por la idea de que “sólo el

poder frena al poder”. En otras palabras, pretende evitar
que las funciones del Estado se extralimiten de las

competencias conferidas. Para la consecución de este fin es
necesario que las funciones gocen de independencia en el

ámbito de su especialización exclusiva, en este caso, de su
autorregulación y organización que le permitan ejercer el

mandato constitucional y lo ordenado por la voluntad del
mandante (pueblo).

El objeto de dividir y organizar las diversas funciones del
poder es que sirvan de tal manera que cada una sea un
freno a la otra, que el poder de cada individuo sea el
centinela de los derechos públicos. Esta disposición de

prudencia es necesaria al distribuir los poderes supremos2.

En el Estado Constitucional de derechos y justicia (artículo
1 CRE), necesariamente predominan las funciones de

representación democrática directa, la autoridad
legislativa, ejecutiva y las de representación indirecta en

calidad de controladores del cumplimiento de los mandatos
constitucionales. Así, las funciones del Estado gozan de

autonomía e independencia, no obstante de que puedan
tener relación con las demás funciones del Estado, pero

manteniendo cada una íntegramente su individualidad.

En la especie, el declarar el estado de excepción en la
función judicial por parte del señor Presidente de la

República no constituye interferencia alguna, menos aún
violación a su independencia, porque, en primer lugar, es

facultad constitucional del Presidente de la República
declarar estados de excepción –artículo 164 CRE–, y en

segundo lugar, dicha declaratoria ha dejado intactas las
potestades y competencia legales y constitucionales de

todos los órganos de la función judicial, pues la misma no
implica que el Presidente de la República pueda nombrar

funcionario judicial alguno o que pueda cambiar su

estructura, ya que ello es competencia de las respectivas
autoridades, conforme lo dispuesto en la Constitución de la

República y en el Código Orgánico de la Función Judicial.

Cabe observar que la división e independencia de las

funciones del Estado no significa desconexión entre cada

una de ellas, pues eso implicaría el inadecuado
funcionamiento del Estado y la inobservancia de la Carta

Suprema que ha asignado a cada una de ellas diferentes
competencias para cumplir con los derechos de los

coasociados en un ambiente de justicia social. En tal
virtud, la Corte Constitucional determina que el presente

decreto ejecutivo y las medidas adoptadas en él, no afectan
al principio de división de poderes.

En consecuencia, del análisis y exposiciones antes
enunciadas, la Corte Constitucional advierte que las

medidas adoptadas en la declaratoria del estado de
excepción, contenida en el decreto ejecutivo N.º 872,

encuentra fundamento en los hechos que plantean el
problema, y de ello se motiva para que en su emisión se

respeten los principios de necesidad, proporcionalidad,
legalidad, temporalidad, territorialidad y razonabilidad,

además de ser plenamente idóneas y proporcionales al fin

que se persigue. Su necesidad es evidente, y con su
adopción no se exceden los límites constitucionales y

tampoco existe vulneración de derechos establecidos en la

2 Hamilton o Madison, El Federalista, Versión en Español,

México, Fondo de Culta Económica, p.221.
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Constitución de la República y en los tratados y convenios
internacionales de derechos humanos.

IV. DECISIÓN

En mérito de lo expuesto, administrando justicia

constitucional y por mandato de la Constitución de la
República del Ecuador, la Corte Constitucional, para el

período de transición, expide el siguiente:

DICTAMEN

1. Declarar la constitucionalidad formal y material de la

declaratoria de estado de excepción, contenido en el

decreto ejecutivo N.º 872, de fecha 5 de septiembre
del 2011.

2. Notifíquese, publíquese y cúmplase.

f.) Dr. Edgar Zárate Zárate, Presidente (E).

f.) Dra. Marcia Ramos Benalcázar, Secretaria General.

Razón: Siento por tal, que el Dictamen que antecede fue
aprobado por el Pleno de la Corte Constitucional, para el

período de transición, con seis votos de los doctores:
Roberto Bhrunis Lemarie, Patricio Herrera Betancourt,

Ruth Seni Pinoargote, Fabián Sancho Lobato, Freddy
Donoso Páramo y Edgar Zárate Zárate, sin contar con la

presencia del doctor Miguel Angel Naranjo y con los
votos salvados de los doctores Alfonso Luz Yunes y

Hernando Morales Vinueza, en sesión extraordinaria del

día jueves 29 de septiembre del 2011. Lo certifico.

f.) Dra. Marcia Ramos Benalcázar, Secretaria General.

CAUSA No. 0010-11-EE

Razón: Siento por tal, que el Dictamen que antecede fue
suscrito por el doctor Edgar Zárate Zárate, Presidente (e),

el día miércoles cinco de octubre del dos mil once.- Lo
certifico.

f.) Dra. Marcia Ramos Benalcázar, Secretaria General.

CORTE CONSTITUCIONAL.- Es fiel copia del original.-

Revisado por f.) Ilegible, f.) Ilegible.- Quito, a 1 de

noviembre del 2011.- f.) Ilegible, Secretaría General.

Quito, D.M. 29 de septiembre de 2011.

VOTO SALVADO DE LOS DRES. HERNANDO
MORALES VINUEZA Y ALFONSO LUZ YUNES

Caso No. 0010-11-EE

Me aparto de la sentencia de mayoría, para lo cual

consigno mi voto salvado en los siguientes términos:

I

Competencia de la Corte Constitucional y validez del
proceso.

El Pleno de la Corte Constitucional para el periodo de

transición es competente para conocer y resolver la

presente causa, de conformidad con lo previsto en los Arts.
429 y 436 numeral 8 de la Constitución de la República, en

concordancia con el artículo 119 de la Ley Orgánica de
Garantías Jurisdiccionales y Control Constitucional y

artículo 3, numeral 5, literal a) del Reglamento de
Sustanciación de Procesos de Competencia de la Corte

Constitucional.

El presente caso ha sido tramitado de conformidad con el

ordenamiento jurídico constitucional y legal aplicable al
caso, por lo cual se declara su validez.

II

Acerca del control de constitucionalidad de los estados
de excepción.

En todo Estado, su ordenamiento jurídico constitucional se

encuentra expedido para regular situaciones ordinarias, de
la vida diaria, vale decir, rigen para situaciones de

normalidad, entendiendo como tales a aquellas que se
desarrollan en el marco de respeto al marco jurídico

vigente. Mas, ocurren a veces situaciones que escapan de
la normalidad, ya por tratarse de fenómenos no previstos,

como desastres naturales o en casos de actuaciones
orientadas a afectar el orden vigente, provenientes de

factores internos o externos y que obligan al estado a
actuar rápidamente, dando respuesta urgente a estas

situaciones.

Las Cartas Constitucionales no siempre han previsto la
forma de enfrentar estos casos que afectan el normal

desarrollo de la vida institucional del Estado; sin embargo,

en los casos en que el texto constitucional intenta dar
respuesta a estas situaciones, ha incorporado a su

normativa los denominados “estados de excepción”, con
los cuales el Estado hace frente a los momentos y

circunstancias especiales o excepcionales que perturban el
normal desenvolvimiento de la sociedad.

Respecto del control constitucional de los estados de

excepción, el artículo 119 de la Ley Orgánica de Garantías
Jurisdiccionales y Control Constitucional dispone:

“Objetivos y alcance del control.- El control
constitucional de los estados de excepción tiene por
objeto garantizar el disfrute pleno de los derechos
constitucionales y salvaguardar el principio de
separación y equilibrio de los poderes públicos.

La Corte Constitucional efectuará un control formal
y material constitucional automático de los decretos
que declaren un estado de excepción y de los que se
dicten con fundamento en éste. El trámite del control
no afecta la vigencia de dicho acto normativo”.

III

Determinación de problemas jurídicos a ser
examinados en el presente caso.

Para establecer la constitucionalidad o no de la declaratoria
del estado de excepción contenida en el Decreto Ejecutivo
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No. 547, expedido por el Presidente de la República, la
Corte Constitucional estima necesario sistematizar su

análisis a partir de los siguientes problemas jurídicos:

a) Facultad de Presidente de la República para

decretar los estados de excepción;

b) Cuál es la naturaleza jurídica y la finalidad de los

estados de excepción?;

c) La declaratoria de estado de excepción cumple

los requisitos formales y materiales previstos en
la ley?; y,

d) Las medidas adoptadas con fundamento en el

estado de excepción cumplen los requisitos

formales y materiales previstos en la ley?

A partir del planteamiento de estos problemas jurídicos, la
Corte Constitucional analiza la causa en los siguientes

términos:

a) Facultad del Presidente de la República para
decretar los estados de excepción.-

El Presidente de la República está constitucionalmente
facultado para decretar estados de excepción en todo el

territorio nacional o en parte de él, de conformidad con el
artículo 164 de la Constitución, siempre que se presenten

alguna de las causales previstas en la citada norma
suprema, supuesto que exige a la Corte Constitucional

efectuar un análisis sobre la naturaleza jurídica y la

finalidad de los estados de excepción, así como determinar
si para su declaratoria se han cumplido los requisitos

formales y materiales exigidos en la Constitución y la Ley
Orgánica de Garantías Jurisdiccionales y Control

Constitucional.

b) Cuál es la naturaleza jurídica y la finalidad de los
estados de excepción?

La Corte Constitucional, en la Sentencia No. 0001-08-
SEE-CC, definió a los estados de excepción como la

“potestad de la que disponen los Estados para conjurar
problemas y defender los derechos de las personas que
viven en su territorio y que, por una situación no
previsible, no pueden ser garantizados con los mecanismos
regulares y ordinarios establecidos en la Constitución y en
la ley. El Estado utiliza, entonces, esta figura jurídica para
solventar crisis extraordinarias y emergentes”.

La figura del estado de excepción es un mecanismo con

arreglo normativo-constitucional del que están dotados los
Estados democráticos, a efecto de afrontar adecuadamente

aquellos problemas graves, suscitados en el territorio
nacional, condición ésta, que debe remitirse a la

observancia y respeto de los derechos humanos y garantías

constitucionales.

En el ámbito del derecho internacional, como en el derecho

interno, el estado de excepción implica la suspensión del
ejercicio de determinados derechos constitucionales; no

obstante, aquello no constituye que esta facultad tenga el

carácter de ilimitado. En estas circunstancias, cabe
mencionar que los Estados tienen el deber de

garantizar su propia seguridad y hacer respetar los

derechos de los ciudadanos, por lo que el único fin de la
declaratoria de estados de excepción es el respeto de los
derechos, la defensa de la democracia y de las instituciones
del Estado1.

c) La declaratoria de estado de excepción cumple los
requisitos formales y materiales previstos en la ley?

c.1.- Control Formal de la declaratoria de estado de
excepción.-

Corresponde a la Corte Constitucional, en primer lugar,

determinar si el Decreto Ejecutivo No. 872, expedido el 5
de septiembre de 2011, cumple los requisitos establecidos

en el artículo 120 de la Ley Orgánica de Garantías
Jurisdiccionales y Control Constitucional.

En el referido Decreto Ejecutivo, el Presidente de la

República señala que el 7 de mayo de 2011 se efectuó el
proceso de referéndum y consulta popular, relativos a

cambios a reformas a la Constitución y al Código Orgánico

de la Función Judicial (Preguntas 4 y 5 del referéndum), a
fin de proceder a la transformación de la Justicia en el

Ecuador. Señala además que como consecuencia de los
resultados de la consulta popular se designó un Consejo de

la Judicatura Transitorio por el lapso de 18 meses.

El Presidente de la República manifiesta también que el

Presidente de la Judicatura Transitorio, mediante oficio No.
123-P-CJT-MJ-2011 del 29 de agosto de 2011, solicitó la

declaratoria del estado de excepción en la Función Judicial,

en rezón de que : “i) no se cuenta con sistemas
informáticos apropiados que permitan generar una

información sólida para la planificación estratégica
institucional; ii) no se ha sostenido los procesos de

modernización por lo que no se han conseguido los
resultados esperados; iii) las estructuras orgánico

funcionales nos e compadecen con las exigencias
ciudadanas de la Función Judicial; iv) los procedimientos

judiciales no han tomado en cuenta el desarrollo

tecnológico y no han mejorado sus etapas, fases y pasos lo
que ha conspirado con una falta de oportunidad en la

administración de justicia; v) la incorporación de la
tecnología a los procesos tanto judiciales como

institucionales tiene fundamental importancia para
erradicar la acumulación de causas así como la inacción de

los órganos de administración que han conspirado contra el
derecho de los ciudadanos a una administración de justicia

eficiente y oportuna; vi) que no existe una adecuada
coordinación entre las diferentes instituciones de la

Función Judicial y de ésta con las dependencia

involucradas con el sistema de justicia y seguridad
ciudadana; vii) el aumento anual de causas que requieren

de atención y servicio de la Función Judicial en el año
2008 fue superior en un cuarenta por ciento (40 %) con

respecto al año 2002; viii) el decremento de la resolución

1
Corte Interamericana de Derechos Humanos, Opinión Consultiva
OC-8-87, “El Hábeas Corpus bajo la suspensión de
garantías”, 30 de enero de 1987, párrafo 20.
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de las causas ocasionó que en el mejor de los casos se

cumpla únicamente con el setenta por ciento (70 %) de
resoluciones previstas en el año pasado; ix) todas las

condiciones antes indicadas han generado un
represamiento de aproximadamente un millón doscientas

quince mil causas que debe ser atendidas”; razones que han
servido al Presidente de la República para calificar como

“angustiante” la situación de la Función Judicial y que -a
su criterio- “podría generar una grave conmoción interna”,

con lo cual estima cumplida una de las causales prevista en

el artículo 164 de la Carta Suprema de la República y en
consecuencia justificada la declaratoria del estado de

excepción.

Se advierte así mismo en el Decreto 872 que el ámbito
territorial de su aplicación es en toda la República y por el

lapso de 60 días.

Según el dictamen de mayoría, el Decreto Ejecutivo No.
872 “no contempla derechos susceptibles de limitación”;

sin embargo, del examen a la luz de los tratados
internacionales de derechos humanos, se verificará que en

realidad sí existen derechos afectados.

Si bien en el Decreto que se analiza se dispone (en el
artículo 6) notificar la declaratoria del estado de excepción

a la Asamblea Nacional y a la Corte Constitucional, cabe
destacar que el Ecuador, al ser Parte de la Convención

Americana sobre Derechos Humanos (Pacto de San José de
Costa Rica) se obligó voluntariamente a cumplir sus

disposiciones. El artículo 27 de la referida Convención

dispone que al hacer uso de los estados de excepción (que
supone la suspensión de derechos), los Estados Partes

deben “informar inmediatamente a los demás Estados
Partes en la presente Convención, por conducto del

Secretario General de la Organización de Estados
Americanos”, norma que es concordante con el artículo

164 de la Constitución, que dispone que la declaratoria del
estado de excepción debe contener “las notificaciones que

correspondan de acuerdo a la Constitución y a los tratados
internacionales”; por tanto no se halla cumplido este

requisito formal.

c.2.- Control material de la declaratoria de estado de
excepción.-

Respecto del análisis material de constitucionalidad de la

declaratoria del estado de excepción en la Función Judicial,
contenida en el Decreto Ejecutivo No. 872, corresponde a

la Corte Constitucional verificar si se cumplen los
requisitos previstos en el artículo 121 de la Ley Orgánica

de Garantías Jurisdiccionales y Control Constitucional.

Dicha norma exige el cumplimiento de los siguientes
presupuestos: 1) Que los hechos alegados en la motivación

hayan tenido real ocurrencia; 2) Que los hechos
constitutivos de la declaratoria configuren una agresión, un

conflicto armado internacional o interno, grave conmoción

interna, calamidad pública o desastre natural; 3) Que los
hechos constitutivos de la declaratoria no puedan ser

superados a través del régimen constitucional ordinario; y,
4) Que la declaratoria se decrete dentro de los límites

temporales y espaciales establecidos en la Constitución de
la República.

La resolución de mayoría señala que las razones invocadas

en el Decreto Ejecutivo No. 872 son de dominio público,
pues “es conocido el represamiento de causas por falta de

despacho, titulares de judicatura que no se han podido
elegir hasta la actualidad, infraestructura insuficiente, falta

de tecnología de última generación que facilite el servicio
judicial, falta de recursos económicos, entre otros

aspectos…”, y señala además que la causal constitucional
invocada grave conmoción interna “está sustentada en

hechos reales y de conocimiento público”. Si bien nadie

puede desconocer la situación por la que atraviesa la
Función Judicial, en cuanto a que no brinda una ágil y

eficiente administración de justicia, lo cual se debe a las
razones expuestas en el fallo de mayoría, resulta necesario

identificar qué se entiende por “grave conmoción interna”
y determinar si la situación de la Función Judicial encaja

en dicho concepto.

Doctrinariamente se acepta que el estado de conmoción
interna o interior -fuera de toda interpretación discrecional
que lleva a una peligrosa arbitrariedad- consiste en una

situación extraordinaria de perturbación o amenaza del
orden público, de gran magnitud, que ponga en peligro la
estabilidad estatal, que no pueda ser afrontada por el
Gobierno con sus atribuciones ordinarias y que por tanto

requiere unas facultades extraordinarias para la solución y
restablecimiento del orden público2.

En el caso de la Función Judicial, si bien es innegable el
represamiento de procesos, así como la falta de jueces

titulares, infraestructura y tecnología, ello de ninguna
manera constituye una situación “extraordinaria de

perturbación” ni “amenaza de gran magnitud al orden
público”, ni mucho menos se ha puesto en peligro la

estabilidad del Estado. En consecuencia, no existe la

“grave conmoción interna” invocada en el Decreto
Ejecutivo 872, sino la mera suposición de la hipotética

posibilidad de que ello “podría ocurrir”, lo que contradice
el artículo 121 numeral 1 de la Ley Orgánica de Garantías

Jurisdiccionales y Control Constitucional, que exige de
modo imperativo: “Que los hechos alegados en la

motivación hayan tenido real ocurrencia”.

El numeral 2 de la citada norma legal señala además que

para la procedencia de la declaratoria del estado de
excepción, es requisito: “Que los hechos constitutivos de la
declaratoria configuren una agresión, un conflicto armado
internacional o interno, grave conmoción interna,
calamidad pública o desastre natural”, situaciones que no
se han presentado en nuestro país; por tanto, el Decreto

872 incumple este requisito.

El numeral 3 del artículo 121 de la Ley Orgánica de
Garantías Jurisdiccionales y Control Constitucional exige

además “que los hechos constitutivos de la declaratoria no
puedan ser superados a través del régimen constitucional
ordinario”. Si bien la falta de agilidad y eficiencia en la

2 BERNAL PINZON Diana; SANDOVAL ESPITIA Jenny:
“Alcances y Limitaciones del Estado de Conmoción

Interior”; Pontificia Universidad Javeriana, Facultad de
Ciencia Jurídica – pág. 95 y 96 - Bogotá, año 2003.
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administración de justicia se debe a la falta de jueces,
infraestructura y tecnología de última generación, hay que

tener presente que, mediante Consulta Popular convocada a
instancia del Presidente de la República, la misma que fue

respaldada mayoritariamente por los ciudadanos, se

encargó al Consejo de la Judicatura Transitorio, para que
ejerza “todas las facultades establecidas en la
Constitución”, como se indica en el considerando séptimo
del Decreto 872; por tanto, corresponde al Consejo de la

Judicatura Transitorio, definir y ejecutar las políticas para
el mejoramiento y modernización del sistema judicial,

como lo señala el artículo 181 numeral 1 de la Constitución
de la República.

De ello se infiere que nuestra Carta Suprema establece un

mecanismo de modernización y mejoramiento de la
actividad judicial, siendo en consecuencia, innecesaria la

declaratoria de estado de excepción en dicha Función del
Estado; lo contrario implica asumir que, al cabo de sesenta

días, se restituiría la normalidad en la Función Judicial, y
se contaría ya con nuevos jueces titulares, con nueva

infraestructura y totalmente equipadas con tecnología de
última generación, y que -como consecuencia de ello-se

acabará el represamiento de las causas judiciales, lo cual
constituye un falacia, pues para lograr ese objetivo se debe

transitar por un proceso administrativo y económico que

supone la convocatoria a los respectivos concursos de
méritos y oposición, contratación de obras, compra de

bienes, etc., que no se lo efectuará en el plazo previsto en
el Decreto de estado de excepción.

d) Las medidas adoptadas con fundamento en el estado
de excepción cumplen los requisitos formales y
materiales previstos en la ley?

d.1.- Control formal de las medidas adoptadas.-

En el presente caso debe la Corte Constitucional establecer

el cumplimiento de los requisitos formales de las medidas
adoptadas en virtud de la declaratoria de estado de

excepción, conforme lo previsto en el artículo 122 de la

Ley Orgánica de Garantías Jurisdiccionales y Control
Constitucional. Al efecto se advierte que el estado de

excepción ha sido declarado mediante la expedición del
Decreto Ejecutivo No. 872 del 5 de septiembre de 2011 por

parte del Presidente de la República, quien está facultado
para ello y ha observado los principios de temporalidad y

territorialidad.

d.2.- Control material de las medidas dictadas con
fundamento en el estado de excepción.-

Las medidas adoptadas en el Decreto Ejecutivo 872 son las

siguientes:

1) Declarar la movilización nacional especialmente

en todo el personal de la Función Judicial, con la

finalidad de garantizar el acceso a la justicia
oportuna e integral a los habitantes del Ecuador;

2) Declarar acción prioritaria la formulación,
ejecución e implementación de los proyectos de

cambio de la justicia en el Ecuador, mediante el

Plan de Transformación de la Justicia; y,

3) Que el Ministerio de Finanzas sitúe los recursos
suficientes para atender la emergencia.

La movilización al personal de la Función Judicial se

traduce en el hecho de que, durante el periodo de
excepcionalidad (60 días), los funcionarios judiciales

deben acudir a laborar los días sábados; sin embargo no se
atiende al público, no se celebran audiencia ni otras

diligencias procesales, pues dichos funcionarios deben

dedicarse a efectuar inventarios de causas, labor que
realizan a puerta cerrada. Es importante que la Función

Judicial realice el inventario de procesos, a fin de
contribuir a la agilidad en la administración de justicia;

mas dicha tarea bien pudo haber sido dispuesta por el
Consejo de la Judicatura Transitorio, sin necesidad de

recurrir a la declaratoria del estado de excepción en dicha
función del Estado.

Si el fundamento de tal declaratoria es que se busca
mejorar el sistema de justicia, implicaría que, una vez

concluido el estado excepcional y luego de haberse

entregado los recursos económicos necesarios, por parte
del Ministerio de Finanzas, los males que acusa la Función

Judicial -y que han sido señalados por el Ejecutivo- ya
estarán resueltos, lo cual carece de veracidad, a menos que

durante los sesenta días que dure el estado de excepción se
efectúe los respectivos concursos de méritos y oposición

para nombrar a los respectivos jueces titulares y más
servidores judiciales, se dote de infraestructura y

tecnología de última generación; lo que lleva a concluir
inevitablemente que el estado de excepción decretado

deviene en innecesario

Si no existe la “grave conmoción interna” invocada por el

Presidente de la República, no cabe disponerse las medidas
de carácter excepcional contenidas en el Decreto Ejecutivo

No. 872, pues para la transformación y mejoramiento de la

Función Judicial es preciso sujetarse a las normas
constitucionales que regulan el funcionamiento y las

medidas de control de cada una de las funciones del
Estado.

Finalmente, la Corte no puede desentenderse de las
implicaciones que genera el Decreto Ejecutivo de

declaratoria de estado de excepción en la Función Judicial.
El artículo 168 numeral 2 de la Constitución dispone que

“la Función Judicial gozará de autonomía administrativa,
económica y financiera”, autonomía que se entiende como

la capacidad de autogobernarse y de expedir sus propias

decisiones y establecer sus lineamientos para la eficiente
administración de justicia.

De aceptarse la constitucionalidad de la declaratoria del
estado de excepción en la Función Judicial, significaría

desconocer la independencia interna y externa que la Carta
Magna otorga a dicha función del Estado, y en

consecuencia, transgredir el artículo 168 numeral 1 del
texto constitucional, aspecto que no ha sido observado por

el Presidente de la República, quien está obligado a
cumplir y hacer cumplir la Constitución, conforme lo

orden ale artículo 147 numeral 1 ibídem.
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IV

DECISIÓN

En mérito de lo expuesto, ADMINISTRANDO
JUSTICIA CONSTITUCIONAL Y POR MANDATO
DE LA CONSTITUCIÓN DE LA REPUBLICA DEL
ECUADOR, La Corte Constitucional para el periodo de
transición expide el siguiente:

DICTAMEN:

1.- Declarar la inconstitucionalidad, formal y material, de

la declaratoria del estado de excepción contenida en el
Decreto Ejecutivo No. 872 del 5 de septiembre de 2011,

expedido por el Ec. Rafael Delgado Correa, Presidente

Constitucional de la República; y,

2.- Notificar y Publicar esta sentencia en el Registro

Oficial.-f.) Dr. Hernando Morales Vinueza, Juez

Constitucional. f.) Dr. Alfonso Luz Yunes, Juez

Constitucional.

CORTE CONSTITUCIONAL.- Es fiel copia del original.-
Revisado por f.) Ilegible, f.) Ilegible.- Quito, a 1 de

noviembre del 2011.- f.) Ilegible, Secretaría General.

Quito, D. M., 01 de septiembre de 2011

DICTAMEN N.º 010-11-DTI-CC

CASO N.º 0054-10-TI

LA CORTE CONSTITUCIONAL PARA EL
PERIODO DE TRANSICIÓN

Juez constitucional Ponente: Dr. Patricio Herrera
Betancourt.

I. ANTECEDENTES

El secretario nacional jurídico de la Presidencia de la

República, doctor Alexis Mera Giler, mediante oficio N.º
T.5539-SNJ-10-1662 del 15 de noviembre del 2010,

dirigido a la Corte Constitucional, refiere:

“…Adjunto encontrará el Protocolo contra la
Fabricación y el Tráfico Ilícitos de Armas de Fuego,

sus Piezas y Componentes y Municiones, que
complementa la Convención de las Naciones Unidas

contra la Delincuencia Organizada Internacional”,
suscrito en Nueva York el 26 de Junio de 2001.

…Según lo dispuesto en el numeral tercero del
artículo 419 de la Constitución de la República, la

ratificación de los tratados internacionales, requerirá la
aprobación previa de la Asamblea Nacional, cuando

contengan el compromiso de expedir, modificar o

derogar una ley.

En consecuencia de conformidad con lo dispuesto en
el artículo 109 de la Ley Orgánica de Garantías

Jurisdiccionales y Control Constitucional, respecto a
los tratados internacionales, previamente a su

ratificación por parte del Presidente de la República,
éstos deberán ser puestos en conocimiento de la Corte

Constitucional, la cual debe resolver si requieren o no

aprobación legislativa. Por lo anteriormente
mencionado, mucho le agradeceré se expida la

correspondiente resolución.

Cabe mencionar que, en su momento, el Tribunal

Constitucional mediante Resolución No. 007-2004-CI
de 13 de julio de 2004 emitió dictamen favorable de

constitucionalidad previo a la aprobación legislativa
del referido Protocolo.”

La Secretaría General de la Corte Constitucional, el 17 de

noviembre del 2010 a las 17h15, certifica que: “… en
referencia a la acción Nro. 0054-10-TI... no se ha presentado

otra demanda con identidad de objeto y acción… NOTA:

Sin embargo de lo expuesto, se deja constancia para los
fines pertinentes, que la presente causa tiene relación con el

caso No. 007-04-CI, el cual fue resuelto”.

El Pleno de la Corte Constitucional efectuó el sorteo de
rigor en sesión ordinaria del 25 de noviembre del 2010,

correspondiéndole el caso N.º 0054-10-TI al doctor Patricio

Herrera Betancourt.

La Secretaría General de la Corte Constitucional, mediante
oficio N.º 3499-CC-SG-2010 del 07 de diciembre del

2010, remitió al doctor Patricio Herrera Betancourt el caso

N.º 0054-10-TI, a fin de que lo tramite como Juez Ponente
(recibido el 08 de diciembre del 2010).

El juez ponente, doctor Patricio Herrera Betancourt,

remitió el informe sobre la necesidad de aprobación
legislativa del instrumento internacional mediante oficio

N.º 004/11/CC/J/PH del 05 de enero del 2011, dirigido a la

Secretaría General de la Corte Constitucional, de
conformidad con el artículo 107 numeral 1 y artículo 109

de la Ley Orgánica de Garantías Jurisdiccionales y Control
Constitucional, en concordancia con el artículo 71 numeral

1 del Reglamento de Sustanciación de Procesos de
Competencia de la Corte Constitucional, señalando lo

siguiente:

“…el presente instrumento internacional abarca una
temática en donde se ve inmerso el compromiso del

Estado ecuatoriano en adoptar medidas legislativas
que sean necesarias para viabilizar el cumplimiento

de este Protocolo…

…lo cual podría significar para el Estado ecuatoriano

una modificación de su legislación interna,

específicamente en la Ley de fabricación,
importación, exportación, comercialización y

tenencia de armas, municiones, explosivos y
accesorios…

…De lo expuesto, en mi calidad de Juez ponente,
emito mi criterio en el sentido de que el presente

instrumento internacional se encasilla dentro de los
casos que requieren aprobación legislativa previa,

contemplados en el artículo 419.3 de la Constitución
de la República.
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N° 872

Rafael Correa Delgado
PRESIDENTE CONSTITUCIONAL DE LA

REPÚBLICA

Considerando:

Que el artículo 167 de la Constitución de la República
dispone que la potestad de administrar justicia emana del
pueblo y se ejerce por los órganos de la Función Judicial y
por los demás órganos y funciones establecidos en la
Constitución;

Que el artículo 177 de la Constitución de la República
expresa que la Función Judicial se compone de órganos
jurisdiccionales, órganos administrativos, órganos auxiliares
y órganos autónomos. La ley determinará su estructura,
funciones, atribuciones, competencias y todo lo necesario
para la adecuada administración de justicia;

Que de conformidad con lo dispuesto por el artículo 178 de
la Constitución de la República del Ecuador, publicada en el
Registro Oficial N° 449 de 20 de octubre del 2008, el
Consejo de la Judicatura es el órgano de gobierno,
administración, vigilancia y disciplina de la Función
Judicial;

Que el artículo 3 del Código Orgánico de la Función Judicial
expresa: "Con el fin de garantizar el acceso a la justicia, el
debido proceso, la independencia judicial y los demás
principios establecidos en la Constitución y este Código,
dentro de los grandes lineamientos del Plan Nacional de
Desarrollo, los órganos de la Función Judicial, en el ámbito
de sus competencias, deberán formular políticas
administrativas que transformen la Función Judicial para
brindar un servicio de calidad de acuerdo a las necesidades
de las usuarias y usuarios; políticas económicas que permitan
la gestión del presupuesto con el fin de optimizar los
recursos de que se dispone y la planificación y programación
oportuna de las inversiones en infraestructura física y
operacional; políticas de recursos humanos que consoliden la
carrera judicial, fiscal y de defensoría pública, fortalezcan la
Escuela de la Función Judicial, y erradiquen la corrupción.";

Que el artículo 14 del Código Orgánico de la Función
Judicial establece los principios de autonomía económica,
financiera y administrativa que goza el mencionado poder
del estado, para lo cual el Estado tendrá la obligación de
entregar los recursos suficientes para satisfacer las
necesidades del servicio judicial que garantice la seguridad
jurídica;

Que el 7 de mayo del 2011, se realizó el Referéndum y
Consulta Popular 2011, cuyos resultados fueron publicados
en el suplemento del R. O. 490, el 13 de julio del 2011, los
cuales expresan los cambios administrativos a realizarse
(Pregunta 4 y 5) y las reformas a la Constitución de la
República y al Código Orgánico de la Función Judicial, para
proceder a la transformación de la Justicia en el Ecuador;

Que como resultado de la pregunta 4 del Referéndum y la
Consulta Popular 2011, se enmienda la Constitución de la
República en su artículo 20 del Régimen de Transición el
cual expresa: "Se disuelve el actual Pleno del Consejo de la
Judicatura; en su reemplazo se crea un Consejo de la
Judicatura de Transición, conformado por tres delegados
designados y sus respectivos alternos: uno por el Presidente
de la República, uno por la Asamblea Nacional y uno por la
Función de Transparencia y Control Social; todos los
delegados y sus alternos estarán sometidos ajuicio político.
Este Consejo de la Judicatura transitorio tendrá todas las
facultades establecidas en la Constitución, así como las
dispuestas en el Código Orgánico de la Función Judicial, y
ejercerán sus funciones por un período improrrogable de 18
meses....";

Que los ecuatorianos claman por la correcta aplicación de la
justicia y la posibilidad de contar con un servicio digno e
instalaciones necesarias para el correcto funcionamiento
judicial;
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Que la Función Judicial necesita una nueva estructura
institucional que permita implementar y controlar
eficazmente la, gestión estratégica y operacional y se
convierta en un verdadero órgano de gobierno y
administrador de justicia;

Que el Consejo de la Judicatura, debe cumplir con un
proceso de modernización para mejorar sus unidades
judiciales con una estructura de servicio al público que
requiere innovación tecnológica de última generación,
digitalización de sus archivos, implementación de personal
capacitado, infraestructura física acorde a los servicios que
presta; entre otros bienes y recursos;

Que la calidad de servicio de la Función Judicial se
encuentra deteriorada, el mismo que es progresivo por los
problemas económicos y financieros sufridos en los últimos
tiempos;

Que mediante oficio N° 123-P-CJT-MJ-2011, de 29 de
agosto del 2011, el Presidente del Consejo de la Judicatura
Transitorio ha solicitado la declaratoria del estado de
excepción en la Función Judicial en razón de que: i) no se
cuenta con sistemas informáticos apropiados que permitan
generar una información sólida para la planificación
estratégica institucional, ii) no se han sostenido los procesos
de modernización por lo que no se han conseguido ios
resultados esperados, iii) las estructuras orgánico
funcionales no se compadecen con las exigencias
ciudadanas de la Función Judicial, iv) los procedimientos
judiciales no han tomado en cuenta el desarrollo tecnológico
y no han mejorado sus etapas, fases y pasos lo que ha
conspirado con una falta de oportunidad en la
administración de justicia, v) la incorporación de la
tecnología a los procesos tanto judiciales como
institucionales tiene fundamental importancia para erradicar
la acumulación de causas así como la inacción de los
órganos de administración que han conspirado contra el
derecho de los ciudadanos a una administración de justicia
eficiente y oportuna; vi) que no existe una adecuada
coordinación entre las diferentes instituciones de la Función
Judicial y de esta con las dependencias involucradas con el
sistema de justicia y seguridad ciudadana, vii) el aumento
anual de causas que requieren de atención y servicio de la
Función Judicial en el año 2008 fue superior en un cuarenta
por ciento (40%) con respecto al año 2002; viii) el
decremento de la resolución de las causas ocasionó que en
el mejor de los casos se cumpla únicamente con el setenta
por ciento (70%) de resoluciones previstas en el año pasado,
ix) todas las condiciones antes indicadas han generado un
represamiento de aproximadamente un millón doscientas
quince mil causas que deben ser atendidas;

Que la situación angustiante de la Función Judicial, no
permitiría ofrecer el servicio de administración de justicia
de forma oportuna e integral como se merecen los
habitantes del Ecuador y más bien su deterioro por los
fenómenos indicados supra podría generar una grave
conmoción interna; y,

En ejercicio de las facultades que le confieren los artículos
164 siguientes y de la Constitución de la República; y, 29 y,
36 y siguientes de la Ley de Seguridad Pública y del
Estado,

Decreta:

Artículo 1.- Declarar el Estado de Excepción en la Función
Judicial, a fin de resolver la situación crítica por la que
atraviesa y garantizar en debida forma el derecho a la
justicia contemplado en la Constitución de la República y
prevenir una inminente conmoción interna.

Artículo 2.- Declarar la movilización nacional
especialmente de todo el personal de la Función Judicial,
con la finalidad de garantizar el acceso a la justicia oportuna
e integral a los habitantes del Ecuador.

Artículo 3.- Declárese acción prioritaria la formulación,
ejecución e implementación de los proyectos de cambio de
la justicia en el Ecuador, mediante el Plan de
Transformación de la Justicia.

Artículo 4.- El período de duración de este estado de
excepción es el de sesenta días a partir de la suscripción del
presente decreto ejecutivo. El ámbito territorial de
aplicación es en toda la República.

Artículo 5.- El Ministerio de Finanzas situará los recursos
suficientes para atender la emergencia.

Artículo 6.- Notifíquese esta declaratoria a la Asamblea
Nacional y a la Corte constitucional.

Artículo 7.- De la ejecución del presente decreto ejecutivo
que entrará en vigencia desde la fecha de su expedición, sin
perjuicio de su publicación en el Registro Oficial,
encárguense los ministros de Finanzas y de Justicia.

Dado en el Palacio Nacional, en San Francisco de Quito,
Distrito Metropolitano, el día de hoy, 5 de septiembre del
2011.

f.) Rafael Correa Delgado, Presidente Constitucional de la
República.

Documento con firmas electrónicas.

No. 11027

LA MINISTRA DE INDUSTRIAS Y
PRODUCTIVIDAD

Considerando:

Que mediante Resolución No. 2010-00086, publicada en el
Registro Oficial No. 205-S de 2 de junio del 2010, el
Ministerio de Relaciones Laborales, expidió la "NORMA
TÉCNICA SUSTITUTIVA DEL SUBSISTEMA DE
SELECCIÓN DE PERSONAL";

Que corresponde a la Ministra de Industrias y Productividad
dirigir la política del Ministerio a su cargo y expedir las
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normas, acuerdos y resoluciones que requiera la gestión
ministerial; y,

En ejercicio de la facultad que le confieren los artículos 17
y 55 del Estatuto del Régimen Jurídico y Administrativo de
la Función Ejecutiva,

Acuerda:

Art. 1.- Designase al/la Coordinador/a General
Administrativa Financiera para que en calidad de
delegado permanente integre y presida el Tribunal de
Méritos y Oposición de esta Secretaría de Estado.

Art. 2.- Nombrar al/la Coordinador/a General de Asesoría
Jurídica, quien en condición de delegado/a permanente
conforme y presida el Tribunal de Apelaciones del
Ministerio de Industrias y Productividad.

Art. 3.- De ser el caso, los jefes o responsables inmediatos
de la unidad a la que pertenecen los puestos vacantes así
como el/la Director/a de la Unidad de Recursos Humanos
del MIPRO, designarán sus delegados mediante oficio
dirigido al/la Presidente/a del Tribunal de Méritos y
Oposición o del Tribunal de Apelaciones, según
corresponda.

Art. 4.- El presente acuerdo entrará en vigencia a partir de
la presente fecha, sin perjuicio de su publicación en el
Registro Oficial y deja sin efecto el Acuerdo No. 07 164 de
10 de mayo del 2007.

Comuníquese y publíquese.

Dado en Quito. Distrito Metropolitano. 18 de enero del
2011.

f.) Econ. Verónica Sión de Josse, Ministra de Industrias y
Productividad.

MINISTERIO DE INDUSTRIAS Y PRODUCTIVIDAD.-
CERT1FICO.- Es fiel copia del original.- Archivo Central.-
Firma: Ilegible.- Fecha: 31 de agosto del 2011.

No. 11 330

LA MINISTRA DE INDUSTRIAS Y
PRODUCTIVIDAD

Considerando:

Que el artículo 154 numeral 1 de la Constitución de la
República del Ecuador dispone que las ministras y ministros
de Estado, además de las atribuciones establecidas en la ley,
les corresponde: "1. Ejercer la rectoría de las políticas
públicas del área a su cargo y expedir los acuerdos y
resoluciones administrativas que requiera su gestión,";

Que el inciso segundo del artículo 17 del Estatuto del
Régimen Jurídico Administrativo de la Función Ejecutiva
señala que: "Los Ministros de Estado dentro de la esfera de
su competencia, podrán delegar sus atribuciones y deberes
al funcionario inferior jerárquico de sus respectivos
Ministerios, cuando se ausenten en comisión de servicios al
exterior o cuando lo estimen conveniente, siempre y cuando
las delegaciones que concedan no afecten a la buena marcha
del Despacho Ministerial, todo ello sin perjuicio de las
funciones, atribuciones y obligaciones que de acuerdo con
las leyes y reglamentos tenga el funcionario delegado.";

Que el Comité de Comercio Exterior (COMEX), mediante
Resolución No. 17, publicada en el Registro Oficial No. 521
de 26 de agosto del 2011, determinó reformar la Resolución
450 del COMEX1, publicada en el Registro Oficial No. 492
de 19 de diciembre del 2008, incorporando dentro de la
""Nómina de productos sujetos a controles previos a la
importación", las subpartidas detalladas en el Anexo I de la
citada Resolución 17;

Que la Resolución 17 del COMEX, en su artículo 2 dispone:
"La autoridad encargada de administrar y aplicar el sistema
de licencias de importación es el Ministerio de industrias y
Productividad MIPRO, para lo cual elaborará un instructivo
que asegure la operatividad de este sistema";

Que, es necesario delegar atribuciones al Subsecretario de
Comercio e Inversiones, a fin de que esa unidad
administrativa sea la encargada de administrar y aplicar el
sistema de licencias de importación, para lo cual deberá
expedir el instructivo respectivo que permita la operatividad
del sistema; y,

En ejercicio de las atribuciones conferidas en el artículo 154
numeral 1 de la Constitución de la República del Ecuador,
publicada en el Registro Oficial No. 449 de 20 de octubre
del 2008; y, en los artículos 17 y 55 del Estatuto del
Régimen Jurídico Administrativo de la Función Ejecutiva y
sus reformas,

Acuerda:

Artículo 1.- DELEGAR al Subsecretario de Comercio e
Inversiones del Ministerio de Industrias y Productividad
MIPRO, para que administre y aplique el sistema de
licencias de importación establecido en la Resolución No.
450 del COMEXI, publicada en el Registro Oficial No. 492
de 19 de diciembre del 2008 y reformada con Resolución
No. 17 de 2 de agosto del 2011 del Comité de Comercio
Exterior (COMEX), publicada en el Registro Oficial No.
521 de 26 de agosto del 2011, y sus posteriores reformas.

Artículo 2.- Para la correcta administración y aplicación del
sistema de licencias de importación, la delegación al
Subsecretario de Comercio e Inversiones del MIPRO,
incluye la elaboración, suscripción y expedición, a través de
resoluciones, de los instructivos que sean necesarios, a fin
de poder asegurar su operatividad, los mismos que deberán
ser puestos en conocimiento del Servicio Nacional de
Aduana del Ecuador; así como, las modificaciones que se
deban realizar a los instructivos ya expedidos.

Artículo 3.- En ejercicio de la delegación, el funcionario
señalado procederá en armonía con las políticas del MIPRO
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y las resoluciones del Comité de Comercio Exterior
COMEX y las instrucciones impartidas por la máxima
autoridad, a quien informará periódicamente de los actos o
resoluciones adoptadas. Si en ejercicio de su delegación
violare la ley o los reglamentos o se apartare de las
instrucciones que recibiere, será civil, administrativa y
penalmente responsable por sus actuaciones.

Artículo 4.- El presente acuerdo entrará en vigencia a partir
de la fecha de su expedición, sin perjuicio de su publicación
en el Registro Oficial.

Dado y aprobado en Quito, Distrito Metropolitano, 26 de
agosto del 201 I.

Comuníquese y publíquese.

f.) Econ. Verónica Sión de Josse, Ministra de Industrias y
Productividad.

MINISTERIO DE INDUSTRIAS Y PRODUCTIVIDAD.-
CERTIFICO.- Es fiel copia del original.- Archivo Central-
Firma: Ilegible.- Fecha: 31 de agosto del 2011.

N° 286

EL MINISTRO DE RECURSOS

NATURALES NO RENOVABLES

Considerando:

Que los artículos 1 y 408 de la Constitución de la República
del Ecuador establecen que son de propiedad inalienable,
imprescriptible e inembargable del Estado los recursos
naturales no renovables y, en general, los productos del
subsuelo, yacimientos minerales y de hidrocarburos;

Que el numeral 11 del artículo 261 de la Caita Fundamental
prescribe que el Estado Central tendrá competencias
exclusivas sobre los recursos energéticos, minerales e
hiarocarburíferos;

Que el artículo 313 de la Carta Magna determina que el
Estado se reserva el derecho de administrar, regular,
controlar y gestionar los sectores estratégicos bajo los
principios de sostenibilidad ambiental, precaución,
prevención y eficiencia; considerando a los recursos
naturales no renovables como sector estratégico;

Que conforme el literal j) del artículo 7 de la Ley de
Minería, corresponde al Ministerio Sectorial otorgar,
administrar y extinguir los derechos mineros;

Que de acuerdo con el artículo 17 de la ley ibídem, se
entiende por derechos mineros a aquellos que emanan tanto
de los títulos de concesiones mineras, contratos de
explotación minera, licencias y permisos;

Que de conformidad con el artículo 18 de la Ley de Minería
son sujetos de derecho minero las personas naturales o
jurídicas, así como las asociaciones cuyo objeto social y
funcionamiento se ajusten a las disposiciones legales
vigentes en el país;

Que el artículo 134 de la Ley de Minería en concordancia
con el artículo 60 y siguientes de su reglamento de
aplicación, determinan que minería artesanal y de sustento
es aquella que se efectúa mediante trabajo individual,
familiar o asociativo utilizando herramientas simples y
portátiles destinadas a la obtención de minerales cuya
comercialización en general sólo permite cubrir las
necesidades básicas de la persona, grupo o familia que las
realiza, determinando los requisitos y procedimientos para
acceder al permiso para actividades de minería artesanal y
de sustento;

Que los artículos 18, 19 y 20 del reglamento del Régimen
Especial de Pequeña Minería y Minería Artesanal
determinan las características de esta actividad; establecen
que el Ministerio Sectorial, podrá otorgar permisos para
realizar labores de minería artesanal las que no podrán
afectar ni interferir con los derechos que emanan de la
titularidad minera;

Que mediante memorando N° 22-SN-DMIN-2011 de 17 de
agosto del 2011, el Subsecretario Nacional de Desarrollo
Minero remitió informe técnico constante en el memorando
N° ME-21-SN-DMIN-2011 de la misma fecha, el cual
determina el área (hectáreas) para minería artesanal;

Que es necesario que el Ministerio Sectorial defina un
procedimiento sumario que armonice las disposiciones del
artículo 134 de la Ley de Minería, y demás normativa
minera vigente, para dar trámite a las solicitudes de
obtención de permisos de minería artesanal y de sustento;
y,

En ejercicio, de las atribuciones que le confiere el numeral 1
del artículo 154 de la Constitución de la República del
Ecuador, en concordancia con el literal a) del artículo 7 de
la Ley de Minería; el artículo 19 del Reglamento del
Régimen Especial de Pequeña Minería y Minería Artesanal;
y, el artículo 17 del Estatuto del Régimen Jurídico y
Administrativo de la función Ejecutiva,

Acuerda:

Expedir el siguiente: INSTRUCTIVO PARA EL
OTORGAMIENTO DE PERMISOS PARA REALIZAR
LABORES DE MINERÍA ARTESANAL Y DE
SUSTENTO.

Artículo 1.- Objeto.- El presente instructivo se aplicará a
nivel nacional a las personas que requieran obtener el
permiso para realizar labores de minería artesanal y de
sustento que trabajen de manera individual, familiar o
asociativa.

Artículo 2.- Inversión y Área.- Por la naturaleza de esta
actividad, la inversión se entenderá tanto en los gastos
incursos en infraestructura que se instale como las
herramientas y maquinaria adquirida.
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El área para ejecutar actividades de minería artesanal y de
sustento para la minería no metálica, materiales de
construcción y minería metálica en subterránea, se
determina un máximo de hasta cuatro hectáreas; por otra
parte, para la minería en aluvial (metálica y materiales de
construcción) y minería en el lecho de río, se determina un
máximo de hasta seis hectáreas, de acuerdo al formulario
expedido para el efecto.

Artículo 3.- Delegación.- Por delegación del titular del
Ministerio Sectorial, el otorgamiento de permisos para
realizar labores de minería artesanal o de sustento serán
expedidos por los subsecretarios regionales de minas,
dentro de su jurisdicción.

Artículo 4.- Solicitud y Registro.- Las personas que
requieran obtener el permiso para realizar labores de
minería artesanal y de sustento presentarán una solicitud
dirigida al Subsecretario Regional de Minas de la
jurisdicción que corresponda, adjuntando a su pedido los
requisitos establecidos en el artículo 61 del Reglamento
General a la Ley de Minería y, el certificado del registro
efectuado en el Registro Minero a cargo de la Agencia de
Regulación y Control Minero de la Resolución de su
Calificación como Sujeto de Derechos Mineros.

Artículo 5.- Análisis y Evaluación.- Las subsecretarías
regionales de minas calificarán u observarán las solicitudes
presentadas dentro del término de cinco (5) días desde la
fecha de presentación de la solicitud. El análisis y
evaluación de la solicitud será efectuado por la
Coordinación Regional de la Agencia de Regulación y
Control Minero correspondiente, que informará sobre el
cumplimiento de los requisitos establecidos en el artículo
precedente.

De formulase observaciones sobre los documentos
presentados, pondrá estas en conocimiento del solicitante
para que formule las aclaraciones o presente la
documentación adicional que considere del caso, dentro del
término de diez (10) días, en caso de no absolverse las
observaciones dentro del término señalado se le podrá
declarar que ha desistido en su derecho al trámite. Con las
aclaraciones o información adicional, la Coordinación
Regional que corresponda, emitirá su informe en un término
no mayor de quince (15) días a contarse desde la fecha de la
recepción de esa información adicional, en el referido
informe deberá constar la determinación exacta del área
para la cual solicita el permiso para realizar labores de
minería artesanal y de sustento con la información clara y
precisa de que el área se encuentra libre, con respecto a
otras áreas mineras otorgadas por el Ministerio Sectorial, así
como la graficación temporal en el Catastro Minero
Nacional hasta que se concluya el trámite y la asignación de
un código, la indicación del material a explotarse, señalando
el monto de inversión de conformidad con la ley, previo al
otorgamiento del permiso.

Entregado el informe por parte de la Coordinación Regional
de la Agencia de Regulación y Control Minero respectiva,
el Subsecretario Regional de Minas, de ser el caso, otorgará
el respectivo permiso provisional por ciento veinte (120)
días para realizar labores de minería artesanal y de sustento,
dentro del término de diez (10) días contados a partir de la
recepción del informe antes referido.

Los beneficiarios del permiso provisional, dentro de los
ciento veinte (120) días otorgados, para poder acceder al
permiso definitivo para realizar actividades dentro del
régimen de minería artesanal y de sustento deberán
presentar los actos administrativo previos favorables que
determina el artículo 26 de la Ley de Minería según
corresponda. De manera obligatoria, presentarán los
informes favorables de las instituciones referidas en los
literales f); y, j) del referido artículo, y el artículo 99 del
reglamento ambiental minero.

Artículo 6.- Otorgamiento del Permiso Definitivo de
Minería Artesanal y de Sustento.- Una vez obtenidos los
permisos indicados el artículo anterior, la Subsecretaría
Regional de Minas correspondiente, dentro del término de
diez (10) días emitirá la resolución que otorgue el permiso
definitivo dentro del régimen de minería artesanal y de
sustento, el mismo que señalará la obligación de los mineros
artesanales de cumplir con normas de seguridad y salud
minera, observar y aprovechar el recurso minero en forma
técnica y racional; este permiso, podrá ser renovado de
conformidad con el artículo 134 de la Ley de Minería.

Artículo 7.- Inscripción en el Registro Minero.- Para la
plena validez del permiso para realizar actividades dentro
del régimen de minería artesanal y de sustento, el
beneficiario cumplirá el procedimiento establecido en el
articulo 35 del Reglamento General de la Ley de Minería.

Practicada la inscripción, el beneficiario entregará en la
Subsecretaría Regional de Minas correspondiente, en un
término de quince (15) días a partir de la fecha de su
inscripción, un (1) ejemplar del permiso debidamente
registrado.

DISPOSICIÓN TRANSITORIA

Las personas que hubieren requerido el permiso para
realizar labores de minería artesanal y de sustento antes de
la expedición del presente instructivo, o aquellas personas
que al amparo de la Ley de Minería y su reglamento de
aplicación, obtuvieron los permisos provisionales para
labores de minería artesanal, disponen de un plazo de
sesenta (60) días, a partir de la fecha de publicación en el
Registro Oficial del presente instructivo, para presentar y
obtener los actos administrativos (permisos) determinados
este instrumento, caso contrario se estarán incursos a lo
dispuesto en el artículo 56 y siguientes de la Ley de Minería
en concordancia con el artículo 99 de su norma adjetiva.

DISPOSICIÓN FINAL ÚNICA

El presente instructivo entrará en vigencia a partir de su
publicación en el Registro Oficial.

Comuníquese y publíquese.

Dado, en Quito, Distrito Metropolitano, a 25 de agosto del
2011.

f.) Wilson Pastor M., Ministro de Recursos Naturales No
Renovables.
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MINISTERIO DE RECURSOS NATURALES NO
RENOVABLES.- Es fiel copia de! original.- Lo certifico.-
Quito, a 25 de agosto del 2011.- f.) Aníbal Rosero V.,
Gestión y Custodia de Documentación.

N°287

EL MINISTRO DE RECURSOS

NATURALES NO RENOVABLES

Considerando:

Que los artículos 1 y 408 de la Constitución de la República
del Ecuador establecen que son de propiedad inalienable,
imprescriptible e inembargable del Estado los recursos
naturales no renovables y, en general, los productos del
subsuelo, yacimientos minerales y de hidrocarburos;

Que el numeral 11 del artículo 261 de la Carta Fundamental
prescribe que el Estado Central tendrá competencias
exclusivas sobre los recursos energéticos, minerales e
hidrocarburiferos;

Que el artículo 313 de la Carta Magna determina que el
Estado se reserva el derecho de administrar, regular,
controlar y gestionar los sectores estratégicos bajo los
principios de sostenibilidad ambiental, precaución,
prevención y eficiencia; considerando a los recursos
naturales no renovables como sector estratégico;

Que el Estado podrá de forma excepcional delegar la
participación de los sectores estratégicos, a la iniciativa
privada y a la economía popular y solidaria, de conformidad
con lo dispuesto en el artículo 316 de la Constitución de la
República del Ecuador;

Que el artículo 227 de la Constitución de la República del
Ecuador señala que la Administración Pública constituye un
servicio a la colectividad que se rige por los principios de
eficacia, eficiencia, calidad, jerarquía, desconcentración,
descentralización, coordinación, participación, planifica-
ción, transparencia y evaluación;

Que conforme el literal j) del artículo 7 de la Ley de
Minería, corresponde al Ministerio Sectorial otorgar,
administrar y extinguir los derechos mineros;

Que de acuerdo con el artículo 17 de la ley ibídem, se
entiende por derechos mineros a aquellos que emanan tanto
de los títulos de concesiones mineras, contratos de
explotación minera, licencias y permisos, como de las
autorizaciones para instalar y operar plantas de beneficio,
fundición y refinación y de las licencias de
comercialización;

Que el artículo 50 de la Ley de Minería dispone que las
personas naturales o jurídicas que, sin ser titulares de
concesiones mineras, se dediquen a las actividades de
comercialización o exportación de sustancias minerales

metálicas o a la exportación de sustancias minerales no
metálicas, o los concesionarios mineros que comercien
sustancias minerales metálicas o exporten las no metálicas
de áreas ajenas a sus concesiones, deben obtener la licencia
correspondiente en el Ministerio Sectorial, de conformidad
con lo establecido en el Reglamento General de la Ley de
Minería;

Que el artículo 52 de la Ley de Minería en concordancia con
el literal e) del artículo 11 y literal g) del artículo 12 del
Reglamento General de la Ley de Minería, determinan que
la Agencia de Regulación y Control Minero mantendrá el
Registro de Comercializadores de sustancias minerales
metálicas y de exportadores de minerales metálicos y no
metálicos, con la finalidad de llevar un control estadístico de
las actividades de comercialización interna y de la
exportación de estas sustancias minerales;

Que es necesario que el Ministerio Sectorial defina el
procedimiento administrativo que armonice las
disposiciones de los artículos 50, 51, 52, 53, 54, 55, 56 y 57
de la Ley de Minería, accediendo a una eficiente
administración y regulación de estos recursos, garantizando
la explotación sustentable y soberana, formulando y
controlando la aplicación de políticas, desarrollando la
minería; y, armonizando la relación entre el administrado y
el Estado; y,

En ejercicio, de las atribuciones que le confiere el numeral 1
del artículo 154 de la Constitución de la República del
Ecuador, en concordancia con el literal a) del artículo 7 de
la Ley de Minería; y, el artículo 17 del Estatuto del Régimen
Jurídico y Administrativo de la Función Ejecutiva,

Acuerda:

Expedir el siguiente INSTRUCTIVO PARA LA
OBTENCIÓN DE LAS LICENCIAS DE COMER-
CIALIZACIÓN DE SUSTANCIAS MINERALES
METÁLICAS O NO METÁLICAS EN LA REPÚBLI-
CA DEL ECUADOR.

Art. L- Alcance.- Las disposiciones contenidas en el
presente instructivo son aplicables a las personas naturales o
jurídicas que sin ser titulares de concesiones mineras, se
dediquen a las actividades de comercialización y/o
exportación de sustancias minerales metálicas o sustancias
minerales no metálicas; así como a las personas que, siendo
titulares de concesiones mineras comercien sustancias
minerales metálicas o exporten las no metálicas de áreas
ajenas a sus concesiones.

Art. 2.- Delegación.- El Ministro de Recursos Naturales No
Renovables delega a los subsecretarios regionales de minas,
la facultad de expedir las resoluciones administrativas para
las personas naturales o jurídicas que deseen realizar
actividades de comercialización y/o exportación de
sustancias minerales metálicas o sustancias minerales no
metálicas.

Art. 3.- Requisitos.- Las personas naturales o jurídicas
interesadas en obtener la licencia de comercialización
presentarán la solicitud por escrito ante el Subsecretario
Regional de Minas del domicilio que corresponda
acompañando los siguientes documentos:
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a) Certificado que acredite al peticionario ser Sujeto de
Derechos Mineros;

b) Determinación de la procedencia u origen de los
minerales o metales a ser comercializados y/o
exportados; y,

c) Comprobante de depósito del valor correspondiente por
derecho de trámite administrativo.

Art. 4.- Análisis y Evaluación.- Las subsecretarías
regionales de minas calificarán u observarán las solicitudes
presentadas dentro del término de cinco (5) días desde la
fecha de presentación de la solicitud. El análisis y
evaluación de la solicitud será efectuado por la
Coordinación Regional de la Agencia de Regulación y
Control Minero correspondiente que informará sobre el
cumplimiento de los requisitos establecidos en el artículo 3
de este instructivo.

De formulase observaciones sobre los documentos
presentados, pondrá estas observaciones en conocimiento
del solicitante para que haga las aclaraciones o presente la
documentación adicional que considere del caso, dentro del
término de diez (10) días, en caso de no absolverse las
observaciones dentro del término señalado se le podrá
declarar que ha desistido en su derecho al trámite
correspondiente. Con las aclaraciones o información
adicional, la Coordinación Regional que corresponda.
emitirá su informe en un término no mayor de cinco (5) días
a contarse desde la fecha de la recepción de esa información
adicional.

Art. 5.- Otorgamiento de la Licencia de
Comercialización.- Los subsecretarios regionales de minas
sobre la base del informe de la Coordinación Regional
respectiva, dentro del término de cinco (5) días mediante
resolución otorgará la licencia de comercialización, hecho
que será puesto en conocimiento de la persona solicitante.

La resolución tendrá una vigencia de tres años, sin ninguna
exclusividad, podrá ser renovada a pedido expreso por igual
período y su vigencia estará sujeta al cumplimiento de las
obligaciones contenidas en el artículo 53 de la Ley de
Minería.

La no renovación de la licencia de comercialización no
exime a su ex titular de las responsabilidades
administrativas, civiles o penales que tuviere pendiente o de
los daños ambientales ocasionados.

Extendida la resolución, esta y sus datos se inscribirán en el
Registro de Comercializadores de sustancias minerales
metálicas y de exportadores de minerales metálicos y no
metálicos que mantiene la Agencia de Regulación y Control
Minero.

La resolución no podrá ser objeto de cesión ni de
transferencia.

Art. 6.- Renovación.- Para la renovación de la resolución
de autorización con la cual se otorga la licencia de
comercialización, se observará el siguiente procedimiento:

a) El titular de una resolución deberá presentar su solicitud
ante la misma Subsecretaría Regional de Minas con

treinta (30) días de anticipación a su fecha de
vencimiento; y,

b) La solicitud de renovación podrá ser negada si el titular
no ha cumplido con las obligaciones establecidas en la
resolución.

La Subsecretaría Regional de Minas, de forma previa a la
renovación, solicitará a la Coordinación Regional
correspondiente, emita un informe respecto del
cumplimiento de las obligaciones establecidas en la licencia
de comercialización y la Ley de Minería por parte del
peticionario de la renovación dentro del término de diez (10)
días.

Art. 7.- Cancelación de la licencia.- Si como resultado de
los actos de control a cargo de la Agencia de Regulación y
Control Minero y sus coordinaciones regionales se llegare a
establecer que las condiciones mínimas que determinaron la
emisión de la licencia de comercialización han variado la
resolución de otorgamiento será cancelada; para el efecto, la
Subsecretaría Regional de Minas amparado en el informe
que se le presente, procederá a declarar la cancelación de la
licencia.

En caso de cancelación de la resolución y a partir de su
notificación la persona se abstendrá de ejercer las
actividades autorizadas, no obstante su posterior exclusión
del registro de comercializadores.

La licencia también podrá ser cancelada en casos de que el
titular incurra en las circunstancias previstas en el Capítulo
III del Título VI de la Ley de Minería, en lo que fuere
aplicable.

Art. 8.- Registro de Comercializadores.- Una vez que la
Subsecretaría Regional de Minas expida la correspondiente
licencia de comercialización, la respectiva resolución deberá
inscribirse en el Registro de Comercializadores a cargo de la
Agencia de Regulación y Control Minero.

Como parte del proceso de registro, anualmente, se
publicará la nómina de las personas autorizadas a
comercializar y la lista de las personas excluidas del
Registro.

Art. 9.- Derechos.- Las personas participantes en las
actividades de comercialización de sustancias minerales
metálicas o no metálicas en la República del Ecuador
pagarán los derechos de control y regulación que
anualmente se fijen de conformidad con lo dispuesto en el
literal k) del artículo 9 de la Ley de Minería y el literal i) del
artículo 8 del Reglamento General de la Ley de Minería.

Art. 10.- El presente acuerdo entrará en vigencia a partir de
su suscripción, sin perjuicio de su publicación en el Registro
Oficial y de su ejecución encárguese al Viceministro de
Minas y Director Ejecutivo de la Agencia de Regulación y
Control Minero.

Comuníquese y publíquese.

Dado, en Quito. Distrito Metropolitano, a 25 de agosto del
2011.
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f.) Wilson Pastor M., Ministro de Recursos Naturales No
Renovables.

MINISTERIO DE RECURSOS NATURALES NO
RENOVABLES.- Es fiel copia del original.- Lo certifico.-
Quito, a 25 de agosto del 2011.- f.) Aníbal Rosero V.,
Gestión y Custodia de Documentación.

No. 11280

MINISTERIO DE INDUSTRIAS Y
PRODUCTIVIDAD

SUBSECRETARÍA DE LA CALIDAD

Considerando:

Que mediante Ley 2007-76, publicada en el Suplemento del
Registro Oficial N° 26 del jueves 22 de febrero del 2007, se
establece la Ley del Sistema Ecuatoriano de la Calidad;

Que, mediante Acuerdo Ministerial No. 110 de 1974-01-25,
publicado en el Registro Oficial No. 510 de 1974-03-12, se
oficializó con carácter de Obligatoria la Norma Técnica
Ecuatoriana NTE INEN 68 QUESO DANBO.
REQUISITOS;

Que la Primera Revisión de la indicada norma ha seguido el
trámite reglamentario;

Que la Subsecretaría de Industrias. Productividad e
Innovación Tecnológica del Ministerio de Industrias y
Productividad, conoció y aprobó la Primera Revisión de la
indicada norma;

Que de conformidad con la Ley del Sistema Ecuatoriano de
la Calidad, el Ministerio de Industrias y Productividad es la
institución rectora del Sistema Ecuatoriano de la Calidad.
En consecuencia es competente para aprobar la
oficialización y mantener con el carácter de
OBLIGATORIA, mediante su promulgación en el Registro
Oficial la Norma Técnica Ecuatoriana NTE INEN 68
QUESO DANBO. REQUISITOS; a fin de que exista un
justo equilibrio de intereses entre proveedores y
consumidores; y,

En ejercicio de las facultades que le concede la ley,

Resuelve:

ARTÍCULO 1.- Aprobar y oficializar con el carácter de
OBLIGATORIA la Primera Revisión de la Norma Técnica
Ecuatoriana NTE INEN 68 (Queso Danbo. Requisitos),
que establece los requisitos que debe cumplir el queso Danbo
destinado al consumidor final.

ARTÍCULO 2.- Las personas naturales o jurídicas que no
cumplan con la mencionada norma, serán sancionadas de
conformidad con la ley.

ARTÍCULO 3.- Esta Norma Técnica Ecuatoriana NTE
INEN 68 (Primera Revisión) reemplaza a la NTE INEN
68:1974 y entrará en vigencia desde la fecha de su
promulgación en el Registro Oficial.
COMUNÍQUESE Y PUBLÍQUESE en el Registro Oficial.
Dado en Quito, Distrito Metropolitano,
f.) Tlga. Catalina Cárdenas, Subsecretaría de la Calidad (E).

MINISTERIO DE INDUSTRIAS Y PRODUCTIVIDAD.-
CERTIFICO.- Es fiel copia del original.- Archivo Central.-
Firma: Ilegible.- Fecha: 5 de septiembre del 2011.

No. 11281

MINISTERIO DE INDUSTRIAS Y
PRODUCTIVIDAD

SUBSECRETARÍA DE LA CALIDAD

Considerando:

Que mediante Ley 2007-76, publicada en el Suplemento del
Registro Oficial No. 26 del jueves 22 de febrero del 2007,
se establece la Ley del Sistema Ecuatoriano de la Calidad;

Que el Instituto Ecuatoriano de Normalización INEN,
entidad competente en materia de Reglamentación,
Normalización y Metrología, ha formulado el Manual
Técnico Ecuatoriano MTE INEN 004. MANUAL DE
SEÑALIZACIÓN TURÍSTICA;

Que en su elaboración se ha seguido el trámite
reglamentario;

Que la Subsecretaría de Industrias, Productividad e
Innovación Tecnológica del Ministerio de Industrias y
Productividad, conoció y aprobó el indicado manual;

Que de conformidad con la Ley del Sistema Ecuatoriano de
la Calidad, el Ministerio de Industrias y Productividad es la
institución rectora del Sistema Ecuatoriano de la Calidad. En
consecuencia, es competente para aprobar la oficialización
con el carácter de VOLUNTARIO mediante su
promulgación en el Registro Oficial el Manual Técnico
Ecuatoriano MTE INEN 004. MANUAL DE
SEÑALIZACIÓN TURÍSTICA a fin de que exista un
justo equilibrio de intereses entre proveedores y
consumidores; y,

En ejercicio de las facultades que le concede la ley,
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Resuelve:

ARTICULO 1.- Aprobar y oficializar con el carácter de
VOLUNTARIO el Manual Técnico Ecuatoriano MTE
INEN 004 (Manual de señalización turística), que
establece un sistema de señalización turística, coherente y
uniforme para todo el territorio, con el fin de potenciar la
competitividad turística del país y lograr el mejoramiento
del nivel y de la calidad de vida de su gente, y la
preservación de su cultura y de su entorno.

ARTICULO 2.- De conformidad con el Acuerdo
Ministerial No. 11 256 de 15 de julio del 2011, publicado en
el Registro Oficial No. 499 de 26 de julio del 2011, el
Instituto Ecuatoriano de Normalización INEN, deberá
publicar el Manual Técnico Ecuatoriano MTE INEN 004
(Manual de señalización turística), en la página Web de
esa Institución, (www.inen.gob.ec).

ARTÍCULO 3.- Este Manual Técnico Ecuatoriano MTE
INEN 004 entrará en vigencia desde la fecha de su
promulgación en el Registro Oficial.

COMUNIQÚESE Y PUBLÍQUESE en el Registro Oficial.

Dado en Quito. Distrito Metropolitano, 2 de septiembre del
2011.

f.) Tlga. Catalina Cárdenas, Subsecretaría de la Calidad (E).

MINISTERIO DE INDUSTRIAS Y PRODUCTIVIDAD.-
CERTIFICO.- Es fiel copia del original.- Archivo Central.-
Firma: Ilegible.- Fecha: 5 de septiembre del 2011.

EL CONCEJO DEL GOBIERNO AUTÓNOMO
DESCENTRALIZADOMUNICIPAL DEL CANTÓN

CAMILO PONCE ENRÍQUEZ

Considerando:

Que, el artículo 57, literal b) del COOTAD, otorga la
facultad a los municipios de regular, mediante ordenanza, la
aplicación de tributos previstos en la ley a su favor;

Que, el artículo 491 literal i), 492 y 493 del Código
Orgánico de Organización Territorial, Autonomía y
Descentralización, considera al 1.5 por mil sobre los activos
totales, como impuestos municipales para la financiación
municipal; que su cobro se reglamentará por medio de
ordenanzas y que los funcionarios que deban hacer efectivo
el cobro de los tributos o de las obligaciones de cualquier
clase a favor de la Municipalidad de Camilo Ponce
Enríquez, serán personal y pecuniariamente responsables
por acción u omisión en el cumplimiento de sus deberes;

Que, el artículo 553 del COOTAD establece la obligación
que tienen las personas naturales, jurídicas, sociedades
nacionales o extranjeras que ejerzan permanentemente
actividades económicas y que estén obligados a llevar

contabilidad, de pagar el impuesto del 1.5 por mil sobre los
activos totales;

Que, el COOTAD, en el inciso segundo del artículo 553
determina que para efectos de la base imponible de este
impuesto los sujetos pasivos podrán deducirse las
obligaciones de hasta un año plazo y los pasivos
contingentes; y,

En ejercicio de la facultad de competencia que le confieren
los artículos 240 y 264, numeral 14 de la Constitución de la
República, en armonía con lo previsto en los artículos 7 y 57
letra a) del Código Orgánico de Organización Territorial,
Autonomía y Descentralización.

Expide:

LA ORDENANZA QUE REGLAMENTA LA
DETERMINACIÓN, RECAUDACIÓN Y COBRO DEL
IMPUESTO DEL 1.5 POR MIL SOBRE LOS ACTIVOS
TOTALES EN EL GOBIERNO AUTÓNOMO
DESCENTRALIZADO MUNICIPAL DEL CANTÓN
CAMILO PONCE ENRÍQUEZ, PROVINCIA DEL
AZUAY.

Art. L- OBJETO DEL IMPUESTO Y HECHO
GENERADOR.- La realización habitual o permanente de
actividades económicas, dentro de la jurisdicción cantonal
del cantón Camilo Ponce Enríquez, ejercidas por las
personas naturales, jurídicas, sociedades de hecho y
negocios individuales, nacionales o extranjeras, que estén
obligadas a llevar contabilidad de conformidad a lo previsto
en la Ley Orgánica de Régimen Tributario Interno y su
reglamento, constituye el hecho generador del presente
impuesto.

Art. 2.- SUJETO ACTIVO DEL IMPUESTO.- El sujeto
activo del impuesto al 1.5 por mil sobre los activos totales,
es el Gobierno Autónomo Descentralizado Municipal del
Cantón Camilo Ponce Enríquez, en su calidad de ente
público acreedor del tributo, dentro de los límites de su
jurisdicción territorial, donde los sujetos pasivos tengan
domicilio o sucursales los comerciantes, industriales,
financieros así como los que ejerzan cualquier actividad de
orden económico.

Art. 3.- SUJETO PASIVO.- Son sujetos pasivos de este
impuesto, todas las personas naturales o jurídicas, las
sociedades de hecho y de derecho; los negocios indivi-
duales, nacionales o extranjeras, que ejerzan habitualmente
y/o permanentemente actividades comerciales, industriales,
y financieras dentro del cantón Camilo Ponce Enríquez y
que estén obligados a llevar contabilidad, de acuerdo con lo
que dispone la Ley Orgánica de Régimen Tributario Interno
y su reglamento de aplicación.

Art. 4.- OBLIGACIONES DEL SUJETO PASIVO.- Los
sujetos pasivos de este impuesto están obligados a:

a) Cumplir con los deberes formales establecidos en el
Código Tributario;

b) Llevar libros y registros contables relativos a su
actividad económica, de conformidad a las normas
pertinentes;
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c) Presentar la declaración anual del impuesto sobre los
activos totales con todos los documentos y anexos que
la Dirección Financiera Municipal del Gobierno
Autónomo Descentralizado Municipal del Cantón
Camilo Ponce Enríquez solicite para realizar la
determinación del impuesto;

d) Facilitar a los funcionarios autorizados por la
Dirección Financiera Municipal a realizar las
verificaciones tendientes al control o determinación del
impuesto, para cuyo efecto proporcionará las
informaciones de libros, registros, declaraciones y
otros documentos contables; y,

e) Concurrir a la Dirección Financiera Municipal cuando
sea requerido para sustentar la información en caso de
ser contradictoria o irreal.

Art. 5.- BASE IMPONIBLE.- Está constituida por el total
del activo al que se le deducirá las obligaciones de hasta un
año plazo y los pasivos contingentes, que constan en el
balance general al cierre del ejercicio económico del año
inmediato anterior, presentado en el Servicio de Rentas
Internas (SRI), Superintendencia de Compañías o
Superintendencia de Bancos, según el caso. El pasivo
contingente refleja una posible obligación, surgida a raíz de
sucesos pasados, cuya existencia puede ser consecuencia-
con cierto grado de incertidumbre- de un suceso futuro o
que no ha sido objeto de reconocimiento en los libros
contables por no obligar a la empresa a desembolso de
recursos.

Art. 6.- CUANTÍA DEL IMPUESTO SOBRE LOS
ACTIVOS TOTALES.- La tarifa del impuesto sobre los
activos totales, de conformidad con los artículos 491 literal
i) y 553 del Código Orgánico de Organización Territorial,
Autonomía y Descentralización, es del 1.5 por mil anual
sobre los activos totales.

Art. 7.- ACTIVOS TOTALES.- Están constituidos por la
suma de todos los activos corrientes, fijos, diferidos,
contingentes y otros, reflejados en el balance general
presentado al Servicio de Rentas Internas y
Superintendencias de Compañías o de Bancos, según sea el
caso.

ACTIVOS.- Se consideran activos al haber total de una
persona natural o jurídica. Los activos totales
comprenderán:

a) Activos corrientes: tales como: caja, bancos, cuentas y
documentos por cobrar, gastos anticipados a corto
plazo, inventarios convertibles en efectivo hasta un año
plazo;

b) Activos fijos: entiéndase como tales: bienes inmuebles
necesarios para las operaciones de la empresa y no
para la venta;

c) Activos diferidos: se entiende a las cuentas por cobrar
a largo plazo y pagos anticipados;

d) Activos contingentes: se entiende a los valores que se
consideran como previsión para cualquier emergencia
que presente el negocio o empresa;

e) Otros activos: como cargos diferidos, activos
intangibles e inversiones a largo plazo; y,

f) Pasivo corriente: son las obligaciones que pueda tener
el sujeto pasivo; estas son: cuentas por pagar menores a
un año.

Art. 8.- DETERMINACIÓN DEL IMPUESTO.- La
determinación del impuesto se realizará por declaración del
sujeto pasivo, o en forma presuntiva conforme lo establece
el artículo 92 del Código Tributario.

Art. 9.- DETERMINACIÓN POR DECLARACIÓN
DEL SUJETO PASIVO.- Las personas jurídicas y
personas naturales obligadas a llevar contabilidad,
declararán el impuesto a los activos totales presentando el
balance general debidamente legalizado por el representante
legal (para el caso de personas jurídicas) y el contador
público autorizado, el cual deberá estar certificado por el
respectivo organismo de control, adjuntando todos los
documentos que lo justifiquen.

Además, de ser necesario, deberán facilitar a los
funcionarios autorizados de la Administración Tributaria
Municipal las inspecciones o verificaciones tendientes al
control o a la determinación del impuesto, exhibiendo las
declaraciones, informes, libros, registros y demás
documentos solicitados por la autoridad competente; y,
formular las declaraciones que fueran solicitadas.

Art. 10.- DETERMINACIÓN PRESUNTIVA.- Se
realizará la determinación presuntiva por la falta de
declaración del sujeto pasivo o cuando la declaración
presentada no preste mérito suficiente para acreditarla,
acorde a lo establecido en el artículo 92 del Código
Tributario.

Art. 11.- EXENCIONES.- Están exentos de este impuesto
únicamente:

a) El Gobierno Central, consejos provinciales y
regionales, las municipalidades, los distritos
metropolitanos, las juntas parroquiales, las entidades de
derecho público y las entidades de derecho privado con
finalidad social o pública, cuando sus bienes o ingresos
se destinen exclusivamente a los mencionados fines y
solamente en la parte que se invierta directamente en
ellos;

b) Las instituciones o asociaciones de carácter privado, de
beneficencia o educación, las corporaciones y
fundaciones sin fines de lucro constituidas legalmente,
cuando sus bienes o ingresos se destinen
exclusivamente a los mencionados fines en la parte que
se invierta directamente en ellos;

c) Las empresas multinacionales y las de economía mixta,
en la parte que corresponda a los aportes del sector
público de los respectivos estados. En el caso de las
empresas de economía mixta, el porcentaje accionario
determinará las partes del activo total sujeto al tributo;

d) Las personas naturales que se hallen amparadas
exclusivamente en la Ley de Fomento Artesanal y
cuenten con el acuerdo interministerial de que trata el
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artículo décimo tercero de la Ley de Fomento
Artesanal;

e) Las personas naturales o jurídicas que se dediquen a la
actividad agropecuaria, exclusivamente respecto a los
activos totales relacionados directamente con la
actividad agropecuaria; y,

f) Las cooperativas de ahorro y crédito.

Para el impuesto sobre el activo total no se reconocerán las
exoneraciones previstas en leyes especiales, aún cuando
sean consideradas de fomento a diversas actividades
productivas.

Cada una de las personas e instituciones mencionadas en el
presente artículo tendrán la obligación de presentar la
respectiva solicitud a fin de obtener los beneficios
mencionados, ante el Director Financiero Municipal del
GADM del Cantón Camilo Ponce Enríquez, señalando
además el domicilio tributario para notificaciones en el
cantón Camilo Ponce Enríquez.

Art. 12.- PRESENTACIÓN DE RECLAMOS
ADMINISTRATIVOS RELATIVOS AL IMPUESTO
DEL 1.5 POR MIL SOBRE LOS ACTIVOS
TOTALES.- Todo reclamo administrativo deberá
presentarse por escrito ante el Director Financiero
Municipal con los requisitos señalados en el Art. 119 del
Código Tributario.

Art. 13.- PAGO DEL IMPUESTO PARA PERSONAS
QUE REALIZAN ACTIVIDAD EN OTRAS
JURISDICCIONES CANTONALES, ESTANDO
DOMICILIADAS EN EL CANTÓN CAMILO PONCE
ENRÍQUEZ.- Los contribuyentes que estén domiciliados
en el cantón Camilo Ponce Enríquez, pero que realizan
actividades en otras jurisdicciones cantonales, para el pago
del impuesto observarán las siguientes normas:

1.- Con domicilio principal en Camilo Ponce Enríquez, con
su fábrica o planta de producción en otra jurisdicción
cantonal.

Cuando una persona natural o jurídica esté domiciliada
en la jurisdicción del Gobierno Autónomo
Descentralizado Municipal del Cantón Camilo Ponce
Enríquez, sin realizar actividad sujeta al pago del
impuesto en esta y posee su fábrica o planta de
producción (debidamente inscrita en el registro único
de contribuyentes) en otro cantón, presentará la
declaración y pagará el tributo en el cantón donde esté
situada dicha fábrica o planta de producción, sin
perjuicio de obtener la correspondiente resolución por
parte del Director Financiero Municipal del Cantón
Camilo Ponce Enríquez que justifique dicho hecho.

2.- Domicilio principal en el cantón Camilo Ponce Enríquez
y con actividad en varios cantones.

Cuando la persona natural o jurídica esté domiciliada
en esta jurisdicción y posea agencias o sucursales en
otras jurisdicciones cantonales, debidamente inscrita
en el registro único de contribuyentes, deberá presentar
la declaración y realizar el pago total del impuesto del

1.5 por mil sobre los activos totales en el Gobierno
Autónomo Descentralizado Municipal del Cantón
Camilo Ponce Enríquez, especificando el porcentaje de
ingresos obtenidos en cada uno de los cantones donde
realiza la actividad o tenga sucursales, y en base a
dichos porcentajes se determinará el impuesto para
cada GAD municipal, por lo que, una vez receptada la
declaración y el pago del tributo, la Dirección
Financiera Municipal del Cantón Camilo Ponce
Enríquez procederá a remitir los valores que
corresponden a cada Municipalidad. Para la
distribución del impuesto se tomará en cuenta el total
de ingresos, que consta en el estado de resultados de la
declaración del impuesto a la renta presentada al
Servicio de Rentas Internas y superintendencias de
Compañías o de Bancos, según fuere el caso.

Art. 14.- DOMICILIO PRINCIPAL EN OTROS
CANTONES Y CON ACTIVIDAD EN EL CANTÓN
CAMILO PONCE ENRÍQUEZ.- Cuando la persona
natural o jurídica esté domiciliada en otra jurisdicción y
genere parte de su actividad económica en el cantón Camilo
Ponce Enríquez, con su patente debidamente obtenida en el
GADM del Cantón Camilo Ponce Enríquez, deberá
presentar la declaración y realizar el pago del impuesto que
corresponde a esta actividad económica a la Oficina de
Rentas del GADM del Cantón Camilo Ponce Enríquez,
especificando el porcentaje de ingresos obtenidos en este
cantón, sin perjuicio de que la persona natural o jurídica
presente su declaración total ante el GAD municipal de su
domicilio principal. Cuando los sujetos pasivos de este
impuesto tengan su actividad en el cantón Camilo Ponce
Enríquez, jurisdicción distinta al Municipio en el que tiene
su domicilio social, el impuesto se pagará al GAD
Municipal del Cantón Camilo Ponce Enríquez, en el caso de
que la fábrica o planta de producción se encuentre ubicada
en este cantón.

Art. 15.- PAGO DEL IMPUESTO PARA PERSONAS
QUE NO ESTANDO DOMICILIADAS EN OTRAS
JURISDICCIONES CANTONALES, REALICEN
ACTIVIDAD ECONÓMICA DENTRO DEL CANTÓN
CAMILO PONCE ENRÍQUEZ.- Cuando la persona
natural o jurídica no esté domiciliada en otras jurisdicciones
y generen su actividad económica en el cantón Camilo
Ponce Enríquez, con su patente debidamente obtenida en el
GADM del Cantón Camilo Ponce Enríquez, deberá
presentar la declaración; y, realizar el pago del impuesto que
corresponde a esta actividad económica a la Oficina de
Rentas del GAD Municipal del Cantón Camilo Ponce
Enríquez.

Art. 16.- DEDUCCIONES.- Los sujetos pasivos de este
impuesto deducirán de sus activos totales que conste en el
balance general presentado al Servicio de Rentas Internas
(SRI) y superintendencias de Compañías o de Bancos:

a) Las obligaciones de hasta un año plazo, esto es el total
del pasivo corriente, reflejado en el balance general
presentado al Servicio de Rentas Internas y
superintendencias de Compañías o de Bancos; y,

b) Pasivo contingente, reflejado en el balance general
presentado al Servicio de Rentas Internas y
superintendencias de Compañías o de Bancos, según el
caso.
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Art. 17.- PLAZOS PARA LA DECLARACIÓN Y
PAGO DEL IMPUESTO.- El impuesto del 1.5 por mil
corresponderá al activo total del año calendario anterior y el
período financiero correrá del 1 de enero al 31 de
diciembre. Este impuesto se pagará hasta 30 días después de
la fecha límite establecida para la declaración del impuesto
a la renta en cumplimiento a lo dispuesto en el artículo 555
del COOTAD.

Art. 18.- SANCIONES TRIBUTARIAS.- Los contribu-
yentes que presenten o paguen en forma tardía la
declaración anual del impuesto del 1.5 por mil sobre los
activos totales, serán sancionados con una multa
equivalente al 1% del impuesto que corresponde al cantón
Camilo Ponce Enríquez. Dicha multa no podrá exceder del
100% del impuesto causado para el GAD Municipal del
Cantón Camilo Ponce Enríquez.

Cuando no exista impuesto causado la multa por
declaración tardía será el equivalente al 50% de una
remuneración básica unificada por cada mes de retraso, la
misma que no excederá lo equivalente a 5 remuneraciones
básicas unificadas. Estas multas serán impuestas por la
Dirección Financiera Municipal del GAD Municipal del
Cantón Camilo Ponce Enríquez al momento de la
recaudación del impuesto o la recepción de la declaración y
se calcularán hasta el último día de cada mes.

Los contribuyentes que no faciliten la información
requerida por la Administración Tributaria Municipal o que
no exhiban oportunamente el pago del impuesto al
funcionario competente, serán sancionados por la Dirección
Financiera con multa equivalente de 1 a 5 remuneraciones
básicas unificadas por cada mes de retraso, de acuerdo a la
gravedad del caso.

Art. 19.- DE LAS COMPAÑÍAS EN PROCESO DE
LIQUIDACIÓN.- Las empresas que acrediten
justificadamente que están en proceso de liquidación,
deberán comunicar este hecho dentro de los treinta días
posteriores a la inscripción de la correspondiente resolución
otorgada por el organismo de control, a la Dirección
Financiera Municipal del GAD Municipal del Cantón
Camilo Ponce Enríquez, caso contrario, pagarán una multa
equivalente a quince dólares (US $ 15.00) mensuales, hasta
que se dé cumplimiento a la referida comunicación. Las
empresas mencionadas en el numeral que antecede, previo
al proceso de disolución y liquidación, deberán encontrarse
al día en el pago del impuesto referido, hasta la disolución
de la misma, conforme a la resolución otorgada por el
organismo de control.

Art. 20.- DE LA VERIFICACIÓN DE LA INFORMA-
CIÓN FINANCIERA.- La Dirección Financiera Municipal
del Gobierno Autónomo Descentralizado Municipal del
Cantón Camilo Ponce Enríquez podrá, a través de los
organismos de control, si fuese necesario, verificar la
veracidad de la información tributaria presentada por los
sujetos pasivos. En caso de existir diferencias a favor del
GAD Municipal del Cantón Camilo Ponce Enríquez se
emitirá el correspondiente título de crédito con las
respectivas multas e intereses que se generen hasta el
momento del pago.

Art. 21.- EJECUCIÓN.- Encárguese la ejecución de la
presente ordenanza a la Dirección Financiera Municipal del

GADM del Cantón Camilo Ponce Enríquez; y, demás
dependencias municipales que tengan relación con la
misma.

DISPOSICIONES FINALES

Art. 22.- DEROGATORIA.- Quedan derogadas las
ordenanzas y disposiciones que establezcan el cobro del 1.5
por mil sobre los activos totales en el Gobierno Autónomo
Descentralizado Municipal del Cantón Camilo Ponce
Enríquez.

Art. 23.- VIGENCIA.- La presente ordenanza entrará en
vigencia a partir de su publicación en la Gaceta Oficial
Municipal y en el Registro Oficial.

Dada y firmada en la sala de sesiones del Concejo
Municipal de Camilo Ponce Enríquez, a los veinticinco días
del mes de abril del año dos mil once.

f.) Ing. Patricio Sánchez Narea, Alcalde del cantón.

f.) Johanna Abril Rodas, Secretaria del Concejo.

CERTIFICO.- Que la ORDENANZA QUE
REGLAMENTA LA DETERMINACIÓN, RECAUDA-
CIÓN Y COBRO DEL IMPUESTO DEL 1.5 POR MIL
SOBRE LOS ACTIVOS TOTALES EN EL GOBIERNO
AUTÓNOMO DESCENTRALIZADO MUNICIPAL DEL
CANTÓN CAMILO PONCE ENRÍQUEZ, PROVINCIA
DEL AZUAY, fue debidamente discutida y aprobada por el
Concejo Municipal del Cantón Camilo Ponce Enríquez, en
dos sesiones distintas, celebradas el dieciocho y veinticinco
de abril del 2011, de conformidad a lo que dispone el Art.
322 del Código Orgánico de Organización Territorial,
Autonomía y Descentralización.

f.) Johanna Abril Rodas, Secretaria del Concejo.

SECRETARÍA DEL CONCEJO MUNICIPAL DE
CAMILO PONCE ENRÍQUEZ, En la ciudad de Camilo
Ponce Enríquez, a los veintiséis días del mes de abril del
año dos mil once, a las 15:00.- De conformidad con lo que
dispone el Art. 322 del Código Orgánico de Organización
Territorial, Autonomía y Descentralización, elévese a
conocimiento del señor Alcalde del cantón, para su sanción,
tres ejemplares de la ORDENANZA QUE REGLAMENTA
LA DETERMINACIÓN, RECAUDACIÓN Y COBRO
DEL IMPUESTO DEL 1.5 POR MIL SOBRE LOS
ACTIVOS TOTALES EN EL GOBIERNO AUTÓNOMO
DESCENTRALIZADO MUNICIPAL DEL CANTÓN
CAMILO PONCE ENRÍQUEZ, PROVINCIA DEL
AZUAY.

f.) Johanna Abril Rodas, Secretaria del Concejo.

ALCALDÍA DEL CANTÓN CAMILO PONCE
ENRÍQUEZ, Camilo Ponce Enríquez, veintiocho de abril
del año dos mil once, a las 09h00.- De conformidad al Art.
322 del Código Orgánico de Organización Territorial,
Autonomía y Descentralización vigente, y una vez que se
ha cumplido con las disposiciones legales, sanciono la
ORDENANZA QUE REGLAMENTA LA
DETERMINACIÓN, RECAUDACIÓN Y COBRO DEL
IMPUESTO DEL 1.5 POR MIL SOBRE LOS ACTIVOS
TOTALES EN EL GOBIERNO AUTÓNOMO DESCEN-
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TRALIZADO MUNICIPAL DEL CANTÓN CAMILO
PONCE ENRÍQUEZ, PROVINCIA DEL AZUAY y
precédase de acuerdo a la ley.

f.) Ing. Patricio Sánchez Narea, Alcalde del cantón Camilo
Ponce Enríquez.

Proveyó y firmó la providencia con la que se sanciona la
ORDENANZA QUE REGLAMENTA LA
DETERMINACIÓN, RECAUDACIÓN Y COBRO DEL
IMPUESTO DEL 1.5 POR MIL SOBRE LOS ACTIVOS
TOTALES EN EL GOBIERNO AUTÓNOMO
DESCENTRALIZADO MUNICIPAL DEL CANTÓN
CAMILO PONCE ENRÍQUEZ, PROVINCIA DEL
AZUAY, el Ing. Patricio Sánchez Narea, Alcalde del GAD
Municipal del Cantón Camilo Ponce Enríquez, hoy jueves
28 de abril del 2011, a las 09h00, en la ciudad de Camilo
Ponce Enríquez.

f.) Johanna Abril Rodas, Secretaria Municipal.

EL GOBIERNOAUTÓNOMODESCENTRALIZADO
MUNICIPAL DE TULCÁN

Considerando:

Que, el artículo 264, numeral 5 de la Constitución de la
República del Ecuador, otorga a los gobiernos municipales
las competencias de crear, modificar, o suprimir mediante
ordenanzas, tasas, y contribuciones especiales de mejoras,
sin perjuicio de otras que determine la ley;

Que, el artículo 300 de la Constitución de la República del
Ecuador indica: El régimen tributario se regirá por los
principios de generalidad, progresividad, eficiencia,
simplicidad administrativa, irretroactividad, equidad,
transparencia y suficiencia recaudatoria. Se prioriza los
impuestos directos y progresivos;

Que, el artículo 7 del Código Orgánico de Organización
Territorial, Autonomía y Descentralización establece la
facultad normativa en los siguientes términos: Para el pleno
ejercicio de sus competencias y de las facultades que de
manera concurrente podrán asumir, se reconoce a los
consejos regionales y provinciales, concejos metropolitanos
y municipales, la capacidad para dictar normas de carácter
general, a través de ordenanzas, acuerdos y resoluciones,
aplicables dentro de su circunscripción territorial;

Que, el artículo 58 del Código Orgánico de Organización
Territorial, Autonomía y Descentralización, en el literal b)
atribuye a los concejales lo siguiente: Presentar proyectos
de ordenanzas cantonales, en el ámbito de competencia del
gobierno autónomo descentralizado municipal;

Que, el artículo 186 del Código Orgánico de Organización
Territorial, Autonomía y Descentralización, da la facultad
tributaria a los gobiernos municipales y podrán crear,
modificar, exonerar o suprimir mediante ordenanzas, tasas,
tarifas, y contribuciones especiales de mejoras generales o
específicas, por el establecimiento o ampliación de servicios

públicos que son de su responsabilidad, el uso de bienes o
espacios públicos y en razón de las obras que ejecuten
dentro del ámbito de sus competencias y circunscripción,
así como la regulación para la captación de las plusvalías;

Que, el artículo 491 del Código Orgánico de Organización
Territorial, Autonomía y Descentralización, sobre las clases
de impuestos municipales en su literal g) tipifica: el
impuesto a las utilidades en la transferencia de predios
urbanos y plusvalía de los mismos;

Que, el artículo 492 del Código Orgánico de Organización
Territorial, Autonomía y Descentralización, tipifica que las
municipalidades y distritos metropolitanos, reglamentarán
por medio de ordenanzas el cobro de sus tributos.

Que, el artículo 556 del Código de Organización Territorial,
Autonomía y Descentralización, sobre el impuesto por
utilidades y plusvalía indica: Se establece el impuesto del
diez por ciento (10%) sobre las utilidades y plusvalía que
provengan de la transferencia de inmuebles urbanos,
porcentaje que podrá modificarse mediante ordenanza; y,

Que en uso de las facultades que otorga la Constitución de
la República del Ecuador y el Código Orgánico de
Organización Territorial, Autonomía y Descentralización, el
Concejo Municipal,

Expide:

LA "ORDENANZA QUE REGULA LA APLICACIÓN
Y COBRO DEL IMPUESTO A LAS UTILIDADES EN
LA TRANSFERENCIA DE PREDIOS URBANOS Y
RURALES Y PLUSVALÍA DE LOS MISMOS EN EL
CANTÓN TULCAN".

Art. L- Objeto del impuesto.- Se establece este impuesto
sobre las utilidades y plusvalía que provengan de la
transferencia de inmuebles urbanos y rurales, a cualquier
título, sea que como dueños de los predios los vendieren
obteniendo la utilidad imponible y por consiguiente real, los
adquirentes hasta el valor principal del impuesto que no se
hubiera pagado al momento en que se efectuó la venta.

Art. 2.- Hecho generador.- Constituye la transferencia de
dominio de bienes inmuebles urbanos y rurales, a cualquier
título, en las que se pone de manifiesto una utilidad y/o
plusvalía determinada de conformidad con la ley y la
ordenanza.

Art. 3.- Sujeto activo.- Es sujeto activo de la obligación
tributaria el Gobierno Autónomo Descentralizado
Municipal de Tulcán.

Art. 4.- Sujeto pasivo.- Son sujetos pasivos de la obligación
tributaria, todas las personas naturales y jurídicas de hecho y
de derecho, que como dueños de los predios, los vendieren
obteniendo la utilidad imponible y por consiguiente real, los
adquirentes hasta el valor principal del impuesto que no se
hubiere pagado al momento en que se efectuó la venta; el
comprador que estuviere en el caso de pagar el impuesto que
debe el vendedor; y, para los casos de transferencia de
dominio el impuesto gravará solidariamente a las partes
contratantes o a todos los herederos o sucesores en el
derecho, cuando se trate de herencias, legados o donaciones.
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En caso de duda u obscuridad en la determinación del sujeto
pasivo de la obligación, se estará a lo que dispone el Código
Tributario.

Art. 5.- Obligaciones del sujeto activo.- La Dirección de
Gestión Financiera, a través de la Jefatura de Rentas
Municipales tiene la obligación de solicitar:

1. Aviso de pago del impuesto a las utilidades y plusvalía
emitido por la señora o señor Notario, cuando el o los
vendedores aún no han cancelado su obligación.

2. Escritura de los bienes inmuebles que van a transferirse
su dominio a cualquier título.

3. Título de crédito del pago del impuesto predial a la
fecha.

4. Minuta del bien inmueble a transferirse su dominio a
cualquier título, firmada por un profesional del derecho.

5. Emitir el documento de venta (factura) al contribuyente.

Art. 6.- Base imponible.- La base imponible para el cobro
del impuesto, será la diferencia del valor de la propiedad
establecido en el título de crédito del pago del impuesto
predial a la fecha, y la escritura pública de quien transfiere
el dominio del bien inmueble.

Art. 7.- Deducciones.- De la base imponible se deducirá el
valor total cancelado en el título de crédito del pago de la
Contribución Especial de Mejoras a la fecha.

Art. 8.- Deducciones adicionales.- En el caso de
donaciones, se deducirán de su base imponible establecida
en el Art. 6 de la presente ordenanza, lo siguiente:

1. El cinco por ciento (5%) de las utilidades líquidas por
cada año que haya transcurrido a partir del momento de
la adquisición hasta la venta, sin que en ningún caso el
impuesto pueda cobrarse una vez trascurridos veinte
años a partir de la adquisición.

2. Los predios que fueron adquiridos en el régimen
monetario sucre, este impuesto se liquidará en base a la
dolarización establecida en nuestro país.

Tabla de liquidación del impuesto a las utilidades en la
transferencia de predios urbanos y rurales de los mismos

Rango Base Imponible Impuestos Sobre
Fracción Fracción % Fracción FracciónN°

Básica Excedente Excedente Básica
1 - 2.000.00 0.040 80.00
2 2.001.00 4.000.00 0.040 159.96
3 4.001.00 6.000.00 0.045 249.92
4 6.001.00 8.000.00 0.045 339.87
5 8.001.00 10.000.00 0.045 429.83
6 10.001.00 15.000.00 0.050 679.78
7 15.001.00 20.000.00 0.050 929.73
8 20.001.00 30.000.00 0.050 1.429.68
9 30.001.00 40.000.00 0.050 1.929.63
10 40.001.00 50.000.00 0.050 2.429.58
11 50.001.00 60.000.00 0.050 2.929.53
12 60.001.00 70.000.00 0.050 3.429.48
13 70.001.00 80.000.00 0.050 3.929.43
14 80.001.00 90.000.00 0.050 4.429.38
15 90.001.00 100.000.00 0.050 4.929.33
16 100.001.00 150.000.00 0.050 7.429.28
17 150.001.00 200.000.00 0.050 9.929.23
18 200.001.00 300.000.00 0.050 14.929.18
19 300.001.00 400.000.00 0.050 19.929.13
20 400.001.00 En adelante 0.050

Art. 9.- Plusvalía por obras de infraestructura.- Las
inversiones, programas y proyectos realizados por el sector
público que generen plusvalía, deberán ser consideradas en
la revalorización bianual del valor catastral de los
inmuebles. Al tratarse de la plusvalía por obras de
infraestructura, el impuesto será satisfecho por los dueños
de los predios beneficiados, o en su defecto por los
usufructuarios, fideicomisarios o sucesores en el derecho, al
tratarse de herencias, legados o donaciones.

Art. 10.- Tabla de liquidación.- Sobre la base imponible
determinada conforme lo determina el Art. 6 de la presente
ordenanza, se aplicará la siguiente tabla:

Art. 11.- Bienes inmuebles urbanos y rurales.- Se
consideran bienes inmuebles urbanos y rurales, los que se
encuentran dentro la circunscripción territorial del cantón
Tulcán, y de conformidad a la ordenanza creada para el
efecto.

Art. 12.- Obligación a notarios.- Los notarios no podrán
otorgar escrituras de compra venta, legados, donación,
partición de herencias, o transferir el dominio de un
inmueble urbano, sin antes enviar a los interesados a pagar
el impuesto sobre las utilidades y plusvalía del que habla el
artículo 1 de esta ordenanza.
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Art. 13.- Corresponsabilidad de los notarios.- Los
notarios que contravinieren a lo establecido en el artículo 11
de la presente ordenanza, serán solidariamente responsables
del pago del impuesto con los deudores directos de la
obligación tributaria, y pagarán el cien por ciento de los no
pagado, imponiéndoles además el ciento veinticinco por
ciento (125%) de una remuneración mensual mínima
unificada para el trabajador privado en general.

Art. 14.- Corresponsabilidad a los señores registradores
de la propiedad.- Antes de proceder a registrar una
escritura pública de traspaso de dominio a cualquier título,
los registradores o registradoras de la propiedad del cantón
Tulcán, solicitarán el documento de venta (factura) del pago
del impuesto a las utilidades y plusvalía emitido por el
Gobierno Autónomo Descentralizado.Municipal de Tulcán.

Art. 15.- De la forma de recaudar.- La Jefatura de Rentas
Municipales liquidará el monto que debe pagar el sujeto
pasivo del impuesto, el mismo que cancelará en las
ventanillas de recaudación, recibiendo su título de crédito y
documento de venta (factura) por el pago realizado.

Art. 16.- Exenciones.- Están exentos de este impuesto:

1. Los predios que pertenecen a personas con discapacidad
comprobada, previa presentación del documento que lo
acredite como tal. se exonerará en un 50% de este
impuesto.

2. Los bienes declarados de utilidad pública, cuyas
transferencias de dominio sean mediante expropiación o
acuerdo mutuo en la venta, realizada por instituciones
del sector público.

Para la respectiva exoneración se entregará el certificado
emitido por la Jefatura de Rentas Municipales, el mismo
que será presentado para su protocolización y registro, el
cual se adquirirá como especie valorada de 10,00 dólares de
los Estados Unidos de América.

Art. 17.- Reclamos y recursos.- Conforme a la establecido
en el Código Tributario, los sujetos pasivos tienen derecho a
presentar reclamos y recursos ante la señora o señor Alcalde
o el Director de Gestión Financiera, quien las resolverá de
forma motivada de conformidad con las disposiciones
legales vigentes.

Art. 18.- Normas complementarias.- En lo no establecido
en esta ordenanza, se estará acorde a las disposiciones
contempladas en el Código Orgánico de Organización
Territorial, Autonomía y Descentralización, Código
Tributario, Ley Orgánica de Régimen Tributario Interno, su
reglamento y demás leyes conexas.

DISPOSICIONES TRANSITORIAS

PRIMERA.- Hasta que se establezca el catastro rural en el
cantón Tulcán, el presente impuesto se lo cobrará en base a
la información emitida por la Jefatura de Avalúos y
Catastros del GADMT.

SEGUNDA.- La violación a esta ordenanza, por parte de
los funcionarios municipales encargados de la
Administración Tributaria Municipal, será sancionada de
acuerdo a la ley y las normas internas del GADMT.

DISPOSICIÓN FINAL

La presente ordenanza entrará en vigencia a partir de su
aprobación por el Concejo del Gobierno Autónomo
Descentralizado Municipal de Tulcán, y su publicación en
la Gaceta Municipal, sin perjuicio de su publicación en el
Registro Oficial.

Dada en la sala de sesiones del Gobierno Municipal de
Tulcán, a diez y seis de junio del dos mil once.

f.) Ing. Julio César Robles Guevara, Alcalde.

f.) Ab. Marión Suárez Obando, Secretario General.

SECRETARÍA GENERAL DEL GOBIERNO
AUTÓNOMO DESCENTRALIZADO MUNICIPAL DE
TULCÁN. CERTIFICADO DE DISCUSIÓN: La
"ORDENANZA QUE REGULA LA APLICACIÓN Y
COBRO DEL IMPUESTO A LAS UTILIDADES EN
LA TRANSFERENCIA DE PREDIOS URBANOS Y
RURALES Y PLUSVALÍA DE LOS MISMOS EN EL
CANTÓN TULCÁN", fue analizada y aprobada en
sesiones ordinarias de Concejo realizadas el 10 de mayo y
16 de junio del 2011.

LO CERTIFICO.-

f.) Ab. Marión Suárez Obando, Secretario General.

SECRETARÍA GENERAL DEL GOBIERNO
AUTÓNOMO DESCENTRALIZADO MUNICIPAL DE
TULCÁN.- Tulcán, 17 de junio del 2011; las 09h00. De
conformidad con lo dispuesto en el inciso cuarto del Art.
322 del Código Orgánico de Organización Territorial,
Autonomía y Descentralización, remítase al señor Alcalde
para su sanción.

f.) Ab. Marión Suárez Obando, Secretario General.

ALCALDÍA DEL GOBIERNO AUTÓNOMO
DESCENTRALIZADO MUNICIPAL DE TULCÁN.-
Tulcán, diez y siete de junio del dos mil once; a las 12h00
por reunir los requisitos legales exigidos en el Art. 322 y en
cumplimiento del Art. 324 del Código Orgánico de
Organización Territorial, Autonomía y Descentralización,
promúlguese y publíquese en el Registro Oficial.

f.) Ing. Julio César Robles Guevara, Alcalde del Gobierno
Autónomo Descentralizado Municipal de Tulcán.

Proveyó y firmó la Ordenanza que regula la aplicación y
cobro del impuesto a las utilidades en la transferencia de
predios urbanos y rurales y plusvalía de los mismos en el
cantón Tulcán, el Ing. Julio César Robles Guevara, Alcalde
del Gobierno Autónomo Descentralizado Municipal de
Tulcán, el diez y siete de junio del dos mil once.

LO CERTIFICO.-

f.) Ab. Marión Suárez Obando, Secretario General.


